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2.1. Tendencias mundiales del empleo juvenil 

El desempleo juvenil aumenta mientras se dificulta el acceso de los jóvenes al trabajo decente

Un nuevo informe de la OIT revela que el desempleo juvenil está aumentando a nivel mundial, con algunos de los incrementos más pronunciados en las economías de ingresos más altos y un mayor número de jóvenes que no estudian, no trabajan ni reciben formación.

11 de agosto de 2026

Empleo juvenil 2026

Tendencias mundiales del empleo juvenil 2026: Regreso al futuro.

GINEBRA (OIT Noticias) – El desempleo juvenil está aumentando a nivel mundial a medida que el estancamiento del crecimiento económico y la débil creación de empleo elevan las barreras de acceso al mercado laboral para los jóvenes y empujan a un número cada vez mayor de ellos a quedar fuera del empleo, la educación o la formación, según un nuevo informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

El informe Tendencias mundiales del empleo juvenil 2026: Regreso al futuro muestra que la tasa mundial de desempleo juvenil aumentó hasta el 12,4 por ciento en 2025, lo que equivale a 67 millones de personas desempleadas de entre 15 y 24 años. Al mismo tiempo, la proporción de jóvenes que no estudian, no trabajan ni reciben formación (NEET, por sus siglas en inglés) aumentó ligeramente hasta el 20 por ciento, lo que afecta a más de 257 millones de personas. Algunos de los incrementos más pronunciados del desempleo juvenil se registraron en las economías de ingresos más altos, frustrando las aspiraciones de millones de jóvenes al comienzo de su vida laboral.

Entre 2023 y 2025, las tasas de desempleo juvenil aumentaron en ocho de las once subregiones del mundo, ya que la desaceleración del crecimiento económico, la débil creación de empleo, las tensiones geopolíticas y el rápido cambio tecnológico están empujando a los países hacia una nueva crisis del empleo juvenil.

Una generación que no puede encontrar un trabajo decente no puede construir su futuro con confianza.
Gilbert F. Houngbo, Director General de la OIT
“Una generación que no puede encontrar un trabajo decente no puede construir su futuro con confianza. Cuando los jóvenes quedan excluidos de un empleo de calidad, los países pierden talento, productividad y cohesión social. Crear empleos decentes para los jóvenes no es solo un imperativo social; es una de las inversiones más inteligentes que un país puede hacer”, afirmó Gilbert F. Houngbo, Director General de la OIT.

Empeoran las oportunidades de empleo juvenil en las economías de ingresos altos
En América del Norte, el desempleo juvenil aumentó de forma pronunciada, pasando del 8,3 por ciento en 2023 al 9,8 por ciento en 2025. En Europa septentrional, meridional y occidental, el desempleo juvenil se mantuvo elevado, situándose en el 15 por ciento en 2025, y 20 de los 29 países de la subregión registraron un deterioro de las oportunidades de empleo para los jóvenes.

Según el informe, la desaparición de muchos empleos de cualificación intermedia está dificultando que los jóvenes encuentren trayectorias profesionales estables. Los empleos que tradicionalmente han servido como puerta de entrada al mercado laboral para los jóvenes —entre ellos los puestos administrativos y de oficina, las ocupaciones en servicios y ventas, los empleos relacionados con la manufactura y algunas ocupaciones técnicas— están disminuyendo.

La falta de empleos decentes en las economías en desarrollo
En las economías en desarrollo, el desafío sigue siendo crear suficientes empleos decentes para absorber el crecimiento de la población joven. Las bajas tasas de desempleo ocultan una inseguridad generalizada en el mercado laboral, ya que muchos jóvenes no pueden permitirse permanecer desempleados y, en su lugar, aceptan empleos informales o precarios.

Casi nueve de cada diez jóvenes trabajadores de entre 15 y 29 años en los países de ingresos bajos y medianos bajos tienen un empleo informal, lo que limita su acceso a ingresos estables y a la protección social. El informe identifica al África Subsahariana como la subregión que afronta una presión demográfica especialmente intensa, junto con una oferta insuficiente de empleos decentes, lo que se traduce en un mayor número de jóvenes que pasan a la categoría de quienes no estudian, no trabajan ni reciben formación (NEET).

Los Estados Árabes y África del Norte siguen registrando las tasas de desempleo juvenil más elevadas del mundo. En 2025, el desempleo juvenil se situó en el 26,2 por ciento en los Estados Árabes y en el 22,6 por ciento en África del Norte. En ambas subregiones, al menos uno de cada tres jóvenes no estudiaba, no trabajaba ni recibía formación.

La tecnología está transformando el empleo juvenil
El informe concluye que el cambio tecnológico, incluidos los avances en la inteligencia artificial (IA), está transformando las oportunidades laborales de los jóvenes.

Se estima que el 6,1 por ciento de los empleos ocupados por jóvenes de entre 15 y 29 años corresponde a ocupaciones altamente expuestas a los cambios relacionados con la IA. Muchas de ellas coinciden con las ocupaciones de cualificación intermedia cuyo número entre los jóvenes ha disminuido desde 2023, en particular los puestos administrativos y de oficina. Al mismo tiempo, la demanda sigue creciendo en algunas ocupaciones técnicas intensivas en conocimiento, en ámbitos como la ciencia, la salud y la ingeniería, lo que pone de relieve la importancia de garantizar que los jóvenes tengan acceso a las competencias que respondan a las necesidades cambiantes del mercado de trabajo.

“Cada vez hay más ruido en torno a la IA”, afirmó Sukti Dasgupta, Directora del Departamento de Empleo, Competencias y Empresas Sostenibles de la OIT. “Aunque el impacto directo sobre el empleo sigue siendo incierto, no debemos caer en la complacencia ni subestimar los riesgos. Debemos redoblar la inversión en competencias, aprendizaje permanente y protección social para que los jóvenes puedan adaptarse a los cambios y aprovechar las nuevas oportunidades. El progreso tecnológico, incluida la IA, debe beneficiar a los jóvenes, no perjudicarlos.”

Recuperar un futuro en el que los caminos conduzcan al trabajo decente
El informe hace un llamamiento a renovar acciones para ayudar a los jóvenes a desenvolverse en un mundo del trabajo cada vez más incierto.

· adoptar un enfoque centrado en las personas para la gobernanza de la inteligencia artificial, garantizando que la innovación genere oportunidades en lugar de profundizar las desigualdades;

· invertir en educación de calidad, aprendizaje permanente y programas de aprendizaje;

· fortalecer los servicios públicos de empleo y las instituciones del mercado de trabajo para apoyar la transición de los jóvenes al empleo, prestando especial atención a las mujeres jóvenes;

· ampliar la protección social y garantizar los derechos en el trabajo, especialmente para los jóvenes en situación de vulnerabilidad; y

· crear más oportunidades de trabajo decente mediante políticas macroeconómicas y sectoriales favorables.

El informe concluye que el desafío no consiste únicamente en crear más empleos para los jóvenes, sino en garantizar que esos empleos ofrezcan seguridad, dignidad y oportunidades para una transición satisfactoria hacia la vida adulta.

II. DERECHO DE LA UNION EUROPEA
1. Documento 52026IP0003
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P10_TA(2026)0003
Directiva sobre una transición justa en el mundo laboral: garantía de la creación de empleo y revitalización de las economías locales
Resolución del Parlamento Europeo, de 20 de enero de 2026, con recomendaciones destinadas a la Comisión sobre una directiva sobre una transición justa en el mundo laboral: garantía de la creación de empleo y revitalización de las economías locales (2025/2131(INL))
(C/2026/3682)

El Parlamento Europeo ,

	—
	Vistos los artículos 153 y 225 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE),


	—
	Vista la opinión de la Comisión de Asuntos Jurídicos sobre la base jurídica propuesta,


	—
	Vistos los artículos 47 y 55 de su Reglamento interno,


	—
	Vistos los artículos 4, 9, 46, 149, 151, 153, 162, 164, 174 a 178 y 349 del TFUE,


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 11 de diciembre de 2019, titulada «El Pacto Verde Europeo» (COM(2019)0640),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 4 de marzo de 2021, sobre el Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales (COM(2021)0102),


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia  ( 1 )  (MRR),


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2021/1056 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, por el que se establece el Fondo de Transición Justa  ( 2 )  (FTJ),


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2021/1057 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, por el que se establece el Fondo Social Europeo Plus (FSE+) y por el que se deroga el Reglamento (UE) n. 1296/2013 ( 3 ) , ​ 


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2021/691 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de abril de 2021, relativo al Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización para Trabajadores Despedidos (FEAG) y por el que se deroga el Reglamento (UE) n. 1309/2013 ( 4 ) , ​ 


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2023/955 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de mayo de 2023, por el que se establece el Fondo Social para el Clima y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2021/1060  ( 5 ) ,


	—
	Vista la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE del Consejo  ( 6 ) ,


	—
	Visto el briefing sobre la evaluación del valor añadido europeo, de septiembre de 2025, titulado «Directiva de transición justa en el mundo laboral: garantizar la creación de empleos y revitalizar las economías locales» (Directiva sobre una transición justa en el mundo laboral: garantía de la creación de empleo y revitalización de las economías locales),


	—
	Vista su Resolución de 23 de noviembre de 2023 sobre creación de empleo: transición justa e inversiones con impacto,


	—
	Vista la Resolución de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativa a una transición justa hacia economías y sociedades ambientalmente sostenibles para todos  ( 7 ) ,


	—
	Visto el informe de Enrico Letta, de 10 de abril de 2024, titulado «Much More Than A Market» (Mucho más que un mercado),


	—
	Visto el informe de Mario Draghi, de 9 de septiembre de 2024, titulado «The Future of European Competitiveness» (El futuro de la competitividad europea) (en lo sucesivo, «Informe Draghi»),


	—
	Vista la hoja de ruta para el empleo de calidad,


	—
	Vista su Resolución de 10 de septiembre de 2025 sobre el papel de la política de cohesión en el apoyo a la transición justa,


	—
	Vista la Recomendación del Consejo de 2022 para garantizar una transición justa hacia la neutralidad climática,


	—
	Vistos la Recomendación del Consejo de 2022 para garantizar una transición justa hacia la neutralidad climática y los mensajes clave del Comité de Empleo (COEM) y del Comité de Protección Social (CPS) sobre su aplicación,


	—
	Vista su Resolución de 17 de diciembre de 2020 sobre una Europa social fuerte para unas transiciones justas,


	—
	Vista su Resolución de 9 de septiembre de 2025 sobre contratación pública,


	—
	Vistas las Orientaciones políticas para la próxima Comisión Europea 2024-2029,


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 26 de febrero de 2025, titulada «Pacto por una Industria Limpia» (COM(2025)0085),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de julio de 2025, relativa al marco aplicable a las medidas de ayuda estatal para apoyar el Pacto por una Industria Limpia (C/2025/3602),


	—
	Vista la Declaración de La Hulpe sobre el futuro del pilar europeo de derechos sociales, de 16 de abril de 2024,


	—
	Visto el Dictamen del Comité de Empleo (COEM) del Consejo de la Unión Europea, de 6 de junio de 2025, sobre las dimensiones de la calidad del empleo,


	—
	Visto el Dictamen del Comité Económico y Social Europeo, de 4 de diciembre de 2024, titulado «Hacia una propuesta legislativa para una transición justa e instrumentos políticos de la UE que propicien un Pacto Verde Europeo más social»,


	—
	Visto el informe de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales (A10-0261/2025),


	A.
	Considerando que las transiciones ecológicas y digitales están teniendo un profundo efecto transformador en las economías, las sociedades, las regiones y los lugares de trabajo de Europa de diferentes maneras, lo que requiere medidas integrales de política social y de empleo para prevenir los efectos adversos y promover la cohesión económica, social y territorial; que garantizar un cambio efectivo hacia una economía climáticamente neutra y digitalizada y una reducción de las dependencias del suministro de energía es esencial para la prosperidad, el bienestar, la sostenibilidad, el crecimiento y la competitividad a largo plazo de Europa; que el éxito final de la doble transición dependerá en gran medida de garantizar que la transición sea justa e inclusiva para los trabajadores, las empresas y las regiones y contribuya a la justicia social para todos, prestando especial atención a los más vulnerables, a fin de garantizar que nadie se quede atrás; que una transición justa podría generar por sí sola unos 261 000 000 000 EUR al año en beneficios, especialmente al abordar las desigualdades sociales y las disparidades regionales  ( 8 ) ; que las vías de cada región afectadas serán diferentes, en función de sus realidades económicas y sociales;


	B.
	Considerando que los efectos de la doble transición en el empleo son asimétricos en toda la Unión y que el impacto socioeconómico varía considerablemente entre las distintas regiones; que se plantea un problema de localización, ya que los puestos de trabajo de una economía moderna, eficiente desde el punto de vista de los recursos y competitivos pueden crearse en regiones diferentes de las que registran pérdidas de empleo;


	DO.
	Considerando que las transiciones deben gestionarse de un modo que garantice la inclusión social, reduzca la pobreza y las desigualdades, y aproveche el potencial para crear puestos de trabajo de calidad, fomente la democracia en el trabajo, proteja los derechos de los trabajadores y mejore las normas laborales en los sectores afectados;


	D.
	Considerando que los mercados laborales de la Unión siguen estando divididos territorialmente y que la calidad del empleo y los contratos de trabajo reflejan un aumento de las formas de empleo atípicas, especialmente entre los jóvenes;


	MI.
	Considerando que la gestión del cambio a una economía neutra en carbono no solo debe apoyar la transición a nuevos puestos de trabajo de calidad en sectores emergentes, sino también mantener y adaptar los puestos de trabajo y sectores existentes a industrias y tecnologías más sostenibles y limpias para las personas, en especial las que viven en los territorios más afectados; que es fundamental prestar especial atención a las regiones e industrias que dependen de los combustibles fósiles, ya que tendrán que transformarse para cumplir los compromisos climáticos de la Unión; que es importante que todas las personas, incluidos los trabajadores y los solicitantes de empleo, reciban apoyo en el marco de la gestión de las transiciones, con el fin de garantizar la comprensión, la aceptación y la eficacia de los objetivos de la estrategia a largo plazo para 2050; que, como muestra la investigación de Eurofound  ( 9 ) , una amplia participación de la sociedad civil, los interlocutores sociales y las autoridades públicas en el proceso de transición es fundamental para garantizar y distribuir equitativamente los beneficios de la actividad económica y los recursos, así como para lidiar con los conflictos;


	F.
	Considerando que la transformación económica de Europa requiere un enfoque decidido en la competitividad y el crecimiento; que los emprendedores y los creadores de empleo deben contar con las condiciones adecuadas para invertir y expandirse, y que garantizar un uso eficiente de los fondos es esencial para atraer la inversión privada; que es importante que los ciudadanos, tanto en las zonas urbanas como en las rurales, participen y apoyen una transición justa que equilibre la competitividad con la solidaridad, y que puedan confiar en la protección de su puesto de trabajo, renta y modo de vida, de modo que nadie se queda atrás;


	GRAMO.
	Considerando que, si bien una serie de iniciativas legislativas y no legislativas importantes de la Unión tienen por objeto abordar los efectos de la doble transición —o pueden contribuir a ello— (en particular, el Mecanismo para una Transición Justa, el FTJ, el FEAG, la Unión de las Competencias, el Fondo Social para el Clima, el FSE+ y el MRR) y reforzar la competitividad, siguen existiendo lagunas en el marco legislativo y político en lo que respeta a las perturbaciones en el lugar de trabajo, los derechos. de los trabajadores, la protección social, el diálogo social y las oportunidades de educación y formación; que solo una acción a escala de la Unión puede garantizar un valor añadido real y una convergencia social al alza simultánea para hacer realidad la promesa de «no dejar a nadie atrás» a la vez que se tienen en cuenta los modelos y tradiciones del mercado de trabajo nacional;


	H.
	Considerando que el Informe Draghi señala la persistente escasez de capacidades como un obstáculo a la innovación, la adopción de tecnologías y los esfuerzos de descarbonización, lo que, a su vez, obstaculiza el crecimiento y la competitividad; que casi cuatro de cada cinco pequeñas y medianas empresas de la Unión señalan dificultades para encontrar trabajadores con el conjunto adecuado de capacidades; que, debido al deterioro de los sistemas de educación y formación, en particular de la educación y la formación de adultos, no se está preparando a la mano de obra para la doble transición; que la participación en el aprendizaje de adultos sigue siendo insuficiente, ya que solo el 39,5 % de los adultos participantes en actividades de formación cada año  ( 10 ) , muy por debajo del objetivo de al menos el 60 % en 2030, y que, para alcanzarlo, necesitarían recibir formación unos cincuenta millones más de trabajadores  ( 11 ) ;


	I.
	Considerando que, mediante la inversión en el desarrollo de altas capacidades, la Unión puede impulsar un ciclo virtuoso de aumento de la productividad, salarios más elevados y una mayor igualdad económica; que casi el 50% de los adultos puede necesitar perfeccionar o reciclar sus capacidades  ( 12 ) ; que el sector energético de la Unión requerirá por sí solo al menos 145 000 trabajadores cualificados de aquí a 2030  ( 13 ) ; que la industria de las tecnologías limpias es uno de los motores de la prosperidad económica en Europa, ya que contribuye al 30 % del crecimiento de la Unión y solo en 2023 creó millones de puestos de trabajo  ( 14 ) ;


	J.
	Considerando que las estrategias europeas en materia de capacidades, competitividad e inversión deben crear oportunidades tanto para las grandes empresas como para las pymes y abordar al mismo tiempo las necesidades nacionales, regionales y locales; que, para garantizar que todos los europeos puedan beneficiarse del crecimiento y la innovación, son esenciales unas políticas que refuercen la capacidad industrial, fomentan el espíritu empresarial y creen una mano de obra con capacidades adaptadas a las realidades locales;


	K.
	Considerando que unos sistemas de bienestar y protección social adecuadamente financiados son un requisito indispensable para garantizar una transición equitativa y justa a la neutralidad climática y la transformación digital; que el Informe Draghi subraya, además, la necesidad de garantizar que el crecimiento de la productividad y la inclusión social vayan de la mano de los sistemas de bienestar de los Estados miembros, que son fundamentales para la provisión de servicios públicos sólidos, protección social, vivienda, transporte y atención a la infancia durante la transición; que el empleo de calidad, unas condiciones de trabajo dignas, el acceso a la protección social, el diálogo social y la negociación colectiva desempeñan un papel crucial a la hora de atraer y retener a la mano de obra y son importantes para la competitividad y la democracia en el lugar de trabajo en la Unión;


	L.
	Considerando que, según el informe de la Comisión titulado «Employment and Social Developments in Europe 2024» (Empleo y evolución social en Europa 2024) (ESDE 2024)  ( 15 ) , las limitaciones a la participación en la educación y la formación de adultos se deben a barreras como la percepción de que no es necesaria, la oferta insuficiente o las dificultades para acceder a una formación de calidad, conflictos de horarios, la conciliación de las responsabilidades familiares y limitaciones. financieros; que el Informe Draghi pide a la Unión que garantice que todos los trabajadores tengan derecho a la educación y el reciclaje profesionales, de forma que puedan desempeñar nuevas funciones a medida que sus empresas adopten tecnologías, o pasar a empleos de calidad en nuevos sectores  ( 16 ) ;


	METRO.
	Considerando que una estrategia integrada que combina educación y desarrollo de capacidades, financiación y política industrial es un factor clave para la competitividad, la resiliencia y la equidad sociales, la autonomía estratégica, la inversión y la creación de empleo sostenible en Europa; que las transiciones ecológicas y digitales requieren inversiones significativas en reciclaje, perfeccionamiento, educación y formación profesional y aprendizaje permanente para dotar a los trabajadores tanto de las capacidades técnicas específicas para cada profesión como de las capacidades básicas esenciales requeridas; que los trabajadores de más edad, los trabajadores con baja cualificación y las trabajadoras pueden enfrentarse a mayores obstáculos a la hora de «mejorar sus capacidades» y competir por nuevos puestos de trabajo; que, por lo tanto, los esfuerzos en materia de educación y formación deben estar estrechamente vinculados a las políticas de transición justa; que los trabajadores y las comunidades desfavorecidos necesitarán asistencia específica para garantizar que no se queden atrás;


	NORTE.
	Considerando que siguen existiendo importantes disparidades económicas entre los Estados miembros y las regiones de la Unión, con grandes diferencias en términos de PIB desde 2012 vinculadas a la proporción de la industria en la actividad económica;


	O.
	Considerando que el Informe Letta considera que la libertad de circulación y la «libertad de permanencia» son dos caras de la misma moneda y deben desarrollarse conjuntamente; que el Informe Letta considera que la libertad de circulación debe ser una elección libre, no una necesidad para compensar la falta de puestos de trabajo en algunas regiones; que el informe subraya la necesidad de ofrecer oportunidades a los ciudadanos de todas las regiones, en particular a los de las zonas rurales, para lo que es necesario ofrecer puestos de trabajo de calidad y abordar las desigualdades dentro de los países y entre ellos  ( 17 ) ; que la transición ecológica, si no se diseña y apoya adecuadamente, podría afectar de manera más desproporcionada a regiones vulnerables de Europa oriental y meridional  ( 18 ) en términos de riesgo de desempleo y pérdida de puestos de trabajo; que los territorios dependientes del carbón presentan un nivel adicional de vulnerabilidad, con tasas de empleo del 10-15 % por debajo de la media de la Unión  ( 19 ) ;


	PAG.
	Considerando que se espera que la hoja de ruta para el empleo de calidad promueva medidas que ayuden a los Estados miembros ya las industrias a garantizar unas condiciones de trabajo dignas y acceso a la formación, establecer normas elevadas en materia de salud y seguridad en el trabajo, y garantizar unas transiciones laborales justas para los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia, así como la negociación colectiva, con vistas a atraer talento y contribuir a la competitividad de las industrias europeas; que, en este contexto, se espera que la Comisión debata con los interlocutores sociales un marco que respalde los procesos de reestructuración a escala de la Unión Europea y de los Estados miembros; que dicho marco se debe centrar en una transición justa, en la anticipación de los cambios, en intervenciones más tempranas cuando existe una amenaza de reestructuración y en una información y consulta mejoradas;


	P.
	Considerando que debe reforzarse la capacidad administrativa y técnica de las partes interesadas locales que participan en el diseño y la aplicación de la transición justa; que los Estados miembros se siguen enfrentando a retos significativos a la hora de gestionar y ejecutar eficientemente los fondos de la Unión a nivel local y de evaluar los distintos impactos de las políticas climáticas; que la ejecución del Fondo de Transición Justa ha sido lenta, como demuestra el porcentaje de pagos de tan solo el 32,2 % a finales de 2024  ( 20 ) ; que el número de puestos de trabajo creados por el FTJ no sigue el ritmo necesario para cubrir los puestos de trabajo que se prevé que se pierdan a medida que las industrias intensivas en carbono transiten hacia tecnologías más limpias; que las pymes constituyen la columna vertebral de la economía europea y crean gran parte de los puestos de trabajo locales permanentes; que se necesitan disposiciones específicas para las pymes a fin de reforzar su papel en la transición justa;


	1.
	Subraya que el éxito de la transición hacia fuentes de energía más sostenibles, industrias modernizadas y una economía más digitalizada desempeñará un papel importante en la competitividad a largo plazo de las empresas de la Unión en el mercado mundial y debe conducir a la creación de puestos de trabajo de calidad en la Unión; subraya la necesidad de garantizar que las empresas y los trabajadores estén bien provistos para aprovechar las oportunidades derivadas de la transición a soluciones nuevas e innovadoras y subraya la importancia del trabajo digno y de los puestos de trabajo cubiertos por convenios colectivos, que son indispensables para garantizar el progreso social y la aceptación de la transición; considera que un marco legislativo para abordar los retos y oportunidades de una transición justa en el lugar de trabajo es esencial para garantizar unas normas mínimas adecuadas que aporten claridad y estructura tanto a los trabajadores como a los trabajadores a la hora de anticipar y gestionar el cambio y, en última instancia, mejorar la resiliencia, la competitividad y la convergencia social al alza y la justicia social de la Unión; subraya que las regiones pueden apoyar la transición justa combinando la protección social, la diversificación económica y la coordinación territorial para reducir los efectos negativos, fortalecer las economías locales y promover un desarrollo inclusivo;


	2.
	Subraya que el impacto de la descarbonización en el empleo va más allá de las reducciones en los sectores de los combustibles fósiles y tendrá un impacto más amplio en términos de redefinición del empleo y transición general del mercado laboral; acoge con satisfacción, en este sentido, el anuncio de una Ley de Empleo de Calidad con el objetivo de garantizar que las prácticas laborales sigan el ritmo de la evolución de la economía moderna; destaca la necesidad de que esta Ley, junto con la próxima actualización del Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales y la nueva hoja de ruta para el empleo de calidad incluyan un conjunto de medidas concretas que mejoren de manera tangible las condiciones de trabajo, la salud y la seguridad colectiva, la democracia en el trabajo, la cobertura de la negociación y la formación y las capacidades de los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia, así como que velan por el cumplimiento efectivo de la legislación de la Unión en materia de empleo y política social; subraya que estas medidas también brindan una oportunidad para ayudar a los obstáculos de la Unión, en particular las pymes, a mantener y mejorar su competitividad proporcionando un marco claro, incluyendo orientación práctica y herramientas de apoyo, para anticipar y gestionar el cambio en asociación con los trabajadores e invertir en la educación y formación profesionales (EFP) y el perfeccionamiento y reciclaje profesionales de los trabajadores a fin de hacer frente a la escasez de mano de obra y personal cualificado que obstaculiza la productividad y el crecimiento, pero también las perspectivas futuras para los trabajadores;


	3.
	Subraya que la digitalización debe llevarse a cabo de un modo centrado en el ser humano, evitando una vigilancia excesiva de los trabajadores y garantizando el derecho a la desconexión, así como unas disposiciones sobre el tiempo de trabajo justo;


	4.
	Subraya que la anticipación y la gestión del cambio son fundamentales para que tanto los trabajadores como los trabajadores, las autoridades regionales y locales y las comunidades se enfrenten con éxito a las transiciones ecológicas y digitales y aborden eficazmente los retos económicos que plantean los acontecimientos geopolíticos adversos y los se convertirán en oportunidades; hace hincapié en que la planificación con vistas a la transición puede prevenir de forma proactiva los despidos y conducir a la creación de empleo, desarrollar una resiliencia duradera en las empresas y hacer el mejor uso posible de los recursos disponibles; subraya que estos planos requieren decisiones que puedan dar lugar a cambios sustanciales en la organización del trabajo y, por lo tanto, deben desarrollarse en una amplia asociación a través del marco del diálogo social y la negociación colectiva, respetando plenamente el derecho a la información y la consulta; pide a la Comisión, a este respecto, que haga un seguimiento de la aplicación del marco establecido en la Directiva 2002/14/CE y lo haga cumplir plenamente; pide además a los Estados miembros que faciliten el diálogo social a los niveles pertinentes para facilitar las transiciones entre puestos de trabajo, en particular en el caso de las profesiones que pueden desaparecer o reducirse significativamente; recuerda las herramientas de alerta temprana previstas en la Directiva (UE) 2019/1023 y considera que adaptar dichas herramientas para incluir también las circunstancias pertinentes para la doble transición garantizaría una mejor detección y respuesta a los próximos cambios en las actividades de las empresas; subraya la necesidad de ofrecer incentivos a las empresas para que establezcan sus propios planes de transición; hace hincapié en que las partes interesadas y la sociedad civil deben participar en la planificación de la transición desde sus primeras fases, garantizando así una participación significativa en vez de la consulta en una fase tardía;


	5.
	Subraya que la escasez de trabajadores cualificados solo puede reducirse significativamente abordando la disponibilidad y accesibilidad de las oportunidades de educación, (re)cualificación y formación, y mejorando las condiciones de trabajo; hace hincapié en que es esencial y se debe facilitar el diálogo social entre los trabajadores y los trabajadores sobre unas modalidades de oportunidades de formación que estén en consonancia con las necesidades del mercado laboral y que respeten el equilibrio entre la vida profesional y la vida privada  ( 21 ) ; cree firmemente que un derecho individual de los trabajadores a la formación en horario laboral que aborde los principales obstáculos a la continuación de la formación puede garantizar un reciclaje o perfeccionamiento profesional de calidad, la formación de los trabajadores y el apoyo a la planificación de la carrera, asegurando así una oferta previsible y estable de trabajadores cualificados a los trabajadores; destaca la necesidad de abordar el obstáculo de los costes garantizando que la formación sea gratuita para los trabajadores, con el apoyo de financiación, incentivos fiscales y asociaciones; subraya que las instituciones nacionales y los interlocutores sociales son responsables de la formación de los trabajadores y ponen de relieve su papel esencial en la aplicación del derecho a la formación; pide, a este respecto, a los Estados miembros que prioricen y promuevan programas de formación desarrollados conjuntamente por los trabajadores y sus trabajadores, garantizando que el perfeccionamiento y el reciclaje profesionales respondan a la demanda real y contribuyan a la progresión profesional;


	6.
	Resalta la necesidad de que los jóvenes participen de manera significativa en el diseño, la aplicación y el seguimiento de las políticas relacionadas con una transición justa y equitativa; pide que se redoblen los esfuerzos para aplicar la Garantía Juvenil, garantizando una mayor asignación de fondos por parte de todos los Estados miembros para dedicar al menos el 15 % de sus recursos del FSE+ a acciones específicas y reformas estructurales que fomenten el empleo, la educación y formación profesionales de calidad para los jóvenes —en particular mediante períodos de prácticas y programas de aprendizaje remunerados y de calidad—, así como que faciliten la transición entre la escuela y el mundo laboral, la reintegración en la educación o formación y las segundas. oportunidades educativas;


	7.
	Subraya la necesidad de que los Estados miembros, con la participación de las regiones, apoyen a las empresas y los trabajadores desarrollen estrategias de transición y políticas para una transición justa a escala nacional adaptada a las especificidades locales; Hemos hecho hincapié en que esas estrategias nacionales deben determinar el impacto de las transiciones en las regiones, en los distintos sectores y en la mano de obra correspondiente y establecer un plan completo y transversal para mitigar el impacto; subraya la importancia de desarrollar una visión y una estrategia a largo plazo para la transición económica local y regional mediante la participación de agentes públicos y privados, de la sociedad civil y de la economía social; hace hincapié en que las inversiones directas en innovación y el incremento del atractivo regional mediante la mejora y la provisión de infraestructuras, servicios públicos e instalaciones de alta calidad, aumentos y accesibles son necesarios para retener a los trabajadores y crear puestos de trabajo de calidad;


	8.
	Se considera esencial promover la viabilidad económica de las empresas industriales europeas y, en la medida de lo posible, impedir los cierres y los despidos forzosos; resalta la importancia de apoyar a las empresas, en especial a las pymes, para evitar los despidos forzosos, mediante, por ejemplo, programas temporales de apoyo para proteger el empleo durante las transiciones e impedir la pérdida de capacidad industrial estratégica y de mano de obra cualificada; señala que, cuando la transición entre puestos de trabajo es necesaria, es esencial mantener a los trabajadores en la misma región al tiempo que se les concede tiempo suficiente para la reconversión limitando las pérdidas económicas personales; pide una mayor protección contra los despidos improcedentes y que se garantiza a los trabajadores afectados por las reestructuraciones el acceso a una compensación adecuada, oportunidades de reciclaje profesional y apoyo para lograr un nuevo empleo;


	9.
	Destaca que las proyecciones regionales de Eurostat indican un descenso continuo de la población en edad de trabajar durante las décadas de 2020 y 2030 en muchos territorios, en particular en las regiones ya afectadas por el envejecimiento de la población y la movilidad geográfica; subraya que estas tendencias pueden reducir la oferta de mano de obra, y por ende amenazar el desarrollo a largo plazo, en un momento en que resulta esencial contar con trabajadores cualificados para las transiciones ecológicas y digitales; hace hincapié en la importancia del derecho de las personas a permanecer en sus regiones o localidades y en la necesidad de establecer estrategias específicas para las zonas rurales y periféricas; pide a la Comisión ya los Estados miembros que apoyen las políticas de base local que creen oportunidades económicas tanto para las personas como para las empresas en las regiones rurales, atraigan la inversión privada y generen puestos de trabajo locales; subraya que estas estrategias son necesarias para reforzar las oportunidades económicas en las zonas rurales, apoyar la creación de empleo de calidad, la innovación y la renovación industrial local y, en última instancia, garantizar que los ciudadanos puedan construirse un futuro en sus comunidades;


	10.
	Recuerda que las pymes son las principales generadoras de empleo local duradero; destaca la necesidad de facilitar un acceso a la financiación de transición simplificada, proporcionada y adaptada a las pymes, en particular permitiendo la creación de mecanismos de agrupación para acceder a los fondos y cumplir las obligaciones de información y de ventanillas únicas digitales y previendo asistencia técnica obligatoria para ayudar en el diseño y la conformidad de los proyectos; insta a los Estados miembros ya las autoridades regionales a que establezcan y refuercen programas de apoyo a las empresas en las regiones afectadas para ayudar a las empresas emergentes ya las pymes a crecer y tener éxito; destaca que los incentivos a la inversión, acompañados de condicionalidades sociales, pueden ayudar a atraer empresas a las regiones vulnerables, garantizando al mismo tiempo el desarrollo sostenible de la economía local; destaca la necesidad de ayudar a las empresas, en particular a las pymes, a hacer frente a la escasez de mano de obra cualificada en la Unión ya promover el reciclaje y el perfeccionamiento profesionales, ayudando a las personas a adquirir las capacidades adecuadas para empleos de calidad; pide a la Comisión Europea que prevea apoyo específico para las pymes en el marco de la futura financiación de la transición justa; pide asimismo a la Comisión Europea que efectúe un seguimiento de la participación de las pymes en los programas de transición justa;


	11.
	Destaca que la economía social, en particular las empresas sociales de inserción laboral, desempeña un papel crucial a la hora de garantizar unas transiciones inclusivas y justas; resalta la necesidad de apoyo en materia de acceso a la financiación, desarrollo de capacidades y asistencia técnica;


	12.
	Pide a la Comisión ya los Estados miembros que faciliten las inversiones tanto a gran escala como a pequeña escala y que elaboren políticas que desbloqueen oportunidades económicas para el sector privado, en particular para las pymes, reduciendo la carga administrativa y los requisitos de cofinanciación y simplificando el acceso a la financiación, respetando al mismo tiempo los derechos de los trabajadores y las normas de protección de los consumidores; destaca que dicha inversión es esencial para reforzar la base industrial y tecnológica de Europa, crear puestos de trabajo de alta calidad y garantizar una mano de obra cualificada y adaptada a las realidades, los recursos y las necesidades específicas locales, con el fin de aprovechar plenamente el potencial regional e impulsar la competitividad, el crecimiento sostenible y la creación de valor a largo plazo; subraya que los empresarios y las pequeñas empresas son fundamentales para la inversión, la innovación y la creación de empleo, en especial en las regiones rurales y menos desarrolladas, y que los mecanismos de financiación y la asistencia técnica deben adaptarse a sus necesidades para aprovechar plenamente su potencial en la economía ecológica y digital e impulsar el crecimiento sostenible y la creación de valor a largo plazo;


	13.
	Observa la falta de datos precisos y desglosados ​​sobre el número de puestos de trabajo perdidos, creados o afectados por la doble transición; subraya la importancia de prevenir los cambios en el mercado laboral y las tendencias en las necesidades de capacidades para dar respuestas políticas efectivas y rápidas; subraya la necesidad de definir, intercambiar y promover las buenas prácticas; pide que se consolide la recopilación de datos pertinentes y los análisis del impacto de las políticas de transición; destaca que deben integrarse de forma sistemática indicadores de pobreza energética y en materia de transporte en las estructuras de seguimiento de la transición justa para garantizar que las medidas de financiación y creación de empleo se dirijan en primer lugar a los hogares vulnerables;


	14.
	Aboga por el establecimiento de programas de renovación a escala local que abarquen barrios o pueblos, reduzcan los costos, refuercen la cohesión y aceleren la transición;


	15.
	Lamenta que la propuesta de marco financiero plurianual 2028-2034 no incluya un instrumento independiente para abordar la transición justa; destaca que sigue siendo necesaria una financiación específica para ayudar a las regiones afectadas a afrontar los retos derivados de la transición ecológica; pide, en este sentido, un Fondo de Transición Justa ampliado y reforzado para el período de programación posterior a 2027, de modo que funcione con arreglo a los principios de gestión compartida y de asociación, en el marco de la política de cohesión y con un presupuesto más elevado; subraya que el nuevo Fondo debe apoyar a los trabajadores a garantizar el derecho de los trabajadores a la formación, así como la puesta en marcha de planes de transición por parte de las empresas; subraya que la formación debe ser de alta calidad y acorde con las necesidades del mercado laboral y conducir a cualificaciones y títulos que estén validados por sistemas transparentes y claros de certificación que permitan su reconocimiento mutuo entre Estados miembros; Insta a que la financiación de la transición incluya condiciones sociales para apoyar la inclusión;


	16.
	Recuerda que, a pesar de sus ambiciones transformadoras, el Fondo de Transición Justa se ha enfrentado a importantes retos para alcanzar sus objetivos, en particular a la hora de garantizar unos resultados equitativos y proporcionar acceso al Fondo a las pequeñas y medianas empresas  ( 22 ) ; pide que se simplifique el acceso de las pymes al Fondo de Transición Justa mediante la prestación de asistencia técnica y la reducción de las cargas administrativas;


	17.
	Destaca la importancia del desarrollo de capacidades digitales para los trabajadores, tanto de nivel básico como avanzado; subraya la necesidad de dotar a los ciudadanos de la alfabetización digital esencial y de sensibilizarlos en materia de datos y uso seguro de las herramientas en línea para que sigan siendo empleables y adaptables, fomentando al mismo tiempo la adquisición de competencias más avanzadas;


	18.
	Destaca que las instituciones de educación y formación deben mejorar la pertinencia de sus formaciones para responder a las necesidades de un mercado laboral competitivo y dotar a los alumnos, formadores y profesores de los conocimientos y capacidades necesarios para que sean agentes activos del cambio en una transición justa hacia economías sostenibles desde el punto de vista medioambiental y una sociedad para todos; hace hincapié en que una formación eficaz dependa de la disponibilidad de profesores y formadores con conocimientos actualizados sobre economía sostenible y ecológica, eficiencia energética y tecnologías ecológicas y digitales; destaca que su papel es fundamental a la hora de promover las capacidades y competencias adecuadas para las generaciones de trabajadores más jóvenes y para las de más edad, así como una formación adecuada para el reciclaje profesional y el perfeccionamiento profesional de las personas afectadas por la transición ecológica; subraya que, en consecuencia, la educación y la formación de estos profesores y formadores deben ser una prioridad en cualquier estrategia de actuación en materia de capacidades a escala europea, nacional, regional y local;


	19.
	Destaca que es necesaria inversión pública y privada directa en infraestructuras limpias, proyectos de energías renovables y actividades de economía circular para revitalizar las economías locales y contribuir a la creación de empleo de calidad; resalta la necesidad de aprovechar los activos regionales invirtiendo en sectores en los que las regiones ya cuentan con puntos fuertes o ventajas comparativas; considera que la especialización regional puede constituir la base de agrupaciones industriales ecológicas; destaca que el apoyo a la investigación y la innovación y el fomento de la colaboración entre universidades y empresas pueden impulsar nuevos modelos de negocios sostenibles;


	20.
	Destaca que es necesaria una combinación de políticas coherentes e integradas para alcanzar los objetivos de la transición justa; pide que las medidas climáticas e industriales adoptadas por la Unión tengan en cuenta los objetivos de inclusión, protección social y capacidades; destaca la importancia de garantizar que los fondos nacionales y europeos se utilicen para facilitar las transiciones ecológicas y digitales, en particular promoviendo el diálogo social y la negociación colectiva; pide que la financiación de la Unión y las ayudas estatales de los Estados miembros estén en consonancia con una política industrial a escala europea con el fin de ofrecer puestos de trabajo de alta calidad, promover la negociación colectiva y el respeto de los derechos y normas laborales de la Unión, mejorar la competitividad de las empresas europeas y garantizar unas mejores condiciones de trabajo;


	21.
	Pide a los Estados miembros que garanticen una financiación suficiente destinada a programas de adquisición de capacidades y formación profesional de calidad como inversión a largo plazo en la productividad, el crecimiento y la competitividad de los trabajadores y las empresas; pide a los Estados miembros que, con el apoyo de la Comisión, aprovechen estratégicamente los instrumentos existentes de la Unión para aplicar la Unión de las Competencias, en particular la Garantía de Capacitación; pide a los Estados miembros que usen en mayor medida los ingresos del régimen nacional de comercio de derechos de emisión para la formación de los trabajadores y la redistribución de mano de obra, en particular en las regiones con altas emisiones de carbono; pide a la Comisión que estudie y publique orientaciones sobre la manera en que las asociaciones público-privadas entre los Estados miembros y las empresas pueden financiar la formación, el reciclaje y el perfeccionamiento profesional de los trabajadores, en particular el derecho a la formación de los trabajadores individuales;


	22.
	Recuerda la importancia de la integración de la discapacidad y de un enfoque interseccional que tenga en cuenta a los trabajadores jóvenes, de más edad y poco cualificados ya las trabajadoras en todas las medidas estratégicas que aborden la doble transición, como la puesta a disposición de adaptaciones razonables en los ámbitos de la educación y la formación;


	23.
	Recuerda el cometido del Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización para Trabajadores Despedidos (FEAG) a la hora de prestar apoyo a los trabajadores afectados por las transiciones ecológicas y digitales durante el período de programación restante y anima a los Estados miembros a que, con el apoyo de la Comisión, hagan pleno uso del Fondo; acoge con satisfacción el objetivo de la propuesta de revisión del actual FEAG de apoyar proactivamente a los trabajadores afectados por un despido inminente y de acelerar el procedimiento de aprobación de las solicitudes; destaca, no obstante, la importancia de garantizar que las empresas en proceso de reestructuración que deseen acceder al Fondo lo hagan en plena consulta con los trabajadores y sus representantes, también a la hora de diseñar el paquete personalizado de medidas; toma nota con preocupación de la supresión del FEAG de la propuesta de marco financiero plurianual 2028-2034; destaca la importancia de medidas activas del mercado de trabajo y de protección social para reintegrar en el mercado laboral a los trabajadores despedidos a raíz de reestructuraciones importantes; pide a la Comisión que garantice un apoyo específico y continuado en el próximo MFP a los trabajadores en situación de riesgo o despedidos a raíz de reestructuraciones importantes;


	24.
	Recuerda la importancia de garantizar un alto nivel de salud y seguridad en el trabajo para los trabajadores; destaca la importancia de abordar de forma proactiva la evolución de los riesgos en materia de salud y seguridad en el trabajo relacionados con las tareas, los patrones laborales y los lugares de trabajo, en particular los riesgos medioambientales y psicosociales, en el contexto de la doble transición; pide a la Comisión que lleve a cabo una revisión exhaustiva del actual marco estratégico en materia de salud y seguridad en el trabajo y del marco legislativo existente en este ámbito, con vistas a detectar posibles lagunas y garantizar que el cervo de la Unión siga siendo adecuado a su finalidad, así como para contribuir al diseño del marco estratégico posterior a 2027;


	25.
	Destaca que las transformaciones y reestructuraciones en el lugar de trabajo durante la doble transición pueden generar riesgos psicosociales como el estrés, la incertidumbre y la amenaza de pérdida del empleo; subrayar la necesidad de proteger la salud mental y el bienestar psicosocial de los trabajadores durante las transiciones, en particular mediante evaluaciones de riesgos en el lugar de trabajo y servicios de apoyo; pide que en los planos de transición adoptados por las empresas se integren programas de apoyo a la salud mental, que incluyan asesoramiento, gestión del estrés y sistemas de conciliación de la vida familiar y la vida profesional;


	26.
	Destaca la importancia de ayudar a los trabajadores a mejorar sus capacidades transformadoras, básicas y cognitivas, como el pensamiento creativo y crítico, la capacidad de prospectiva, la resiliencia, la flexibilidad y la agilidad, la motivación y el conocimiento de sí mismos, la curiosidad y el aprendizaje permanente, reconociendo la importancia de la capacidad de los trabajadores para adaptarse a lugares de trabajo que han sufrido cambios, desarrollar la autoeficacia y generar nuevas soluciones necesarias en razón de las transformaciones ecológicas y digitales;


	27.
	Acoge con satisfacción la nota informativa del Cedefop sobre la elaboración de un mapa europeo de cualificaciones que refuerce la transparencia, la comparabilidad y la portabilidad de las cualificaciones en toda Europa; resalta que dicho mapa debe ser más que un simple ejercicio académico y servir como herramienta práctica a efectos de competitividad, pertinencia para el mercado laboral y movilidad; pide a la Comisión ya los Estados miembros que velan por que el Marco Europeo de Cualificaciones guarde una estrecha relación con las necesidades económicas, la política industrial y la inversión en capacidades, así como que cartografíen de forma exhaustiva y sistemática las actuales carencias de capacidades a escala regional y prevean la futura demanda de capacidades; subraya que dicho cartografiado debe incluir análisis de impacto y dar lugar a sectoriales y territoriales que aprovechen el potencial de la transición ecológica en todas las regiones;


	28.
	Destaca que unas redes de seguridad social y unos sistemas de protección social sólidos son esenciales para apoyar a los trabajadores y garantizar la cohesión social durante los períodos de transición; pide a los Estados miembros que, en consulta con los interlocutores sociales y las organizaciones pertinentes de la sociedad civil, modernicen y refuercen sus sistemas de protección social y servicios públicos esenciales, al tiempo que garantizan su sostenibilidad a largo plazo, sin que se incremente la carga financiera de las pymes, con especial atención a la sanidad, el transporte, la educación, las políticas de inclusión social, la ayuda a la renta y una vivienda asequible, así como al apoyo a los proveedores de servicios sociales sin ánimo de lucro, con el fin de garantizar la resiliencia frente a las perturbaciones derivadas de la repercusión de la doble transición en el mercado laboral y para que los trabajadores afectados por la pérdida del empleo puedan mantener su nivel de vida en la medida de lo posible;


	29.
	Insta a los Estados miembros a que apliquen plenamente la Recomendación del Consejo relativa al acceso a la protección social para los trabajadores por cuenta ajena y los trabajadores por cuenta propia; pide a la Comisión que supervise los riesgos y los avances en la materia a través del cuadro de indicadores sociales y el marco de convergencia social; destaca la importancia de que los servicios públicos de empleo nacionales adapten su oferta a las transformaciones del mercado laboral, con el fin de brindar apoyo a las personas y facilitarles el cambio de empleo derivado de las transiciones;


	30.
	Destaca la importancia de unas políticas específicas para apoyar a las personas más afectadas por la doble transición y, en particular, a las que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad; subrayar la necesidad de apoyo activo e intervenciones tempranas para evitar que las personas en situaciones de vulnerabilidad atraviesen largos períodos de desempleo o se conviertan en trabajadores desmotivados; pide a los Estados miembros que aumenten de forma significativa el apoyo activo al empleo de calidad, en particular apoyando el acceso al mismo y su mantenimiento, promoviendo el espíritu empresarial y estimulando la creación de puestos de trabajo de calidad; destaca el papel de los programas de inserción profesional, la contratación pública selectiva y las obras públicas a nivel local en la generación de puestos de trabajo de transición; destaca la necesidad de desarrollar la capacidad de las autoridades locales y regionales para movilizar con éxito la inversión, colaborar con los grupos destinatarios en la elaboración y la aplicación de sistemas de apoyo social y medir los efectos distributivos;


	31.
	Subraya la necesidad de respaldar los regímenes de reducción del tiempo de trabajo, así como la importancia de un apoyo específico para los trabajadores afectados por las transiciones, sobre la base de la experiencia positiva del instrumento SURE; solicita a la Comisión que proponga un mecanismo SURE reforzado dirigido a las transiciones ecológicas y digitales, ya que apoyar este tipo de medidas temporales de protección del empleo en tiempos de crisis puede estabilizar el gasto público dedicado a las políticas de empleo y las para una transición justa de manera que se atenúen los efectos inmediatos sobre el empleo de la necesaria transformación de la economía de la Unión, en consonancia con los objetivos de una transición justa;


	32.
	Destaca que el impacto en el empleo variará según las regiones y las poblaciones; subraya, a este respecto, la necesidad de involucrar y empoderar a los ciudadanos y las partes interesadas locales, incluidas las organizaciones pertinentes de la sociedad civil, para que sean agentes activos en la transición; insiste en que las autoridades locales y regionales deben participar directamente en el diseño, la selección y el seguimiento de los proyectos para garantizar que la financiación responda a las necesidades locales específicas y apoye la diversificación de las economías regionales; hace hincapié en que las autoridades públicas deben participar en consultas estratégicas y cooperar con los interlocutores sociales durante la gestión de la transición; destaca que puede garantizarse una participación significativa a través de consultas en la fase inicial y mandatos claros y derechos de voto para los interlocutores sociales, las pymes, la sociedad civil, la economía social y los jóvenes en los organismos de coordinación regional;


	33.
	Destaca que la negociación colectiva es fundamental para garantizar unos salarios justos, justicia social y democracia en el trabajo, pero que la cobertura sigue siendo desigual; recuerda que los Estados miembros en los que la negociación colectiva tenga una cobertura inferior al 80% tienen la obligación de establecer planos nacionales de actuación con plazos claros y medidas específicas para aumentar dicha cobertura; pide a la Comisión que proporcione orientación y apoyo a los Estados miembros a fin de reforzar los sistemas de negociación colectiva, en particular a escala sectorial, con la plena participación de los interlocutores sociales; subraya que la Unión y los Estados miembros deben respaldar la financiación destinada a desarrollar las capacidades de los interlocutores sociales, en particular a escala regional, como parte de la aplicación de la Recomendación del Consejo para garantizar una transición justa hacia la neutralidad climática, de modo que se permita un diálogo social estructurado y una negociación colectiva sobre los planos de transición adoptados por las empresas;


	34.
	Considere que las repercusiones financieras de la propuesta solicitada deben quedar cubiertas por dotaciones presupuestarias existentes;


	35.
	Encarga a su presidenta que transmita la presente Resolución y las recomendaciones que se recogen en el anexo a la Comisión y al Consejo.




( 1 )    DO L 57 de 18.2.2021, p. 17 .

( 2 )    DO L 231 de 30.6.2021, p. 1 .

( 3 )    DO L 231 de 30.6.2021, p. 21 .

( 4 )    DO L 153 de 3.5.2021, p. 48 .

( 5 )    DO L 130 de 16.5.2023, p. 1 .

( 6 )    DO L 275 de 25.10.2003, p. 32 .

( 7 )   ILC.111/Resolución V, de 16 de junio de 2023.

( 8 )    https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2025/774668/EPRS_BRI(2025)774668_EN.pdf .

( 9 )   Eurofound (2024), «Crear un nuevo contrato social para la transición justa: ¿Está funcionando la asociación?» (Creación de un nuevo contrato social para la transición justa: ¿funciona la asociación?). Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, Luxemburgo.

( 10 )    https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX%3A52025DC0090 .

( 11 )   Informe Draghi, pág. 37.

( 12 )    https://www.cedefop.europa.eu/en/publications/4223#group-downloads .

( 13 )    https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/4826f429-0545-11f0-b1a3-01aa75ed71a1/language-en .

( 14 )    https://www.cedefop.europa.eu/en/news/green-transition-creates-more-jobs-it-destroys .

( 15 )    https://employment-social-affairs.ec.europa.eu/employment-and-social-developments-europe-2024-upward-social-convergence-eu-and-role-social_en .

( 16 )   Informe Draghi, pág. 19.

( 17 )    https://cohesiondata.ec.europa.eu/stories/s/py4s-5ad4 .

( 18 )    https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/24c7aa49-2451-11ee-94cb-01aa75ed71a1/language-en .

( 19 )    https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2025/759354/CASP_STU(2025)759354_EN.pdf .

( 20 )   «Mecanismo de Transición Justa – Performance 2025» (Mecanismo para una Transición Justa – Resultados de 2025), Comisión Europea.

( 21 )   Comisión Europea, «Employment and Social Developments in Europe 2024» (Evolución social y del empleo en Europa 2024), p. 20.

( 22 )   «Just Transition in World of Work» (Transición justa en el mundo del trabajo), Servicio de Estudios del Parlamento Europeo (EPRS), septiembre de 2025: https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2025/774668/EPRS_BRI(2025)774668_EN.pdf .



ANEXO A LA RESOLUCIÓN: RECOMENDACIONES RESPECTO AL CONTENIDO DE LA PROPUESTA SOLICITADA
Directiva sobre una transición justa en el mundo laboral: garantía de la creación de empleo y revitalización de las economías locales
El Parlamento Europeo considera que la Comisión debe establecer los principios y objetivos siguientes:

Recomendación 1: objetivo general de la propuesta
El objetivo general de la propuesta debe ser establecer un marco de la Unión con medidas de actuación que puedan ponerse en práctica en las regiones afectadas por las transiciones ecológicas y digitales, con el objetivo de garantizar una transición socialmente justa e inclusiva y la creación y protección de empleo de calidad.

Recomendación 2: forma de la propuesta
Dado que es necesario un paquete global de medidas necesarias para alcanzar este objetivo, la propuesta debe contemplar los siguientes ámbitos:

	a)
	las condiciones de trabajo;


	b)
	la integración de las personas excluidas del mercado laboral;


	do)
	la información y la consulta de los trabajadores;


	d)
	la mejora del entorno de trabajo para proteger la salud y la seguridad de los trabajadores.


Recomendación 3: objeto de la propuesta
La propuesta debe centrarse en las medidas de actuación siguientes:

	a)
	establecer un marco específico para anticipar y gestionar el cambio en las regiones y sectores afectados por las transiciones sobre la base de los principios de información y consulta obligatorias y en tiempo útil de los trabajadores y sus representantes, de diálogo social y de negociación colectiva;


	b)
	garantizar que el derecho a la información y consulta de los trabajadores y sus representantes, tal como se establece en la Directiva 2002/14/CE y en disposiciones nacionales, se aplica efectivamente en el contexto de las transiciones;


	do)
	establecer un derecho individual a la formación para los trabajadores durante el horario laboral;


	d)
	establecer estrategias nacionales de transición justa, prestando especial atención al desarrollo de una visión a largo plazo para las economías locales y la mano de obra en todas las regiones y sectores afectados; dichas estrategias han de elaborarse y ejecutarse con una participación significativa de los interlocutores sociales y los agentes locales;


	mi)
	desarrollar programas de apoyo a las empresas, en particular pymes y agentes locales, con el fin de fomentar la creación de empleo a escala local;


	F)
	garantizar la adecuación entre la oferta y la demanda de mano de obra y de profesionales cualificados mediante un uso combinado de la información sobre el mercado laboral, una mayor colaboración de los agentes locales y los interlocutores sociales con los proveedores de formación y la promoción de planos de transición a nivel de las empresas;


	gramo)
	Desarrollar una estructura de seguimiento para ofrecer una prospectiva estratégica sobre las repercusiones de las transiciones y la evolución del mercado de trabajo.


Recomendación 4: aplicación y cumplimiento
	
	1.
	La propuesta debe respetar la prerrogativa de los Estados miembros de aplicar o introducir disposiciones legales, reglamentarias o administrativas más favorables para los trabajadores, o de fomentar o permitir la aplicación de convenios colectivos más favorables para los trabajadores, y no debe constituir una justificación válida para reducir el nivel general de protección del que ya gozan los trabajadores en los Estados miembros.


	
	2.
	La propuesta debe respetar la autonomía de los interlocutores sociales, incluido el derecho a negociar y celebrar convenios colectivos, y permitirles, previa solicitud conjunta, que se les confíe su aplicación, siempre que el sistema nacional pueda garantizar en todo momento los resultados que persigue la propuesta.


2. Documento 52026IP0050

P10_TA(2026)0050 — Análisis de la cuestión de las cadenas de subcontratación y la función de los intermediarios para proteger los derechos de los trabajadores — Resolución del Parlamento Europeo, de 12 de febrero de 2026, sobre el análisis de la cuestión de las cadenas de subcontratación y la función de los intermediarios para proteger los derechos de los trabajadores (2025/2133(INI))
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P10_TA(2026)0050

Análisis de la cuestión de las cadenas de subcontratación y la función de los intermediarios para proteger los derechos de los trabajadores

Resolución del Parlamento Europeo, de 12 de febrero de 2026, sobre el análisis de la cuestión de las cadenas de subcontratación y la función de los intermediarios para proteger los derechos de los trabajadores (2025/2133(INI))

(C/2026/3767)

El Parlamento Europeo,
	—
	Vistos los artículos 16 y 31 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,


	—
	Visto el pilar europeo de derechos sociales,


	—
	Vista la Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (1), modificada por la Directiva (UE) 2018/957,


	—
	Vista la Directiva 2014/67/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a la garantía de cumplimiento de la Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.o 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior (en lo sucesivo, «Reglamento IMI») (2),


	—
	Vista la Directiva 2011/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las víctimas y por la que se sustituye la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo, modificada por la Directiva (UE) 2024/1712 (3),


	—
	Vista la Directiva 2009/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, por la que se establecen normas mínimas sobre las sanciones y medidas aplicables a los empleadores de nacionales de terceros países en situación irregular (4) (Directiva sobre sanciones a los empleadores),


	—
	Vista la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE (5),


	—
	Vista la Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad y por la que se modifican la Directiva (UE) 2019/1937 y el Reglamento (UE) 2023/2859 (6),


	—
	Visto el informe de la Comisión, de 30 de abril de 2024, sobre la aplicación y ejecución de la Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, que modifica la Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (COM(2024)0320),


	—
	Visto el informe de la Comisión, de 26 de mayo de 2025, titulado «Evaluación de la Autoridad Laboral Europea (ELA)» (COM(2025)0256),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 3 de diciembre de 2020, titulada «Marco estratégico de la UE en materia de salud y seguridad en el trabajo 2021-2027 La seguridad y la salud en el trabajo en un mundo laboral en constante transformación» (COM(2021)0323), incluido el enfoque «visión cero» relativo a la mortalidad laboral en la Unión,


	—
	Vista la publicación de la Comisión, de mayo de 2020, titulada «Making Socially Responsible Public Procurement Work – 71 Good Practice Cases» (Hacer que la contratación pública sea socialmente responsable – 71 casos de buenas prácticas) (7),


	—
	Visto el informe de la ALE de 2025 titulado «Posting of third-country nationals: Contracting chains, recruitment patterns, and enforcement issues» (Desplazamiento de nacionales de terceros países: cadenas contractuales, patrones de contratación y cuestiones de ejecución) (8),


	—
	Visto el informe de la ALE, de febrero de 2023, titulado «Cooperation practices, possibilities and challenges between Member States – specifically in relation to the posting of third-country nationals» (Prácticas de cooperación, posibilidades y retos entre los Estados miembros, en particular en relación con el desplazamiento de nacionales de terceros países) (9),


	—
	Visto el informe de la ALE, de 20 de septiembre de 2023, titulado «Construction sector: Issues in information provision, enforcement of labour mobility law, social security coordination regulations, and cooperation between Member States» (Sector de la construcción: cuestiones relacionadas con el suministro de información, la aplicación de la legislación sobre movilidad laboral, los reglamentos de coordinación de la seguridad social y la cooperación entre los Estados miembros) (10),


	—
	Visto el informe de Europol, de diciembre de 2024, titulado «Leveraging legitimacy: How the EU’s most threatening criminal networks abuse legal business structures» (Aprovechar la legitimidad: cómo las redes delictivas más amenazantes de la Unión abusan de las estructuras empresariales legales),


	—
	Visto el artículo 10 de las Directrices sobre los principios generales de la inspección del trabajo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT),


	—
	Visto el Convenio de la OIT sobre las agencias de empleo privadas (Convenio n.o 181 de 1997),


	—
	Visto el Convenio de la OIT sobre seguridad y salud en la construcción (Convenio n.o 167 de 1988),


	—
	Vista su Resolución del Parlamento Europeo, de 25 de noviembre de 2021, sobre la introducción de una tarjeta europea de la seguridad social para la mejora digital de la aplicación del cumplimiento de los derechos de la seguridad social y la movilidad justa (11),


	—
	Vista su Resolución, de 13 de marzo de 2025, sobre los aspectos sociales y de empleo de los procesos de reestructuración: necesidad de proteger los puestos de trabajo y los derechos de los trabajadores (12),


	—
	Vista su Resolución del Parlamento Europeo, de 18 de enero de 2024, sobre la revisión del mandato de la Autoridad Laboral Europea (13),


	—
	Vista su Resolución, de 9 de septiembre de 2025, sobre contratación pública (14),


	—
	Vista la Declaración de La Hulpe sobre el futuro del pilar europeo de derechos sociales, de 16 de abril de 2024,


	—
	Vista la Declaración tripartita de la Cumbre de los Interlocutores Sociales de Val Duchesse en favor de un diálogo social europeo dinámico, de 31 de enero de 2024,


	—
	Visto el Libro Verde de la Comisión, de 31 de enero de 2013, sobre las prácticas comerciales desleales en la cadena de suministro alimentario y no alimentario entre empresas en Europa (COM(2013)0037),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 29 de enero de 2025, titulada «Una Brújula para la Competitividad de la UE» (COM(2025)0030),


	—
	Vista la sexta encuesta europea sobre las condiciones de trabajo de Eurofound,


	—
	Visto el informe de Mario Draghi, de 9 de septiembre de 2024, titulado «The future of European competitiveness» (El futuro de la competitividad europea) (en lo sucesivo, «Informe Draghi»),


	—
	Visto el informe de Enrico Letta, de 17 de abril de 2024, titulado «Much more than a Market – speed, security, solidarity: empowering the Single Market to deliver a sustainable future and prosperity for all EU Citizens» (Mucho más que un mercado. Capacitar al mercado único para lograr un futuro sostenible y prosperidad para todos los ciudadanos de la UE) (en lo sucesivo, «Informe Letta»),


	—
	Visto el documento de posición, de 14 de febrero de 2025, de los Países Bajos, Bélgica, Dinamarca, Alemania, Italia, Letonia y Luxemburgo sobre las prioridades políticas de la Unión para la Comisión 2024-2029 y el desplazamiento justo de nacionales de terceros países,


	—
	Vista la sentencia del Tribunal de Justicia, de 5 de abril de 2017, en el asunto C-298/15, «Borta» UAB/Klaipėdos valstybinio jūrų uosto direkcija VĮ (15), relativa a la contratación pública,


	—
	Vistas las estrategias nacionales de lucha contra la explotación laboral, el trabajo forzoso y el trabajo no declarado (16),


	—
	Visto el artículo 55 de su Reglamento interno,


	—
	Vista la opinión de la Comisión de Mercado Interior y Protección del Consumidor,


	—
	Visto el informe de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales (A10-0256/2025),

	A.
	Considerando que el principio 5 del pilar europeo de derechos sociales recuerda que, con independencia del tipo y la duración de la relación laboral, los trabajadores tienen derecho a un trato justo y equitativo en materia de condiciones de trabajo y acceso a la protección social y a la formación; que también recuerda que deben impedirse las relaciones laborales que den lugar a unas condiciones de trabajo precarias;


	B.
	Considerando que la libre prestación de servicios transfronterizos es uno de los cuatro principios fundamentales del mercado único y que la subcontratación forma parte de la libre prestación de servicios y de la libertad de establecimiento; que la Unión debe preservar y mejorar su competitividad para que las empresas puedan prosperar, prestando especial atención a las pequeñas y medianas empresas (pymes); que la Unión también debe crear normas claras y proporcionadas que no impongan cargas innecesarias, así como reforzar el cumplimiento;


	C.
	Considerando que la explotación y los abusos laborales en el mercado laboral de la Unión constituyen un serio problema en los sectores de alto riesgo, que se manifiesta bajo diversas formas, incluidos, entre otros, delitos relacionados con el trabajo, trabajo ilegal no declarado, economía sumergida, dumping social, explotación laboral y esclavitud moderna;


	D.
	Considerando que hay sectores con más riesgo de situaciones de explotación y abusos, como la construcción, la agricultura, la hostelería, el trabajo doméstico, el transporte y la logística, la transformación de carne y alimentos, los servicios de limpieza y el trabajo de prestación de cuidados (17); que las mujeres están representadas de manera desproporcionada en el trabajo subcontratado e intermedio en los sectores de los cuidados, la limpieza y la hostelería;


	E.
	Considerando que las consecuencias de la explotación y los abusos laborales no afectan solo a los trabajadores que están sujetos a condiciones de trabajo injustas e inseguras, salarios insuficientes, alojamientos deplorables y empleos precarios, sino que también afectan a las empresas, especialmente a las pymes, que se ven sometidas a una competencia desleal y a distorsiones del mercado único;


	F.
	Considerando que Europol destaca que el 86 % de las redes delictivas más dañinas utilizan estructuras empresariales legales como parte de su actividad delictiva, lo que constituye una grave amenaza para la competencia leal en el mercado único; que el análisis de la Comisión, así como los conocimientos operativos de la ALE, ponen de relieve el aumento de los riesgos de explotación y abuso laborales relacionados con cadenas de subcontratación largas y complejas, así como con formas fraudulentas de intermediación laboral (18);


	G.
	Considerando que una variable común en la mayoría de los sectores con alto riesgo de explotación laboral es la elevada intensidad de mano de obra combinada con cadenas de subcontratación largas y complejas –tanto vertical como horizontalmente– (19), que socava la transparencia, el papel de los interlocutores sociales, los convenios colectivos aplicables y la democracia en el trabajo; que los sectores de alto riesgo también suelen asociarse a una fuerte dependencia de intermediarios laborales, trabajadores desplazados, trabajadores móviles de la Unión y nacionales de terceros países; que algunas formas de empleo atípicas y mecanismos transfronterizos complejos pueden difuminar las responsabilidades, obstaculizar la sensibilización y dificultar el cumplimiento de la legislación laboral y los convenios colectivos aplicables, así como los controles de los permisos de trabajo, las cotizaciones a la seguridad social, los pagos de impuestos y la identidad de los trabajadores;


	H.
	Considerando que el incumplimiento de la legislación en materia de salud y seguridad en el trabajo es un elemento constitutivo de la explotación laboral, lo que socava el enfoque «Visión Cero» con respecto a las muertes relacionadas con el trabajo, tal como se establece en el marco estratégico de la Comisión para 2021-2027 en materia de salud y seguridad en el trabajo; que el Convenio n.o 167 de la OIT asigna a los contratistas principales la obligación de coordinar las medidas de salud y seguridad en el trabajo;


	I.
	Considerando que la presencia de operadores fraudulentos y delictivos en los lugares de trabajo europeos también supone riesgos para la seguridad, en particular cuando afecta a sectores críticos, como el transporte y la logística, la construcción, la energía o la asistencia sanitaria, o a actividades con acceso a lugares de trabajo sensibles desde el punto de vista de la seguridad, en particular la limpieza y el mantenimiento;


	J.
	Considerando que, según la Comisión (20) y un informe de la ALE sobre un estudio de caso (21), el desplazamiento de trabajadores de terceros países va en aumento, y uno de cada cuatro trabajadores desplazados en 2022 era nacional de un tercer país; que los trabajadores móviles y migrantes, incluidos los procedentes de terceros países, son especialmente vulnerables a la explotación laboral y a los delitos relacionados con el trabajo y a menudo se encuentran en una espiral de dependencia en relación con los visados, los precios abusivos por contrataciones, la organización del viaje y el alojamiento; que los nacionales de terceros países tienden a tener menos probabilidades de organizarse y afiliarse a un sindicato y experimentan más dificultades para acceder al sistema judicial y defender sus derechos;


	K.
	Considerando que es cada vez más frecuente la práctica fraudulenta de «contratación para desplazamiento», mediante la cual se contrata a nacionales de terceros no pertenecientes a la Unión no para trabajar en el Estado miembro de la contratación, sino únicamente para ser desplazados a otro Estado miembro; que la ALE considera este fenómeno un reto cada vez mayor para el cumplimiento de la normativa (22);


	L.
	Considerando que la subcontratación horizontal y vertical constituye una práctica esencial en muchos sectores, en particular en lo que se refiere a los proyectos a gran escala, ya que permite un acceso flexible a conocimientos especializados y aborda necesidades específicas de manera rentable; que la subcontratación es un elemento importante del panorama del empleo, en particular para las pymes y las microempresas; que la subcontratación puede generar valor añadido para los poderes adjudicadores y aumentar la eficiencia y la innovación, en particular en sectores expuestos a la competencia mundial; que la subcontratación no es intrínsecamente problemática, especialmente cuando se necesitan competencias específicas; que el buen funcionamiento de la subcontratación es importante para una competencia leal en la Unión, en particular en beneficio de las pymes; que el alcance de la subcontratación varía considerablemente de un sector a otro y de una empresa a otra;


	M.
	Considerando que, no obstante, las cadenas de subcontratación largas y complejas pueden distorsionar la competencia leal, enturbiar la rendición de cuentas, socavar los derechos de los trabajadores y aumentar los riesgos relacionados con el fraude, la explotación laboral, la infiltración por organizaciones delictivas y la salud y seguridad en el trabajo de los trabajadores —en particular en los sectores de alto riesgo y el trabajo transfronterizo—; que, en determinados casos, una falta de transparencia y supervisión de los acuerdos de subcontratación ampliados puede aumentar las dificultades de los poderes adjudicadores para garantizar el cumplimiento del Derecho de la Unión y nacional aplicable;


	N.
	Considerando que las normas que restringen la subcontratación podrían afectar a las cadenas de valor de las empresas, en particular en sectores expuestos a la competencia mundial; que tales medidas deben sopesarse con la necesidad de proteger a las pymes que operan en sectores en los que hay poco riesgo de subcontratación abusiva y en los que no es necesario limitar las cadenas de subcontratación, a diferencia de los sectores de alto riesgo; que la responsabilidad solidaria en las cadenas de subcontratación cumple el doble objetivo de proporcionar recursos a los trabajadores que han sido explotados y de incentivar a los contratistas a lo largo de toda la cadena para que limiten voluntariamente la extensión y la complejidad de la subcontratación;


	O.
	Considerando que algunos Estados miembros han adoptado legislación que limita la duración de las cadenas de subcontratación o prohíbe totalmente la subcontratación en determinados sectores (23), lo que ha aumentado el número de empleados directos; que la Comisión considera que limitar el número de niveles en las cadenas de subcontratación o ampliar la responsabilidad en la subcontratación a toda la cadena podría ayudar a los Estados miembros—como los principales agentes responsables de hacer cumplir la normativa sobre el desplazamiento de trabajadores— y, en su caso, a los interlocutores sociales, a aumentar la transparencia y la responsabilidad en las cadenas de subcontratación sobre una base proporcionada y no discriminatoria (24); que hay algunas empresas que han restringido voluntariamente la extensión de sus cadenas de subcontratación;


	P.
	Considerando que la práctica de la intermediación laboral no está definida en el Derecho de la Unión, a excepción del trabajo a través de empresas de trabajo temporal (25); que la intermediación laboral puede adoptar muchas formas, desde empresas consolidadas hasta reclutadores de personal independientes; que incluso los intermediarios informales y los contratistas de mano de obra pueden estar encubiertos como intermediarios del mercado laboral;


	Q.
	Considerando que las prácticas comerciales desleales, incluida la compra por debajo del coste de la producción sostenible, la imposición de plazos de entrega cortos y la morosidad se consideran factores clave que impulsan la subcontratación abusiva; que las pymes que participan en contratos públicos a través de la subcontratación se ven a menudo afectadas por los retrasos en los pagos por parte de los contratistas principales;


	R.
	Considerando que, en los sectores con subcontratación recurrente, la práctica de garantizar que los trabajadores sean transferidos manteniendo sus derechos y condiciones de trabajo cuando cambia el contratista, conocida como subrogación, constituye una salvaguardia esencial para garantizar la estabilidad en el empleo, garantizar las normas de salud y seguridad y evitar el dumping social;


	S.
	Considerando que algunos casos de intermediarios laborales no regulados o encubiertos se utilizan para oscurecer la legislación laboral y la responsabilidad de los empleadores y eludirlas, en particular en sectores de alto riesgo; que las prácticas abusivas de contratación e intermediación suelen ir asociadas a la falsificación o la retención de información, la falta de suministro de contratos por escrito, la imposición de comisiones de contratación ilegítimas, la deducción de gastos de alojamiento excesivos de los salarios, el cobro a los trabajadores por el transporte, la formación, el equipamiento o los permisos de trabajo, la confiscación de pasaportes o la contratación de trabajadores en régimen de trabajo forzoso o la represión sindical; que unas inspecciones de trabajo mejores y más específicas pueden ayudar a combatir estas violaciones;


	T.
	Considerando que, en respuesta a estos retos, varios países de la Unión han adoptado planes de acción y políticas nacionales destinados a luchar contra la explotación laboral, como tomar medidas contra los abusos en las cadenas de subcontratación y por parte de los intermediarios del mercado laboral (26);


	U.
	Considerando que, en respuesta a estos retos, los interlocutores sociales a escala de la Unión, nacional y local, así como a nivel sectorial e intersectorial, han adoptado medidas para abordar las cuestiones relacionadas con la subcontratación abusiva y la intermediación laboral, también a través de la negociación colectiva y otras iniciativas conjuntas que salvaguardan el empleo y protegen los derechos de los trabajadores;


	V.
	Considerando que ya existe una legislación específica que regula la subcontratación en la aviación civil, incluido el arrendamiento de aeronaves, tripulación, mantenimiento y seguros, también conocida como «arrendamiento en mojado»; que ha aumentado el uso del arrendamiento en mojado, también más allá de su uso previsto para aumentar la capacidad durante los picos; que la Comisión debería abordar los problemas relacionados con el arrendamiento en mojado en la próxima revisión del Reglamento sobre servicios aéreos (27);

	W.
	Considerando que la Comisión destaca el modelo noruego Skien (28), desarrollado conjuntamente entre el Ayuntamiento de Skien, los sindicatos y las organizaciones patronales, e incluye limitaciones estrictas a los largos niveles de subcontratación y una aprobación previa de la mano de obra temporal, con el objetivo de garantizar la rendición de cuentas y unas condiciones de trabajo dignas en sectores de alto riesgo;


	X.
	Considerando que los Estados miembros, la Comisión y los interlocutores sociales en la Declaración de La Hulpe se comprometieron a prestar especial atención a las medidas en los ámbitos de la subcontratación y el trabajo a través de agencias, reconociendo los retos comunes que estos dos fenómenos plantean a los mercados laborales europeos; que el informe Letta resalta la urgente necesidad de regular las prácticas de subcontratación con el fin de prevenir la explotación y el abuso; que el informe advierte de que las cadenas de subcontratación no controladas pueden provocar la erosión de las normas laborales, el dumping social y el menoscabo de la competencia leal, así como el incumplimiento de las obligaciones en materia de salud y seguridad;


	Y.
	Considerando que el artículo 12, apartado 2, de la Directiva 2014/67/UE obliga a los Estados miembros a introducir la responsabilidad de la subcontratación en el contexto del desplazamiento de trabajadores en el sector de la construcción, y que el artículo 12, apartado 1, ofrece a los Estados miembros la posibilidad de extenderla a otros sectores, e introducir normas de responsabilidad más estrictas;


	Z.
	Considerando que la mayoría de los Estados miembros cuentan con normas en vigor relativas a las cadenas de subcontratación y a los intermediarios del mercado laboral, teniendo en cuenta las especificidades a nivel nacional; que, no obstante, el nivel de regulación varía significativamente de un Estado miembro a otro, lo que crea fragmentación en el mercado único; que persisten dificultades debido a las diferentes interpretaciones en lo que respecta a la aplicación de las normas del mercado interior sobre la regulación de las cadenas de subcontratación y los intermediarios laborales; que la Directiva 2014/24/UE no proporciona a los poderes adjudicadores herramientas suficientes para abordar eficazmente el incumplimiento de los contratos públicos, y, en algunos casos, incluso obstaculiza a las entidades que desean adoptar medidas proactivas;


	AA.
	Considerando que la lucha contra el trabajo no declarado, la trata de seres humanos y la explotación laboral requiere inspecciones de trabajo sólidas, controles transfronterizos y una autorización o registro eficaces de los intermediarios del mercado laboral; que la aplicación de las normas actuales y una mejor cooperación entre los Estados miembros pueden ayudar a abordar los problemas asociados a las formas abusivas de subcontratación e intermediación laboral;


Impedir la explotación laboral
	1.
	Subraya la necesidad de un enfoque global de la Unión para luchar contra la explotación laboral, incluido el trabajo ilegal y la delincuencia organizada vinculada a él, así como las formas abusivas de prácticas empresariales, en particular la subcontratación abusiva y la intermediación laboral; pide, por tanto, una estrategia de la Unión para dar respuesta a estos problemas, cuyas repercusiones pueden variar de un Estado miembro a otro y de un sector a otro; destaca que la explotación laboral no solo constituye una violación de los derechos de los trabajadores y de los derechos humanos, sino que también socava la competencia leal para las empresas; acoge con satisfacción, en este contexto, el compromiso de la Comisión de presentar un paquete de movilidad justa en 2026; recuerda que los objetivos generales de refuerzo de la competitividad de las empresas europeas, simplificación y reducción de las cargas administrativas innecesarias no deben conducir a un menor nivel de protección de los trabajadores; destaca la necesidad de una aplicación más estricta de la legislación laboral actual para garantizar la protección eficaz de los derechos de los trabajadores y unas condiciones de competencia equitativas en el mercado único;


	2.
	Recuerda los retos a los que se enfrentan algunos Estados miembros, debido a las diferentes interpretaciones de las normas del mercado único, para regular la subcontratación a escala nacional, por ejemplo limitando la extensión de las cadenas de subcontratación, la responsabilidad solidaria y los requisitos para el empleo directo; pide a la Comisión que aclare las posibilidades para los Estados miembros de adoptar legislación proporcionada para afrontar los riesgos y problemas derivados de cadenas de subcontratación largas y complejas; insta a la Comisión a que intensifique sus esfuerzos para luchar contra la explotación laboral;


	3.
	Reitera su petición a la Comisión de que, con objeto de poner fin a la subcontratación abusiva y proteger los derechos de los trabajadores, refuerce la transparencia y la rendición de cuentas a lo largo de toda la cadena de suministro (29);


	4.
	Subraya que toda iniciativa a escala de la Unión destinada a luchar contra la explotación laboral y las cadenas de subcontratación complejas debe tener en cuenta las mejores prácticas de los Estados miembros, desarrollarse en estrecha cooperación con los interlocutores sociales, incluidos los comités europeos de diálogo social sectorial, y adaptarse a las realidades sectoriales específicas; recuerda que cualquier medida e iniciativa sectorial, incluida la responsabilidad solidaria en sectores de alto riesgo, debe ser conforme con el Derecho de la Unión y no crear obstáculos innecesarios a las actividades empresariales transfronterizas; hace hincapié en que las medidas e iniciativas sectoriales también pueden prever requisitos reglamentarios menos estrictos para las empresas de sectores de bajo riesgo;


	5.
	Señala que el principio de responsabilidad solidaria es una forma de garantizar que el contratista principal asuma la responsabilidad general de los servicios prestados en toda la cadena de subcontratistas; considera que con este principio puede asegurarse que la calidad, el rendimiento y el cumplimiento de las normas laborales, sociales y de seguridad queden garantizados contractualmente en todos los niveles de la cadena de subcontratación; toma nota de que varios Estados miembros han decidido adoptar normas de responsabilidad más estrictas en las cadenas de subcontratación que el mínimo establecido en el artículo 12 de la Directiva 2014/67/UE;


	6.
	Pide a la Comisión y a los Estados miembros que se ocupen de las prácticas en virtud de las cuales el contratista principal subcontrata todo el trabajo sin realizar él mismo ningún trabajo, lo que también se conoce como «subcontratación financiera»; subraya que los contratistas principales deben ejecutar ellos mismos una parte definida de un contrato; reitera, en este contexto, su petición a la Comisión de que evalúe el impacto de los contratos públicos ejecutados principalmente por los trabajadores directos del adjudicatario y recomienda que las normas sobre contratación pública animen a las empresas a disponer de personal interno suficiente para llevar a cabo los proyectos para los que se les adjudican contratos públicos (30);


	7.
	Pide a la Comisión y a los Estados miembros que combatan las prácticas ilegales en las cadenas de subcontratación con el fin de garantizar la competitividad de las empresas y unas condiciones de trabajo justas y seguras; alienta, en este contexto, las relaciones laborales directas en sectores de alto riesgo, cuando sea viable y proporcionado y esté justificado y basado en razones imperiosas de interés público, como la protección de los trabajadores y sus derechos;


	8.
	Solicita a la Comisión y a los Estados miembros que fomenten la inclusión de disposiciones relativas a las prestaciones comunitarias en la contratación pública y los proyectos financiados por la Unión, como exigir a los contratistas y subcontratistas que contribuyan al desarrollo local de capacidades o a iniciativas de inclusión social, creando así efectos indirectos positivos de las inversiones públicas;


	9.
	Hace hincapié en que las iniciativas nacionales y regionales que limitan los niveles de subcontratación a menudo han sido iniciadas conjuntamente por los interlocutores sociales, entre ellos los representantes de las pymes; subraya que estas iniciativas deben respetarse, mientras que las limitaciones a la subcontratación deben ser proporcionadas;


	10.
	Observa que la extensión y la complejidad de las cadenas de subcontratación suponen un reto importante para las inspecciones de trabajo a la hora de establecer la responsabilidad jurídica por violaciones del Derecho laboral, lo que debe solucionarse;


	11.
	Destaca la importancia de incluir disposiciones sensibles a las cuestiones de género en cualquier nuevo marco;


	12.
	Subraya que, para limitar la fragmentación del mercado único, la Comisión debe definir los sectores de alto riesgo en estrecha cooperación con los Estados miembros y los interlocutores sociales, incluidos los comités de diálogo social sectorial; destaca que los Estados miembros pueden solicitar a la Comisión que les permita adaptar la lista común de sectores de alto riesgo a su situación nacional específica, cuando sea necesario, con el fin de garantizar el mejor enfoque posible para hacer frente a la subcontratación abusiva, la explotación laboral y los delitos relacionados con el trabajo; subraya que toda identificación y ajuste de sectores de alto riesgo debe basarse en datos exactos y actualizados;


	13.
	Observa que la subcontratación de las actividades empresariales principales puede dar lugar a lugares de trabajo fragmentados e inseguros, a una reducción de la transparencia y la rendición de cuentas y a una mayor exposición de los trabajadores a jornadas más largas, salarios más bajos y otras violaciones del Derecho laboral, así como a inseguridad laboral y precariedad (31); subraya que, de conformidad con la Directiva 2002/14/CE (32), los representantes de los trabajadores deben ser informados y consultados sobre las decisiones que pudieran provocar cambios sustanciales en cuanto a la organización del trabajo o en las relaciones contractuales; pide a la Comisión y a los Estados miembros que garanticen el principio de igualdad de trato, así como unas condiciones de trabajo dignas para todos los trabajadores;


	14.
	Manifiesta su preocupación por la falta de claridad jurídica por lo que respecta a la diferenciación entre desplazamientos reales y fraudulentos de nacionales de terceros países, así como por los abusos de la legislación de la Unión sobre la prestación de servicios para eludir las normas migratorias y el Derecho laboral nacional; destaca que los desplazamientos fraudulentos erosionan el tejido social del mercado único y se aprovechan de las situaciones de las personas más vulnerables; pide a la Comisión que, en consonancia con el informe Letta, revise los retos en materia de cumplimiento, especialmente en lo que respecta a la cooperación transfronteriza, y adopte medidas adecuadas para poner fin a los desplazamientos sin conexión genuina entre los trabajadores y el Estado miembro de envío; recuerda la conclusión general de los informes Letta y Draghi sobre la necesidad de mejorar la competitividad del mercado único;


	15.
	Observa con preocupación los riesgos relacionados con el desplazamiento cuando se combinan con formas abusivas de subcontratación e intermediación laboral; pide a la ALE que investigue el uso de intermediarios del mercado laboral en los desplazamientos, incluido el riesgo de que estos mecanismos se utilicen para eludir responsabilidades, esquivar las obligaciones en materia de seguridad social y erosionar las normas de salud y seguridad; pide a la Comisión que combata cualquier posible abuso de la Directiva sobre el trabajo a través de empresas de trabajo temporal (33) en el contexto del desplazamiento de trabajadores;


	16.
	Subraya que el alojamiento facilitado a un trabajador por un empleador o un intermediario del mercado laboral debe ajustarse a las normas de calidad, higiene y seguridad aplicables; destaca que el alquiler de dicho alojamiento debe ser proporcionado y no discriminatorio; pide la integración de las inspecciones de alojamiento en las inspecciones laborales en sectores de alto riesgo con el fin de evitar que los empleadores o intermediarios proporcionen a los trabajadores alojamientos degradantes, inseguros o masificados; hace hincapié en que las disposiciones contractuales que rigen el alojamiento de un trabajador no deben dar lugar a situaciones precarias en materia de vivienda si se pone fin a la relación laboral;


	17.
	Pide a la Comisión que colabore con los Estados miembros para garantizar la aplicación y el cumplimiento eficientes de la legislación actual en materia de desplazamiento de trabajadores; recuerda que la Unión ha adoptado una serie de instrumentos jurídicos para luchar contra la explotación laboral y el trabajo ilegal, cuya aplicación debe mejorarse a escala nacional; solicita a la Comisión que haga balance de la situación, que garantice la aplicación y el cumplimiento eficientes y efectivos de los instrumentos jurídicos pertinentes por parte de los Estados miembros y que inicie, en caso necesario, procedimientos de infracción contra los Estados miembros que no cumplan la legislación aplicable de la Unión;


	18.
	Hace hincapié en el valor añadido de los registros públicos e interoperables de intermediarios del mercado laboral autorizados; subraya que cualquier concesión de licencias o registro debe estar sujeto a criterios mínimos de integridad; invita a la Comisión a que haga balance de las prácticas y la legislación nacionales en materia de intermediarios del mercado laboral y a que garantice que los intermediarios del mercado laboral que operan en la Unión no cobren tasas ni repercutan costes a los trabajadores, directa o indirectamente, en su totalidad o en parte; pone de relieve que los intermediarios del mercado laboral que infrinjan la legislación aplicable o los convenios colectivos deben recibir sanciones disuasorias, como su exclusión de los registros públicos y de los contratos públicos;


	19.
	Pide una próxima revisión de las directivas sobre contratación pública para garantizar que los criterios de exclusión aborden mejor los riesgos sectoriales específicos relacionados con el fraude, la corrupción y la infiltración delictiva; destaca que los distintos sectores requieren criterios de exclusión separados y adaptados, que reflejen sus vulnerabilidades específicas; pone de manifiesto que los poderes adjudicadores deben estar facultados para adaptar los procedimientos de contratación a fin de combatir las actividades delictivas y ponerles fin; destaca que, para promover una mayor eficiencia y simplificación, deben racionalizarse las disposiciones relativas a los motivos de exclusión; subraya que cualquier operador económico que incumpla sus obligaciones en virtud de la legislación laboral y medioambiental aplicable con arreglo al artículo 18, apartado 2, de la Directiva 2014/24/UE debe quedar excluido efectivamente del proceso de contratación pública en cuestión;


	20.
	Subraya el valor de los registros mercantiles nacionales y del sistema europeo de interconexión de los registros empresariales (BRIS) para las empresas que buscan información sobre subcontratistas, los sindicatos que desean participar en negociaciones colectivas y las autoridades encargadas de velar por el cumplimiento de la ley; lamenta que el nivel de información accesible en los registros mercantiles nacionales varíe considerablemente; pide a la Comisión que revise cómo puede mejorarse el nivel de información públicamente disponible, basándose en las mejores prácticas de los Estados miembros;


	21.
	Muestra su preocupación por el hecho de que los trabajadores desplazados y los trabajadores de las cadenas de subcontratación se enfrentan a riesgos desproporcionados en materia de salud y seguridad en el trabajo debido a la fragmentación de las cadenas de responsabilidad y a la falta de claridad de la coordinación, especialmente en el sector de la construcción; destaca, en este contexto, la importancia de la información y la consulta para los trabajadores desplazados y los trabajadores de las cadenas de subcontratación, así como la aplicación efectiva de las disposiciones en materia de salud y seguridad, tal como se establece en el Convenio n.o 167 de la OIT; considera importante, en este contexto, reforzar el papel de los interlocutores sociales en el desarrollo de herramientas y formación para los trabajadores y seguir promoviendo unas condiciones de trabajo saludables en el próximo marco estratégico de la Unión en materia de salud y seguridad en el trabajo; pide a la Comisión que evalúe si la legislación vigente en materia de salud y seguridad en el trabajo cubre adecuadamente la aplicación de los requisitos mínimos de seguridad y salud en las cadenas de subcontratación;


Ejecución y control
	22.
	Recuerda la importancia de la cooperación transfronteriza, la aplicación eficiente y la transparencia en la lucha contra las redes delictivas asociadas a los delitos relacionados con el trabajo; apoya el refuerzo de la colaboración entre la ALE, Europol, las autoridades nacionales y los interlocutores sociales a este respecto; destaca la necesidad de contar con sistemas de control del cumplimiento eficientes y dotados de recursos a fin de luchar contra la explotación laboral y promover la competencia leal en el mercado único; subraya que es necesario luchar contra la subcontratación abusiva que utiliza mecanismos artificiales como las sociedades ficticias y el falso trabajo a través de empresas de trabajo temporal; recuerda que la Directiva 2009/52/CE exige a los Estados miembros que velen por que se lleven a cabo inspecciones efectivas y adecuadas para controlar el empleo de nacionales de terceros países en situación irregular, y pide a la Comisión y a los Estados miembros una aplicación adecuada;


	23.
	Acoge con satisfacción el informe de evaluación de la Comisión sobre la ALE y reitera su llamamiento (34) a la Comisión para que refuerce sustancialmente el mandato de la ALE, permitiéndole investigar presuntas infracciones del Derecho laboral de la Unión e iniciar y llevar a cabo inspecciones de casos transfronterizos por iniciativa propia, y que amplíe el ámbito de aplicación del mandato de la ALE para abarcar la movilidad laboral de los nacionales de terceros países, mejorando su capacidad operativa de análisis de riesgos y proporcionándole suficientes recursos para que lleve a cabo sus funciones; destaca la necesidad de una mayor armonización y simplificación de los reglamentos y procedimientos de control de la movilidad laboral, incluidas las normas de control uniformes y un mejor intercambio de información, bajo la dirección de la ALE; recomienda la creación de unidades sectoriales de control del cumplimiento dentro de la ALE, en particular para la construcción, el transporte y la agricultura, así como la mejora de la cooperación con los interlocutores sociales en los respectivos sectores;


	24.
	Destaca el papel fundamental de las inspecciones laborales tanto en la detección y prevención de la explotación laboral como en el cumplimiento integral de la legislación laboral; insta a los Estados miembros a que aumenten el número de inspectores de trabajo y su apoyo a los servicios de inspección; Recuerda que la Directiva 2006/22/CE (35) ya establece normas mínimas para comprobar el cumplimiento de la legislación social en el transporte por carretera y pide a la Comisión y a los Estados miembros que mejoren la calidad y la frecuencia de las inspecciones laborales y garanticen una capacidad mínima de inspección laboral adecuada para todos los sectores de alto riesgo, en consonancia con el valor de referencia de la OIT de que haya al menos un inspector de trabajo por cada diez mil trabajadores; destaca que, a pesar de su importancia para iniciar inspecciones específicas, los mecanismos de denuncia permanecen infrautilizados e inaccesibles, en particular para los trabajadores móviles y los trabajadores de terceros países; recuerda que, de conformidad con la Directiva 2009/52/CE, los Estados miembros garantizarán la existencia de mecanismos eficaces para que los nacionales de terceros países empleados ilegalmente puedan denunciar a sus empleadores;


	25.
	Subraya la importancia de disponer de datos precisos y actualizados; toma nota de que el nivel de información sobre la composición de las cadenas de subcontratación y los delitos relacionados con el trabajo difiere en toda Europa y que esto representa un reto tanto para el control del cumplimiento como para la elaboración de políticas; pide a la Comisión que mejore la recopilación de datos a este respecto y destaca el papel de la ALE a la hora de proporcionar información fiable sobre las tendencias generales y los comportamientos abusivos en situaciones transfronterizas;


	26.
	Destaca el éxito de las iniciativas de identificación en los lugares de trabajo a escala nacional y sectorial, como las tarjetas de identidad social; acoge con satisfacción, en este contexto, la inclusión de la tarjeta europea de seguridad social en el programa de trabajo de la Comisión para 2026; reitera su llamamiento (36) en favor de un rápido despliegue del sistema de tarjeta europea de seguridad social y de una mejor aplicación digital de los derechos de seguridad social y una movilidad justa, incluida la verificación en tiempo real y el intercambio de información entre las autoridades encargadas de velar por el cumplimiento; pide la integración de la tarjeta europea de seguridad social con los sistemas nacionales y sectoriales de tarjetas de trabajo al objeto de garantizar la interoperabilidad y unas perturbaciones mínimas; subraya que la tarjeta europea de seguridad social debe reducir las cargas administrativas innecesarias, simplificar el cumplimiento para las empresas con costes mínimos de cumplimiento para las pymes y apoyar a la ALE y a las autoridades nacionales en la lucha contra los abusos y las actividades delictivas; destaca la importancia de una seguridad y protección sólidas de los datos para la tarjeta europea de seguridad social y de la participación de los interlocutores sociales en el diseño y el despliegue del sistema; toma nota, además, del trabajo en curso de otras iniciativas de la Unión, como la cartera europea de identidad digital, que podrían mejorar la capacidad de las autoridades para hacer frente a los comportamientos delictivos sin sobrecargar a las pymes o aumentar los costes para los consumidores;


Sancionar la explotación laboral
	27.
	Observa con preocupación que las personas sujetas a prohibiciones al ejercicio de la actividad comercial en un Estado miembro pueden eludir las restricciones nacionales mediante el registro y la explotación de una empresa en otro Estado miembro, socavando así la lucha contra la explotación laboral en todo el mercado único; pide a la Comisión que garantice un intercambio de información y una cooperación más eficaces entre los Estados miembros, así como el reconocimiento mutuo de las prohibiciones comerciales y de las sanciones penales, en consonancia con los Tratados, para evitar la elusión de las restricciones; subraya la importancia del respeto del Estado de Derecho y de las salvaguardias para celebrar juicios justos en este contexto; recomienda el uso del Sistema de Información del Mercado Interior (IMI) para el intercambio oportuno y seguro de información pertinente entre los Estados miembros;


	28.
	Toma nota de las discrepancias en relación con las sanciones y los regímenes de sanciones en los distintos ámbitos políticos de la Unión; subraya que las penas y sanciones por delitos relacionados con el trabajo y violaciones de los derechos de los trabajadores deben ser efectivas, disuasorias y proporcionadas a la naturaleza, gravedad y duración de la infracción cometida por la empresa y al número de trabajadores afectados; pide a la Comisión que examine la posibilidad de vincular las sanciones al tamaño o al volumen de negocios de las empresas, con el fin de garantizar la proporcionalidad, la disuasión y la igualdad de condiciones; pone de relieve la necesidad de un mecanismo para recuperar los salarios pendientes, las cotizaciones a la seguridad social, las multas y los daños y perjuicios en los casos transfronterizos;


	29.
	Destaca el problema de los agentes fraudulentos y delictivos del mercado laboral que utilizan las quiebras estratégicas y las desapariciones de empresas para eludir la responsabilidad de los pagos pendientes y las sanciones; pide a la Comisión y a los Estados miembros que analicen las cuestiones relacionadas con las quiebras estratégicas y la desaparición de empresas, especialmente en los casos transfronterizos, y que adopte las iniciativas necesarias para reducir su prevalencia;


	30.
	Recuerda que vincular el gasto público al respeto de los derechos de los trabajadores y a unas condiciones de trabajo dignas es uno de los medios disponibles para hacer frente a la subcontratación abusiva y a los delitos relacionados con el trabajo;

°

° °


	31.
	Encarga a su presidenta que transmita la presente Resolución al Consejo y a la Comisión.
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(C/2026/4009)

El Parlamento Europeo,

	—
	Visto el Tratado de la Unión Europea (TUE), y en particular sus artículos 2 y 3,


	—
	Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) y, en particular, sus artículos 8, 10, 19, 151, 153 y 157,


	—
	Vista la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (la Carta), en particular sus disposiciones en materia de igualdad de género,


	—
	Vista la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su ratificación por parte de la Unión,


	—
	Vistos los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos,


	—
	Vista la Directiva (UE) 2023/970 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de mayo de 2023, por la que se refuerza la aplicación del principio de igualdad de retribución entre hombres y mujeres por un mismo trabajo o un trabajo de igual valor a través de medidas de transparencia retributiva y de mecanismos para su cumplimiento (1) (Directiva sobre transparencia retributiva),


	—
	Vista la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (2),


	—
	Vista la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, y por la que se deroga la Directiva 2010/18/UE del Consejo (3) (Directiva relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional),


	—
	Vista la Directiva (UE) 2022/2381 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de noviembre de 2022, relativa a un mejor equilibrio de género entre los administradores de las sociedades cotizadas y a medidas conexas (4) (Directiva sobre el equilibrio de género en los consejos de administración),


	—
	Vista la Directiva (UE) 2022/2041 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de octubre de 2022, sobre unos salarios mínimos adecuados en la Unión Europea (5),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 5 de marzo de 2020, titulada «Una Unión de la igualdad: Estrategia para la Igualdad de Género 2020-2025» (COM(2020)0152),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 18 de septiembre de 2020, titulada «Una Unión de la igualdad: Plan de Acción de la UE Antirracismo para 2020-2025 (COM(2020)0565),


	—
	Vistos el pilar europeo de derechos sociales y su plan de acción (COM(2021)0102), y en particular los objetivos principales para 2030 y el cuadro de indicadores sociales de la UE,


	—
	Vista la Estrategia de la UE sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad para 2021-2030 (COM(2021)0101),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 8 de octubre de 2025, titulada «Unión de la Igualdad: Estrategia para la Igualdad de las Personas LGBTIQ+ 2026-2030» (COM(2025)0725),


	—
	Vistas la Comunicación de la Comisión, de 7 de septiembre de 2022, sobre la Estrategia Europea de Cuidados (COM(2022)0440), la Recomendación del Consejo, de 8 de diciembre de 2022, sobre el acceso a cuidados de larga duración de alta calidad asequibles (6), y la Recomendación del Consejo, de 8 de diciembre de 2022, relativa a la educación y los cuidados de la primera infancia: los objetivos de Barcelona para 2030 (7),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 7 de marzo de 2025, titulada «Hoja de ruta sobre los derechos de la mujer» (COM(2025)0097),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 20 de marzo de 2024, titulada «Escasez de mano de obra y de personal cualificado en la UE: un plan de acción» (COM(2024)0131),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 5 de marzo de 2025, titulada «La Unión de las Competencias» (COM(2025)0090),


	—
	Visto el informe de la Comisión de octubre de 2024 titulado «Informe Anual del Comité de Protección Social 2024»,


	—
	Visto el informe de la Comisión, de marzo de 2025, titulado «Informe de 2025 sobre la igualdad de género en la UE»,


	—
	Visto el informe del Grupo de Alto Nivel sobre el Futuro de la Protección Social y del Estado del Bienestar en la UE titulado «The future of social protection and of the welfare state in the EU» (El futuro de la protección social y del estado del bienestar en la UE),


	—
	Vistos el informe de Mario Draghi, de 9 de septiembre de 2024, titulado «The future of European competitiveness» (El futuro de la competitividad europea) (Informe Draghi), y el informe de Enrico Letta, de 10 de abril de 2024, titulado «Much more than a market» (Mucho más que un mercado) (Informe Letta),


	—
	Visto el informe conjunto de 2024 del Comité de Protección Social y de la Dirección General de Empleo, Asuntos Sociales e Inclusión de la Comisión titulado «Informe de 2024 sobre la adecuación de las pensiones: adecuación actual y futura de los ingresos durante la vejez en la UE»,


	—
	Vistas las Conclusiones del Consejo, de 3 de diciembre de 2024, sobre el fomento del equilibrio entre la vida profesional y la vida privada y de la igualdad de género en todas las generaciones en el contexto de los retos demográficos,

	—
	Vistas las Conclusiones del Consejo, de 4 de diciembre de 2024, sobre la escasez de mano de obra y de personal cualificado en la UE y la movilización del potencial de trabajo desaprovechado en la Unión,


	—
	Vistas las Conclusiones del Consejo, de 19 de junio de 2025, sobre el fomento de la igualdad de género en la era digital impulsada por la inteligencia artificial: sexta revisión horizontal de la aplicación por los Estados miembros y las instituciones de la Unión de la Plataforma de Acción de Pekín,


	—
	Vista su Resolución, de 14 de junio de 2017, sobre la necesidad de una estrategia de la Unión para eliminar y prevenir la brecha de género en materia de pensiones (8),


	—
	Vista su Resolución, de 30 de enero de 2020, sobre la brecha salarial de género (9),


	—
	Vista su Resolución, de 21 de enero de 2021, sobre la estrategia de la Unión para la igualdad de género (10),


	—
	Vista su Resolución, de 5 de julio de 2022, sobre el fomento de una acción europea común en materia de cuidados (11),


	—
	Visto el artículo 55 de su Reglamento interno,


	—
	Vistas las deliberaciones conjuntas de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales y de la Comisión de Derechos de las Mujeres e Igualdad de Género, celebradas de conformidad con el artículo 59 del Reglamento interno,


	—
	Visto el informe de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales y de la Comisión de Derechos de las Mujeres e Igualdad de Género (A10-0021/2026),


	A.
	Considerando que la igualdad de género es un valor fundamental de la Unión, consagrado en el artículo 2 y en el artículo 3, apartado 3, del TUE, en los artículos 8, 10 y 19 del TFUE, y en el artículo 23 de la Carta; que el artículo 157 del TFUE establece expresamente que cada Estado miembro garantizará la aplicación del principio de igualdad de retribución entre trabajadores y trabajadoras para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor; que garantizar la independencia económica de las mujeres y un acceso igualitario a los recursos económicos es fundamental para lograr la igualdad de género y combatir la violencia de género;


	B.
	Considerando que el principio 2 del pilar europeo de derechos sociales establece que «la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres debe garantizarse y fomentarse en todos los ámbitos, también en relación con la participación en el mercado laboral, las condiciones de trabajo y de empleo y la progresión de la carrera», y que «las mujeres y los hombres tienen derecho a la igualdad de retribución» para un mismo trabajo o un trabajo de igual valor;


	C.
	Considerando que, en estos tiempos geopolíticos inciertos, la defensa de los valores de la Unión requiere que los Estados miembros den prioridad al sector de la defensa; que los Estados miembros deben garantizar que las mujeres que trabajan en el ámbito de la defensa se beneficien de la igualdad de retribución, de una progresión profesional justa y de unas pensiones adecuadas; que colmar la brecha de género en las pensiones es un imperativo tanto estratégico como moral para la Unión;


	D.
	Considerando que por brecha salarial de género se entiende la diferencia entre los ingresos brutos medios por hora de hombres y mujeres, expresada como porcentaje de los ingresos brutos medios por hora de los hombres; que una parte significativa de la brecha salarial de género no puede explicarse por atributos objetivos y observables del mercado laboral, como la edad, la experiencia y la educación, la ocupación, el tiempo de trabajo u otras características mensurables, lo que apunta a una discriminación persistente; que combatir la brecha salarial exige un enfoque equilibrado que combine la igualdad de oportunidades, la distribución equitativa de las responsabilidades asistenciales, la lucha contra los estereotipos de género, la transparencia salarial y su aplicación efectiva, junto a unas políticas que apoyen las competencias, la participación y la progresión profesional, reconociendo al mismo tiempo que se agravan las desventajas en el caso de las mujeres que se enfrentan a formas múltiples e interseccionales de discriminación por factores como el sexo, el origen racial o étnico, la religión o las creencias, la discapacidad, la edad o la orientación sexual;


	E.
	Considerando que, en toda la Unión, los ingresos de las mujeres son desproporcionadamente inferiores a los de los hombres, y que las mujeres están sobrerrepresentadas entre quienes perciben el salario mínimo; que en 2023 la brecha de género en la Unión en cuanto a retribución por hora fue del 12 %, con variaciones significativas de un Estado miembro a otro, superando el 18 % en algunos Estados miembros; que esto significa que las mujeres trabajan sin recibir remuneración una media de 54 a 67 días al año en comparación con los hombres; que, a pesar de que la tasa de empleo de las mujeres sigue aumentando, la Unión no va por buen camino para reducir a la mitad su brecha de género en el empleo del 10 % de aquí a 2030, y que la brecha para las mujeres con hijos es superior, situándose en el 16,5 % (12); que, según Eurostat, la brecha también difiere según la actividad y es mayor en el sector privado que en el sector público en la mayoría de los Estados miembros (13); que en 2024 solo el 7,7 % de los hombres de la Unión trabajaban a tiempo parcial, frente al 27,9 % de las mujeres, cuya principal razón para hacerlo eran las responsabilidades asistenciales; que existe una correlación específica entre los sectores en los que predominan las mujeres y los bajos niveles salariales; que la remuneración puede reflejar el valor y el reconocimiento que la sociedad atribuye a determinados tipos de trabajo;


	F.
	Considerando que las disparidades salariales no siempre reflejan el valor o la demanda de un trabajo, ni las capacidades necesarias para este, sino que son más bien resultado de una desigualdad de género persistente; que la infravaloración del trabajo de las mujeres, la segmentación profesional y sectorial, la brecha de género en el liderazgo y la división desigual de los cuidados no remunerados son factores estructurales de la brecha salarial y de pensiones, y requieren una valoración sistemática del empleo y ejercicios de revalorización sectorial a escala nacional y de la Unión; que la brecha salarial de género no es solo una cuestión de menores ingresos, sino que también refleja desigualdades sociales, políticas y culturales más amplias, que influyen en la independencia económica, las oportunidades profesionales y el bienestar global de las mujeres;


	G.
	Considerando que la sensibilización y la educación son esenciales para reconocer la existencia y la gravedad de la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres, que el público en general sigue subestimando; que la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres incide seriamente en la salud mental de las mujeres, ya que afecta no solo a los ingresos de las mujeres, sino también en su exposición a riesgos psicosociales en el lugar de trabajo, con consecuencias a largo plazo para la salud mental y el bienestar a lo largo de toda la vida, como demuestra el hecho de que las mujeres de más de 65 años registren una tasa de depresión crónica que duplica la de los hombres (14), lo que refleja los efectos agravados de unos ingresos más bajos, una independencia limitada y una inseguridad persistente; que una remuneración justa y digna es esencial para la independencia económica de las mujeres y les permite abandonar situaciones de violencia doméstica; que abordar estas brechas requiere medidas legislativas y políticas, así como un cambio en las actitudes sociales respaldadas por iniciativas educativas y de comunicación basadas en datos;


	H.
	Considerando que, en 2021, el 74 % de las mujeres de las mujeres se ocupaban diariamente de realizar las labores del hogar y cocinar, frente al 42 % de los hombres; que, si se combina todo el trabajo remunerado y no remunerado, las mujeres realizan ocho semanas más de trabajo a tiempo completo al año que los hombres (15);


	I.
	Considerando que el Foro Económico Mundial ha estimado recientemente que, con los índices de mejora actuales, se alcanzará la plena paridad de género en 134 años; que algunos estudios calculan que se necesitarán 90 años para colmar la brecha de género en materia de pensiones; que es evidente que se necesitan nuevas medidas para reducir más rápidamente la brecha de género en las pensiones;


	J.
	Considerando que, en el conjunto de la Unión, las mujeres tienen más probabilidades de tener empleos peor remunerados y de trabajar en la economía informal o en sectores históricamente infravalorados, lo que limita sus ingresos y contribuye a la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres; que tres de cada diez mujeres en la Unión trabajan en el ámbito de la educación, la salud y el trabajo social, mientras que solo el 8 % de los hombres trabajan en estos sectores (16); que, en la Unión, las mujeres representan hasta un 80 % del personal sanitario y de asistencia social, mientras que solo representan el 20 % de los trabajadores en los ámbitos de las CTIM (ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas), lo que ilustra las normas y los estereotipos de género persistentes que disuaden a las mujeres de entrar en determinados sectores (17); que es imperativo reconocer el valor de los sectores en los que tradicionalmente predominan las mujeres, como los cuidados, la atención sanitaria, la educación y el trabajo social, ya que son esenciales para la sociedad, además de animar a los hombres a incorporarse a estos sectores;


	K.
	Considerando que las mujeres siguen estando significativamente infrarrepresentadas en los estudios y las carreras digitales, así como en otros ámbitos relacionados con las ciencias, la tecnología, el arte, la ingeniería y las matemáticas (CTAIM), y en ámbitos laborales como la defensa y el sector aeroespacial, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) y la energía; que apoyar la participación de las mujeres en los ámbitos de las CTAIM es crucial para eliminar la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres, fomentar la innovación y garantizar que las transiciones digital y ecológica de Europa sean inclusivas y equitativas;


	L.
	Considerando que la creciente fragmentación del mercado laboral, en particular el aumento de las formas de empleo atípicas, como el trabajo temporal, el trabajo a tiempo parcial, el trabajo en plataformas y el trabajo por cuenta propia, afecta de manera desproporcionada a las mujeres; que las mujeres desempeñan a menudo un papel esencial en las explotaciones agrícolas familiares, las empresas agrícolas y la vida comunitaria, pero que su trabajo suele estar infravalorado o es informal, lo que da lugar a una reducción de los ingresos a lo largo de toda la vida y a unas cotizaciones de pensiones inadecuadas; que esta desventaja se agrava aún más en el caso de las mujeres que se enfrentan a formas múltiples e interrelacionadas de discriminación, basadas en factores como la raza, el género, la identidad de género, la orientación sexual o la discapacidad;


	M.
	Considerando que las repercusiones de la brechas salarial, de cuidados y de empleo entre hombres y mujeres se agravan para las mujeres en una fase posterior de la vida, como pone de manifiesto la brecha de género en las pensiones, que en 2025 se situó en el 25 % (18); que ello se deriva de las desigualdades acumuladas a lo largo de la vida laboral de las mujeres y de los períodos de ausencia del mercado laboral y de una remuneración inferior; que las mujeres mayores siguen estando más expuestas al riesgo de pobreza que los hombres mayores en todos los Estados miembros (19); que, en 2024, el 16,9 % de las jubiladas que se encontraban en riesgo de pobreza, eran casi el doble de los jubilados en riesgo de pobreza (20); que, en general, las mujeres tienen una mayor esperanza de vida y más probabilidades de necesitar cuidados de larga duración en la vejez (21); que es imperativo garantizar que los sistemas públicos de seguridad social y de protección social sigan siendo sólidos y cuenten con una financiación adecuada y sostenible, de modo que puedan seguir prestando un apoyo fiable;


	N.
	Considerando que los trabajos en los que predominan las mujeres y que garantizan su empoderamiento económico y aumentan la participación de las mujeres en la política y en la vida pública deben basarse en la libertad de elección y en una gran cantidad de posibilidades;


	O.
	Considerando que la sanción salarial por maternidad, a saber, la brecha salarial entre madres y padres, así como entre mujeres con y sin hijos a cargo, es resultado de la falta de servicios de atención a la infancia, de contar con pocos padres que disfrutan de permisos parentales o de paternidad, de horarios de trabajo incompatibles con los servicios de guardería y asistencia social destinada a personas mayores, de la división desigual de los cuidados no profesionales en el hogar y de sesgos culturales que penalizan a las madres en el mundo laboral; que las mujeres a menudo se enfrentan a una reducción de sus ingresos, que no se recuperan hasta los niveles anteriores al parto, y a una progresión profesional más lenta tras tener hijos, lo que afecta directamente a su nivel de vida en el momento y a su capacidad para acumular suficientes derechos de pensión en el futuro; que la sanción salarial por maternidad representa un obstáculo importante tanto para la plena igualdad de género como para la estabilidad económica y demográfica a largo plazo;


	P.
	Considerando que los Informes Draghi y Letta subrayan que la disponibilidad, asequibilidad y calidad de servicios asistenciales, en particular en la educación y los cuidados de la primera infancia, los cuidados de larga duración y el apoyo a las personas con discapacidad, son un obstáculo estructural a la participación en el mercado laboral, en particular para las mujeres, y reducen el potencial de productividad general de la Unión; que la inversión en infraestructuras asistenciales y puestos de trabajo de calidad es una inversión social productiva que fortalece la competitividad y la resiliencia y fomenta la participación equitativa de las mujeres en todos los ámbitos de la sociedad, incluido el empleo; que la Directiva relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional debe aplicarse en profundidad y deben evaluarse sus efectos; que una distribución más equilibrada entre ambos progenitores del permiso parental y de las responsabilidades asistenciales, también a través de derechos de permiso intransferibles bien diseñados, es esencial al objeto de promover la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y de contribuir a una sociedad más igualitaria en materia de género y a un mercado laboral moderno y resiliente;


	Q.
	Considerando que los cuidados son un pilar importante de nuestra sociedad; que las mujeres desempeñan de forma desproporcionada el trabajo de prestación de cuidados no remunerado y mal remunerado para los hijos, las personas mayores, enfermas o con discapacidad, los familiares y otras personas dependientes, incluso después de su incorporación al mercado laboral, y ello sigue siendo un importante motor de las desigualdades en materia de ingresos, progresión profesional y pensiones; que las responsabilidades asistenciales mantienen a aproximadamente 7,7 millones de mujeres fuera del mercado laboral, frente a solo 450 000 hombres; que algunos países han introducido créditos de pensión para los cuidadores, lo que significa que el tiempo dedicado a la prestación de cuidados se reconoce en el cálculo de las pensiones;


	R.
	Considerando que el riesgo de pobreza o exclusión social en la Unión es mayor en el caso de las mujeres que en el de los hombres (21,9 % frente al 20 %); que la pobreza de tiempo limita las oportunidades de las mujeres para trabajar a tiempo completo y a largo plazo, lo que restringe su potencial de ingresos y aumenta su dependencia de empleos con salarios bajos o a tiempo parcial, reduce sus cotizaciones al régimen de pensiones y aumenta la dependencia económica también en la vejez, y las expone en mayor medida a la violencia de género, en especial a la violencia doméstica;


	S.
	Considerando que España ha incorporado varias normativas que establecen un sistema jurídico integral destinado a reducir la brecha de género, como el complemento temporal por brecha de género concedido a las mujeres que tienen derecho a una pensión contributiva y han sido madres (biológicas o adoptivas), y al que podrían tener derecho los hombres si pueden demostrar que su carrera profesional se ha interrumpido o se ha visto afectada por el nacimiento o la adopción de un hijo;


	T.
	Considerando que, según la Organización Internacional del Trabajo (OIT), las mujeres en edad de la menopausia constituyen el grupo de población activa con mayor crecimiento; que se espera que esta tendencia continúe y siga aumentando; que el tema de la menopausia en el lugar de trabajo sigue siendo en gran medida invisible;


	U.
	Considerando que una economía de la Unión más competitiva y justa, con más y mejores puestos de trabajo, combinada con medidas proactivas para los sectores en los que predominan las mujeres, será clave para colmar la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres de manera sostenible y orientada al crecimiento, garantizando la plena participación de las mujeres en el mercado laboral, con recomendaciones basadas en las mejores prácticas, y permitirá a las mujeres avanzar en sectores de alto valor como las ciencias, la tecnología, la ingeniería, el Derecho y las finanzas; que las mejores prácticas, en especial en campañas de información como el «sobre naranja», ayudan a que las personas aseguradas por los sistemas públicos nacionales de pensiones reciban información sobre los ahorros destinados a su pensión;


	V.
	Considerando que los Informes Draghi y Letta subrayan que Europa no está utilizando plenamente el talento de que dispone, en particular en lo que se refiere a las mujeres con un alto nivel educativo; que la persistencia de un «techo de cristal» tanto en el sector público como en el privado limita el acceso de las mujeres a puestos de alto nivel, de dirección y de toma de decisiones; que la igualdad de género debe comenzar con la igualdad de oportunidades para las niñas y los niños desde las primeras fases de la educación; que promover la participación de las niñas en las CTIM y las capacidades digitales es clave para construir una economía europea competitiva y equilibrada desde el punto de vista del género;


	W.
	Considerando que fomentar la igualdad de género en el empleo y la actividad empresarial, así como garantizar una participación equilibrada de mujeres y hombres en el mercado laboral, son condiciones clave para el crecimiento sostenible, el aumento de la productividad, la innovación y la competitividad sostenible a largo plazo de la economía europea; que el fomento de la igualdad de oportunidades tanto para mujeres como para hombres contribuye a la resiliencia demográfica y económica de Europa, y podría incrementar notablemente el PIB per cápita y la sostenibilidad presupuestaria de la Unión;


	X.
	Considerando que, en una economía social de mercado dinámica e impulsada por la innovación, las capacidades, la productividad y el rendimiento deben recompensarse, creando así más oportunidades para que las mujeres avancen en sectores de alto valor como la tecnología, la agricultura, la industria, la defensa, la medicina, el Derecho y las finanzas; que ello animaría y apoyaría a las niñas y las jóvenes para seguir estudios y carreras profesionales en estos sectores de alto valor desde una edad temprana, lo que contribuiría a desmontar los estereotipos de género y a ampliar las opciones profesionales futuras;


	Y.
	Considerando que la tasa de personas en riesgo de pobreza o exclusión social (AROPE) es mayor entre las personas de más edad (de 75 años o más), los pensionistas con discapacidad y las personas que han estado sin trabajo durante largos períodos; que en 2020, la tasa de riesgo de pobreza entre los jubilados en la Unión era del 15,6 %; que la brecha salarial de género de este grupo, del 13 % en 2020, y su brecha de género en materia de pensiones, del 29 % en 2019, siguen siendo significativas en la actualidad; que muchas mujeres de mayor edad no han acumulado derechos de pensión suficientes y, a menudo, dependen del apoyo familiar o de pensiones de supervivencia; que la mayor longevidad de las mujeres aumenta sus probabilidades de vivir solas y con un único ingreso; que las pensiones deben seguir siendo adecuadas y ajustarse al coste de la vida, al tiempo que deben mejorar los incentivos para una participación más prolongada en el mercado laboral, al objeto de reducir la pobreza y la dependencia de las personas mayores;


	Z.
	Considerando que los desequilibrios del mercado laboral pueden reducirse haciendo respetar el principio de igualdad de retribución por un mismo trabajo o un trabajo de igual valor, solucionando la infravaloración de los sectores en los que predominan las mujeres y eliminando los obstáculos para que más mujeres puedan incorporarse a sectores con salarios elevados y en los que predominan los hombres; que la brecha salarial entre hombres y mujeres es mayor en tales sectores; que la sociedad depende también de servicios esenciales como los cuidados, a menudo mal remunerados, que prestan predominantemente las mujeres; que la remuneración en estos sectores debe ser justa y sostenible a fin de apoyar a las mujeres y a sus familias, reforzar la participación de la mano de obra y mejorar el estatuto de estas profesiones; que el riesgo de pobreza y, en menor grado, el riesgo para la autonomía financiera de las mujeres provocados por la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres exponen aún más a las mujeres a la violencia de género, y en particular a la violencia doméstica, lo que les hace más difícil salir de una relación abusiva; que, según las Naciones Unidas, casi el 35 % de las mujeres de todo el mundo sufren acoso psicológico o sexual en el lugar de trabajo o acoso con graves consecuencias en términos de aspiraciones personales y profesionales; que esto resulta perjudicial para la autoestima de las mujeres y debilita su posición negociadora con vistas a una remuneración más equitativa; que el elevado desempleo, el débil crecimiento salarial y el trabajo precario pueden afectar a las mujeres de manera desproporcionada; que esto repercute negativamente en la independencia económica de las mujeres y en la consecución de la igualdad entre mujeres y hombres; que unas reformas del mercado laboral bien diseñadas, una economía competitiva y unas finanzas públicas sostenibles pueden apoyar la creación de empleo y las oportunidades; que los servicios públicos y el apoyo social deben ser específicos y eficaces, garantizando la rentabilidad y protegiendo a las personas más vulnerables;


	AA.
	Considerando que los sistemas de pensiones de toda la UE se basan generalmente en tres pilares: las pensiones estatales, las pensiones de jubilación proporcionadas por los empleadores y los ahorros o inversiones privados; que los menores ingresos, las interrupciones de la carrera profesional, las responsabilidades asistenciales y la sobrerrepresentación de las mujeres en formas de trabajo atípicas a menudo dan lugar a una reducción de los derechos en los tres pilares, lo que agrava la brecha de género en las pensiones y aumenta el riesgo de pobreza en la vejez; que, en la economía de los cuidados, la mayoría de los puestos de trabajo son desempeñados por mujeres, mientras que en el liderazgo y la toma de decisiones siguen predominando los hombres de manera desproporcionada; que la transparencia salarial puede desempeñar un papel fundamental a la hora de garantizar que se produzcan progresos significativos cuando se aborde la brecha salarial de género, ya que ayuda a poner de manifiesto la infravaloración del trabajo de las mujeres y a subrayar los aspectos de género en la segmentación del mercado laboral, en particular mediante el uso de herramientas que proporcionan criterios objetivos para una evaluación y una comparabilidad neutrales en cuanto al género del valor del trabajo en diferentes empleos y sectores; que deben tenerse en cuenta los efectos de la Directiva 79/7/CEE del Consejo (22) en las posibilidades de los Estados miembros de abordar la brecha de género en materia de pensiones; que las revisiones del gasto con perspectiva de género pueden mejorar la rentabilidad de los presupuestos públicos y pueden garantizar que las medidas están mejor orientadas para apoyar a la familia y al trabajo;


	AB.
	Considerando que es fundamental contar con métodos de evaluación de los puestos de trabajo carentes de sesgo de género, que permitan compararlos entre sí teniendo en cuenta su importancia y complejidad, a fin de determinar la posición de un puesto de trabajo con respecto a otro en un sector o en una organización determinados, independientemente de que esté ocupado por un hombre o una mujer; que las mujeres con discapacidad se enfrentan a una situación laboral significativamente peor y, por consiguiente, tienen unas perspectivas de pensión aún más bajas que los hombres y las mujeres sin discapacidad;


	AC.
	Considerando que la igualdad de género debe perseguirse a través de un enfoque interseccional que reconozca cómo las diferentes formas de discriminación y desventaja (por ejemplo, las basadas en la edad, discapacidad, origen racial o étnico, situación socioeconómica, orientación sexual y lugar de residencia) pueden agravar las desigualdades experimentadas por las mujeres y las niñas en la educación, el empleo y el acceso a la protección social;


	AD.
	Considerando que la negociación colectiva es determinante para revertir y superar las desigualdades; que no basta con garantizar la igualdad salarial para un trabajo de igual valor en la pobreza, ya que la igualdad salarial debe lograrse en paralelo a un aumento general de los salarios de los trabajadores y de la mejora de sus condiciones de trabajo, a fin de garantizarles dignidad y justicia social;


Situación actual
	1.
	Recuerda que la igualdad retributiva por un mismo trabajo o un trabajo de igual valor es un principio fundamental de la Unión y que los Estados miembros tienen la obligación de eliminar la discriminación de género en todos los aspectos de la remuneración, en las condiciones laborales y en los tipos de contratos de empleo; recuerda que la plena aplicación de la Directiva sobre transparencia retributiva contribuirá a eliminar la discriminación y los sesgos de género en el trabajo, por ejemplo, en las prácticas de contratación y las estructuras salariales;


	2.
	Lamenta profundamente que la brecha de género en materia de salarios y pensiones siga persistiendo en la Unión, lo que repercute negativamente en la situación social y económica de las mujeres y, de este modo, en la sociedad en su conjunto; lamenta que, si bien en la última década se ha producido una reducción modesta de la brecha salarial y de pensiones media entre hombres y mujeres en el conjunto de la Unión, el ritmo actual de cambio sigue siendo insuficiente para colmar las brechas antes de 2100; lamenta que la pobreza y la exclusión en la vejez sigan siendo un desafío para las mujeres de edad avanzada, y que, en contra de la tendencia general, sigan aumentando, lo que pone de manifiesto la necesidad de reforzar los sistemas de pensiones sostenibles y de apoyar el envejecimiento activo; acoge con satisfacción el anuncio de una estrategia de la Unión de lucha contra la pobreza, y pide a la Comisión que garantice las sinergias entre dicha propuesta y la futura estrategia en materia de igualdad de género a fin de abordar los riesgos interseccionales y de género de la pobreza;


	3.
	Recuerda que, en toda la Unión, las mujeres corren un mayor riesgo de pobreza que los hombres, en particular las mujeres que sufren formas interseccionales de discriminación, como las madres solteras, las mujeres de edad avanzada, las mujeres con discapacidad, las nacionales de terceros países, las personas LGBTIQ+ y las mujeres de las zonas rurales; destaca que la brecha de género en materia de pensiones no es el resultado únicamente de la acumulación de desigualdades salariales a lo largo de la vida, sino también de las diferentes oportunidades en el mercado laboral, la distribución desigual del trabajo asistencial informal en el hogar y los sesgos de género en la sociedad; aboga por políticas que reconozcan estas desventajas y promuevan al mismo tiempo la participación en el empleo de calidad y la igualdad de oportunidades; observa que, dado que las pensiones de jubilación representan por término medio cuatro quintos de los ingresos totales de la vejez, y teniendo en cuenta los retos demográficos actuales, no abordar la brecha de género en materia de pensiones podría poner en peligro la cohesión social a largo plazo de los Estados miembros y la sostenibilidad de los sistemas de protección social;


	4.
	Subraya que la libertad individual y la independencia económica de las mujeres son esenciales para su seguridad y dignidad personales, y que la baja participación en el mercado laboral aumenta la vulnerabilidad frente a los abusos, la violencia de género, incluidas la violencia doméstica y la violencia en los espacios públicos, y la dependencia económica; pide a los Estados miembros que adopten medidas específicas para prevenir y combatir la violencia de género y el acoso, tanto en línea como fuera de línea, por ejemplo, mediante campañas de sensibilización, la aplicación del Convenio de Estambul y la ratificación del Convenio sobre la violencia y el acoso de la OIT (Convenio n.o 190) a fin de contar con mecanismos eficaces de protección de las víctimas en el mundo laboral;


	5.
	Observa que sigue recayendo sobre las mujeres una parte desproporcionada de los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados, lo que reduce su participación en el mercado laboral y la acumulación para la pensión; reconoce que los roles de género tradicionales, los sesgos y el reparto desigual de las responsabilidades asistenciales entre mujeres y hombres crean una sanción salarial por maternidad y una sanción por el cuidado de hijos, familiares u otras personas dependientes con discapacidad o de edad avanzada o enfermas, y que estas sanciones no solo contribuyen a la persistente brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres, sino que también pueden disuadir a las mujeres que desean tener hijos, en un momento en que muchos países de la Unión se enfrentan a un declive demográfico, ya que reducen las oportunidades de las jóvenes, en particular en el mercado laboral;


	6.
	Hace hincapié en que la inversión insuficiente y la disponibilidad limitada, los elevados costes y la falta de infraestructuras adecuadas en materia de servicios de atención a la infancia y de cuidados de larga duración de calidad siguen siendo un desafío clave, principalmente para la plena participación de las mujeres en la sociedad y en el mercado laboral, y pueden provocar que las mujeres abandonen el mercado laboral de forma prematura o que, de forma involuntaria, realicen un trabajo a tiempo parcial, lo que puede obstaculizar su progresión profesional; subraya la necesidad de reconocer y reflejar de forma sistemática el trabajo asistencial no remunerado en el diseño de políticas y en los sistemas de protección social, facilitando al mismo tiempo oportunidades para que las mujeres se reincorporen al mercado laboral; reconoce que los cuidados son una piedra angular de la sociedad y son desempeñados, en gran medida, por mujeres; recuerda que el cuidado de los hijos y de los familiares u otras personas dependientes con discapacidad, de edad avanzada o enfermas comporta a menudo responsabilidades adicionales o incluso a tiempo completo; insiste en que esta realidad se refleja en las tendencias del mercado laboral, incluidas unas tasas más elevadas de trabajo a tiempo parcial, salarios por hora inferiores, interrupciones de la carrera profesional y una menor duración del empleo entre las mujeres; aboga por políticas que apoyen a las familias en toda su diversidad, promuevan la conciliación entre la vida profesional y la vida privada y animen tanto a los hombres como a las mujeres a compartir las responsabilidades asistenciales, garantizando al mismo tiempo que el trabajo asistencial, ya sea formal o informal, sea respetado y valorado justamente en la sociedad;


Beneficios de la igualdad de género para la sociedad, el crecimiento económico, la competitividad y la lucha contra la discriminación
	7.
	Destaca que colmar la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres es esencial para la igualdad y la competitividad, y debe lograrse mediante medidas basadas en datos contrastados, respetando las prerrogativas de los Estados miembros y de los interlocutores sociales; recuerda que las brechas de género en los salarios y el empleo costaron a la Unión 390 000 millones EUR en 2023 (23) debido a la pérdida de ingresos, a las contribuciones sociales y al coste para las finanzas públicas de las prestaciones sociales recibidas por las mujeres que no tienen un empleo remunerado; observa que colmar la brecha de género en el empleo podría aumentar la productividad, lo que daría lugar a un aumento del PIB per cápita de entre el 3,2 % y el 5,5 % de aquí a 2050, mientras que unas condiciones de trabajo más flexibles, una mejor conciliación de la vida familiar y la vida profesional y unos salarios más elevados animarían a más mujeres a incorporarse al mercado laboral, con el consiguiente aumento de la capacidad productiva de la economía (24); reconoce que la crisis del coste de la vida afecta de manera desproporcionada a las mujeres, incluidas las madres; pide medidas que garanticen que los salarios sean acordes al coste de la vida y que incentiven la participación de la mano de obra, al tiempo que se siguen respetando los marcos nacionales del mercado laboral y los convenios colectivos; destaca que la participación equitativa de mujeres y hombres en el empleo de calidad refuerza la oferta de mano de obra de la Unión y su resiliencia económica general y se ajusta a la agenda de competitividad europea; anima a la Comisión y a los Estados miembros a que incluyan los beneficios cuantificados de una mayor igualdad de género en las previsiones económicas y en las evaluaciones de impacto de las políticas, cuando proceda;


	8.
	Destaca el hecho de que, en 2023, la brecha salarial fue mayor en el sector privado que en el sector público en la mayoría de los países de la Unión (25) y de que se necesitan esfuerzos concretos para garantizar que las empresas fomenten activamente prácticas no discriminatorias y promuevan la igualdad de oportunidades y la igualdad de retribución por un trabajo de igual valor;


	9.
	Recuerda que los trabajadores y las empresas son el motor de la competitividad de la Unión, como se reconoce en el informe Draghi; enfatiza que la escasez de capacidades y mano de obra, exacerbada por el descenso de la población en edad laboral, está perjudicando gravemente la productividad y el crecimiento de la Unión; destaca que la mejora de la participación de las mujeres en el mercado laboral y de las condiciones laborales, en particular en los sectores actuales y emergentes vinculados a las dobles transiciones, podría ayudar a aliviar estas presiones; aboga por integrar la igualdad de género y la lucha contra los estereotipos de género de manera que se apoye la participación de las mujeres en la mano de obra, el desarrollo de capacidades y la competitividad, y anima a eliminar los obstáculos frente a las oportunidades en todas las agendas de competitividad, de industria, de capacidades y digitales de la Unión;


	10.
	Pide a la Unión y a sus Estados miembros que apliquen la igualdad de género a la programación, a los servicios públicos y, en particular, a la prestación de asistencia sanitaria en materia sexual y reproductiva, incluido el acceso al aborto gratuito, seguro y legal;


	11.
	Pide que se desarrollen estrategias y políticas con perspectiva de género en el sector digital y que se realicen esfuerzos específicos para integrar más eficazmente a las mujeres en el mercado laboral;


	12.
	Recuerda que las prácticas de contratación y promoción objetivas basadas en los méritos y la igualdad de oportunidades, los servicios de apoyo y el derecho de todos y todas a participar son la base de la igualdad de trato que conduce a una competencia leal en un mercado laboral operativo, lo que puede reducir los sesgos que afectan negativamente a la promoción profesional de las mujeres y, en consecuencia, penalizan sus ingresos, incluidos los comportamientos discriminatorios basados en el género, la raza, la discapacidad, la edad y la orientación e identidad sexuales; pide, a este respecto, la plena aplicación y el seguimiento de la Directiva sobre el equilibrio de género en los consejos de administración y anima a las pequeñas y medianas empresas (pymes) y a otras empresas no cotizadas a seguir las mejores prácticas en materia de equilibrio de género en los puestos directivos; observa, además, que una sociedad resiliente, inclusiva y sostenible y una economía impulsada por el crecimiento traen consigo empleos de calidad y mejor remunerados en sectores en los que predominan las mujeres que permiten a las mujeres generar unos derechos de pensión sólidos durante su carrera profesional;


	13.
	Señala la necesidad de garantizar que las mujeres que trabajan en el sector de la defensa no se enfrenten a ninguna forma de discriminación basada en estereotipos y tengan acceso a carreras profesionales bien remuneradas y estables con unas cotizaciones de pensiones adecuadas;


	14.
	Considera que los Estados miembros deben centrarse en reducir los obstáculos al empleo y al emprendimiento, apoyar la conciliación de la vida familiar y la vida profesional de las familias mediante políticas adecuadas de permisos parentales, fórmulas de trabajo flexibles y el derecho a la desconexión, redes de educación de la primera infancia y servicios de atención a la infancia y de cuidados de larga duración de alta calidad, accesibles y asequibles que sean compatibles con el trabajo a tiempo completo, e invertir en programas de formación, reciclaje y perfeccionamiento profesionales que ayuden a hacer frente a la escasez de capacidades, también para las madres de familias monoparentales, mujeres de edad avanzada, personas LGBTIQ+, mujeres con discapacidad, mujeres en situaciones vulnerables, nacionales de terceros países y mujeres que residen en zonas rurales y remotas y en las regiones ultraperiféricas, ya que es más probable que tengan dificultades para acceder a oportunidades de formación y trabajo; elogia la contribución de las mujeres a la economía rural;


Retos
	15.
	Destaca el hecho de que la segmentación de género en los diversos sectores y ocupaciones es un importante motor estructural de la brecha salarial de género; destaca que esta segmentación es tanto horizontal, con una representación excesiva de las mujeres en sectores con salarios bajos e históricamente infravalorados, como vertical, donde, dentro del mismo sector, es menos probable que las mujeres ocupen cargos superiores y directivos mejor remunerados; subraya que los sectores en los que predominan las mujeres suelen estar peor remunerados e infravalorados debido a diversos factores y que esto no puede justificarse por diferencias de competencias o méritos, ya que hay más mujeres que hombres que reciben salarios bajos y el salario mínimo en casi todos los Estados miembros de la Unión a pesar de que el nivel educativo de las mujeres jóvenes supera cada vez más al de los hombres jóvenes (26);


	16.
	Destaca que solo el 30 % de los miembros de los consejos de administración de las empresas son mujeres, y que menos de uno de cada diez presidentes de consejos de administración o directores generales de grandes empresas son mujeres (27), lo que indica que las mujeres siguen estando considerablemente infrarrepresentadas en los cargos directivos, el liderazgo y los programas de mentoría; señala que la brecha salarial entre hombres y mujeres es mayor en los puestos de trabajo bien remunerados (28); subraya que los techos de cristal persistentes en la gestión, la investigación y la innovación limitan la productividad y la competitividad; destaca que colmar la brecha de liderazgo es esencial para alcanzar los objetivos de la Unión; hace hincapié en que las formas variables de remuneración, como las acciones de las empresas o los pagos basados en resultados, son cada vez más habituales y están aumentando más rápidamente entre los hombres que entre las mujeres (29), lo que pone de relieve la importante oportunidad que supone garantizar que el crecimiento de estos nuevos modelos de remuneración beneficie por igual a las mujeres y apoye los avances hacia la eliminación de la brecha salarial de género;


	17.
	Recuerda el papel único de los cuidadores y el carácter esencial de la prestación de cuidados en nuestra sociedad, en particular a la luz de las tendencias demográficas actuales y del envejecimiento de la población; subraya que un factor clave en la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres es el reparto desigual de las responsabilidades domésticas y asistenciales, asumidas casi exclusivamente por las mujeres; recuerda que las mujeres tienen más probabilidades de estar desempleadas, trabajar a tiempo parcial, trabajar en sectores con salarios más bajos en los que predominan las mujeres, e interrumpir su carrera profesional, y que esto puede atribuirse en parte a esta sanción por tareas asistenciales, lo que repercute en la remuneración y la progresión profesional y contribuye al riesgo de pobreza; recuerda, además, que los períodos de ausencia del empleo para asumir responsabilidades asistenciales no se contabilizan a efectos de acumulación de derechos de pensión, a pesar de los costes ahorrados por el Estado por los cuidados no profesionales realizados por las mujeres;


	18.
	Recuerda el derecho al permiso parental consagrado en la Directiva relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional, y subraya la necesidad de su aplicación plena y efectiva; subraya que la política debe abordar el reparto desigual de la carga entre mujeres y hombres y apoyar la distribución justa de los permisos parentales y las responsabilidades asistenciales entre los progenitores para lograr un modelo de «igualdad en los ingresos, igualdad en los cuidados»; pide a los Estados miembros que promuevan un permiso de paternidad intransferible y adecuadamente remunerado e introduzcan campañas de sensibilización e incentivos para aumentar la aceptación de los permisos parentales por parte de los hombres, y que incluyan medidas para supervisar e informar de los avances en dicha aceptación desglosados por género; destaca que los empleadores desempeñan un papel importante a la hora de garantizar que el empleo a tiempo completo sea compatible con las responsabilidades asistenciales;


	19.
	Pide a los Estados miembros que colaboren estrechamente con los interlocutores sociales para adoptar medidas activas y coordinadas, incluida la formación y la mentoría dirigidas a abordar las desigualdades estructurales de género que sustentan la reticencia de las mujeres a solicitar una promoción o a destacar sus propios logros; destaca que esta reticencia no es una cuestión de elección personal, sino que se debe a estereotipos de género arraigados, a la segregación profesional y a una orientación profesional inadecuada, que afecta en particular a las mujeres poco cualificadas y marginadas; insta a los Estados miembros a que colaboren estrechamente con los interlocutores sociales para eliminar estas barreras mediante culturas laborales inclusivas, mejores marcos de desarrollo profesional y estrategias proactivas de igualdad;


	20.
	Advierte sobre el aumento constante desde 2015 de la pobreza y la exclusión en la vejez, que afecta en particular a las mujeres de edad avanzada, y sobre las dramáticas tasas de pobreza de las mujeres de más de setenta y cinco años en algunos Estados miembros, como síntoma de la desigualdad global de género en los ingresos a lo largo de la vida; destaca que las mujeres de edad avanzada tienen más probabilidades de necesitar cuidados y servicios de apoyo durante períodos más prolongados de su vida, y que los costes de dichos cuidados superan los ingresos medios de las pensiones en la mayoría de los Estados miembros;


	21.
	Destaca que los sesgos de género inconscientes en la contratación, la promoción y la fijación de salarios contribuyen a la brecha salarial de género; subraya que los estereotipos de género que relegan a las mujeres a sectores con salarios bajos en los que tradicionalmente predominan las mujeres favorecen a los hombres frente a las candidatas con la misma cualificación, y que el «suelo pegajoso» (30) para la promoción profesional de las mujeres y el impacto de la dinámica de las normas de género en las negociaciones salariales se agravan a lo largo de la vida profesional de las mujeres;


	22.
	Subraya que es esencial reforzar los servicios asistenciales con el fin de aumentar la participación de las mujeres en el mercado laboral, colmar las brechas de género en materia de empleo, salarios y pensiones y abordar la escasez de capacidades y mano de obra generando empleo de calidad resiliente; pide a la Comisión y a los Estados miembros que apliquen plenamente la Estrategia Europea de Cuidados y la Recomendación del Consejo sobre los cuidados de larga duración, que fijen objetivos nacionales sobre la disponibilidad, accesibilidad y calidad de la cobertura de la atención a la infancia y los cuidados de larga duración, y que destinen recursos en el marco del Semestre Europeo y de los instrumentos de financiación de la Unión a servicios asistenciales de alta calidad, asequibles y accesibles; destaca que la inversión pública en infraestructuras asistenciales debe clasificarse como gasto generador de crecimiento en el marco revisado de gobernanza económica de la Unión; pide a los Estados miembros que ratifiquen el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos de 2011;


	23.
	Destaca que colmar la brecha en la atención a la infancia sigue siendo una de las oportunidades clave para mejorar las vidas de los nuevos progenitores en toda la Unión; observa que esta brecha suele aparecer tras el nacimiento de un hijo, cuando se agota el permiso parental bien remunerado y antes de disponer de acceso a la educación y los cuidados de la primera infancia a tiempo completo; subraya que el apoyo a las familias durante este período de transición puede reforzar significativamente la capacidad de los progenitores para permanecer en el mercado laboral;


	24.
	Observa que las empresas dirigidas por mujeres a menudo operan en sectores con salarios más bajos y se enfrentan a obstáculos adicionales, como el acceso limitado a la financiación, el sesgo de género y obstáculos reglamentarios;


	25.
	Destaca que, en la Unión, alrededor de 6,8 millones de personas trabajan como cuidadores remunerados no declarados en el sector de los servicios personales y domésticos, de las cuales el 90 % son mujeres y la mayoría son de mediana edad y migrantes (31) y, por tanto, no gozan de la cobertura de los derechos laborales o la seguridad social;


	26.
	Subraya que la inseguridad y la desigualdad financieras están estrechamente vinculadas al bienestar psicológico y que no debe pasarse por alto la repercusión de la desigualdad salarial en la salud mental; observa que las mujeres tienen más probabilidades que los hombres de sufrir problemas de salud mental, como el agotamiento profesional y la depresión crónica, especialmente en sectores caracterizados por trabajos con salarios bajos y exigentes desde el punto de vista emocional;


Perspectivas de futuro
	27.
	Acoge con satisfacción los continuos esfuerzos de la Comisión por promover la igualdad de género y le pide que presente una nueva estrategia de igualdad de género de la Unión, detallada, orientada a los resultados y ambiciosa, basada en los avances alcanzados y las mejores prácticas, y que proponga un plan de acción específico para erradicar la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres, a través de medidas basadas en datos contrastados, adoptando un enfoque intersectorial y con objetivos cuantitativos y acotados en el tiempo a escala de la Unión que garanticen que las políticas de igualdad de género, que son una condición previa para unas sociedades sanas y prósperas, también contribuyan al crecimiento económico sostenible, la competitividad, el emprendimiento, la innovación, el bienestar familiar y la conciliación de la vida familiar y la vida profesional;


	28.
	Pide, además, que en el plan de acción se incluyan medidas específicas para mejorar las condiciones de trabajo y una remuneración justa en los sectores en los que predominan las mujeres, apoyar a las familias y dar prioridad, en el próximo marco financiero plurianual, a las inversiones que refuercen la conciliación de la vida familiar y la vida profesional y un sector asistencial fiable; destaca la necesidad de un enfoque que respete las competencias nacionales y las diversas realidades de las mujeres en toda la Unión;


	29.
	Pide a la Comisión que, junto con los Estados miembros y los interlocutores sociales, elabore directrices y un proyecto piloto europeo sobre sistemas de evaluación y clasificación de empleos neutros respecto al género, que permitan una comparación a escala de la Unión del trabajo de igual valor y establecer criterios claros para una evaluación justa del valor del trabajo, y sobre sistemas salariales basados en los méritos en sectores en los que predominan las mujeres, evitando al mismo tiempo obligaciones reglamentarias o financieras innecesarias para los empleadores; señala que esto debe hacerse en todos los sectores y garantizando los derechos de negociación colectiva; destaca que la valoración justa mejora la calidad del empleo, la motivación y la competitividad sin socavar la flexibilidad del mercado laboral; anima a la Comisión y a los Estados miembros a que sigan ofreciendo actividades de formación, cuando proceda, para ayudar en la contratación y los procesos de evaluación neutros desde el punto de vista del género;


	30.
	Pide a la Comisión que establezca un pacto europeo en materia de cuidados, tal como se anunció durante las audiencias parlamentarias de 2024; pide que este pacto incluya un conjunto de políticas, programas y recomendaciones, combinados con un paquete específico de inversión en cuidados, que tenga por objeto fomentar la transición hacia una economía de la prestación de cuidados que reconozca los cuidados como un derecho y los valore como la columna vertebral de nuestra sociedad; pide, en este contexto, la creación de una línea de financiación específica en el marco financiero plurianual 2028-2034 para desplegar servicios de apoyo a los cuidadores no profesionales;


	31.
	Pide a los Estados miembros que recompensen el trabajo y promuevan soluciones que refuercen las familias en toda su diversidad y que, al mismo tiempo, garanticen la responsabilidad fiscal y el apoyo a las empresas, como la ampliación de las fórmulas de trabajo flexible para los progenitores y el resto de empleados y el derecho a la desconexión, ofrezcan incentivos fiscales para los años de cuidados y prestaciones para las familias monoparentales e inviertan en la prestación de servicios de atención a la infancia y cuidados de larga duración de alta calidad, asequibles y accesibles que sean compatibles con el empleo a tiempo completo y con políticas de permisos parentales igualitarios para hombres y mujeres; pide, además, a los Estados miembros que fomenten acciones, a través del diálogo social y la negociación colectiva, para facilitar la plena participación de las mujeres en el mercado laboral y reducir sus tasas de interrupciones de carrera profesional y trabajo a tiempo parcial, que son superiores a las de los hombres; pide acciones específicas para facilitar la reincorporación de las mujeres al trabajo tras una larga interrupción de su carrera profesional con medidas de reintegración e incentivos específicos, como programas de reciclaje profesional;


	32.
	Pide a la Comisión que, dentro del respeto de las competencias nacionales, publique directrices para ayudar a detectar y abordar los mecanismos fiscales, como los regímenes fiscales conjuntos, que puedan disuadir a los perceptores de ingresos secundarios de participar activamente en el mercado laboral, a fin de garantizar que las políticas fiscales nacionales apoyen la igualdad de género y la mayor participación de las mujeres en el mercado laboral y faciliten el intercambio de mejores prácticas;


	33.
	Destaca la importancia de fomentar el emprendimiento de las mujeres y el papel que desempeñan las empresas dirigidas por mujeres en la mejora del empoderamiento económico y de los ingresos potenciales a lo largo de toda la vida; destaca la necesidad de un mejor apoyo tanto a escala nacional como de la Unión, en particular en lo que se refiere al desarrollo empresarial, los programas de mentoría, el acceso a la financiación y al capital riesgo, y la mejora de la alfabetización financiera de las mujeres, con el apoyo de InvestEU, el Consejo Europeo de Innovación y la Red Europea para las Empresas, con medidas específicas para los grupos infrarrepresentados, como las mujeres de las zonas rurales y los sectores CTIAM; pide a la Comisión que aborde estos aspectos en la próxima estrategia para la igualdad de género y subraya la importancia de una educación temprana de las niñas en materia de emprendimiento y alfabetización financiera a fin de formar a las futuras empresarias;


	34.
	Subraya que debe animarse a más mujeres a dar un paso adelante a través del liderazgo, el desarrollo, la mentoría y el apoyo a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional; toma nota de la inclusión por parte de la Comisión de una dimensión de género en su hoja de ruta para el empleo de calidad, y destaca la necesidad de garantizar que las iniciativas conexas abordan el reconocimiento justo del trabajo que suelen realizar las mujeres en todos los sectores y de mejorar la calidad del empleo y las condiciones de trabajo, con el fin de contribuir a una mano de obra más productiva y a una economía europea más fuerte y competitiva;


	35.
	Destaca la necesidad de romper la segmentación de género en el trabajo reconociendo el valor de los sectores en los que predominan las mujeres —como la educación, la asistencia sanitaria y los servicios sociales— en cuanto a la remuneración y las condiciones laborales y permitiendo que más mujeres participen en sectores de alta remuneración —como los de las TIC, CTIAM y las finanzas— y en la vida pública y política y ocupen altos cargos directivos y de liderazgo, por ejemplo, como directoras generales; destaca la necesidad de garantizar que se generalice una orientación profesional más dinámica y sensible a las cuestiones de género en todos los niveles de educación y formación, de modo que se subsane lo antes posible el problema de los compartimentos estancos; anima a los Estados miembros y a los empleadores a que proporcionen una orientación profesional sensible al género desde una fase temprana y a que promuevan una representación equilibrada en los puestos de responsabilidad y de toma de decisiones;


	36.
	Destaca la importancia de garantizar que todas las asignaturas de todos los niveles de la educación y la formación sean igualmente accesibles para las mujeres y las niñas; subraya la necesidad de eliminar los sesgos y estereotipos culturales y de género en los planes de estudios, los materiales didácticos y la orientación profesional y en las formaciones de educadores con el fin de evitar la canalización de mujeres y niñas hacia un número limitado de ámbitos de estudio o sectores profesionales; anima a los Estados miembros a que promuevan un mejor acceso de las niñas a ámbitos en los que tradicionalmente predominan los hombres; pide que se promuevan políticas educativas con perspectiva de género que animen y apoyen a las niñas a cursar estudios y carreras profesionales en todos los ámbitos, incluidos los de las CTIAM;


	37.
	Hace hincapié en la necesidad de valorar mejor desde el punto de vista financiero el trabajo que se realiza en sectores en los que predominan las mujeres, de garantizar el derecho a la igualdad de retribución por un trabajo de igual valor, de proporcionar información sobre el nivel retributivo individual y los niveles retributivos medios de los trabajadores y de mejorar las condiciones de trabajo, en particular la remuneración y la progresión profesional, lo que mejora la independencia financiera de las mujeres y reduce su riesgo de pobreza; destaca que la mejora de las condiciones en los sectores en los que predominan las mujeres también reducirá la segmentación de género y responderá a la creciente escasez de mano de obra; pide a la Comisión que incluya una fuerte dimensión de género en la próxima iniciativa sobre un marco para abordar los retos de los cuidados de larga duración y la mano de obra y en todas las acciones inscritas en el marco de la Unión de Capacidades y la futura Ley de calidad del empleo; pide a los Estados miembros que adopten medidas concretas para garantizar la igualdad de retribución por un mismo trabajo y que fomenten al mismo tiempo políticas que apoyen un crecimiento salarial justo vinculado a la productividad, la competitividad y la sostenibilidad económica;


	38.
	Hace hincapié en que las personas con discapacidad, en particular las mujeres con discapacidad, siguen enfrentándose a barreras múltiples e interseccionales para acceder al empleo, la formación y el emprendimiento; pide a la Comisión y a los Estados miembros que promuevan la igualdad de acceso a empleos de calidad, formación profesional y oportunidades de financiación, en consonancia con la Estrategia europea sobre los derechos de las personas con discapacidad, haciendo pleno uso de los instrumentos nacionales y de la Unión existentes; destaca que la inclusión y la accesibilidad son componentes esenciales de la economía social de mercado y la competitividad de Europa;


	39.
	Pide a los Estados miembros que, junto con los interlocutores sociales, diseñen trayectorias profesionales y salariales plurianuales fiscalmente responsables en los servicios públicos y asistenciales esenciales (atención sanitaria, asistencia social, educación) para mejorar la calidad, las competencias y la retención de la mano de obra; pide a los Estados miembros que hagan un uso específico del Fondo Social Europeo Plus y, cuando proceda, del Mecanismos de Recuperación y Resiliencia para la formación, la mejora de las capacidades y la retención, evitando distorsiones permanentes en la dinámica salarial;


	40.
	Anima a la Comisión y a los Estados miembros a que creen mecanismos de incentivos voluntarios, como procedimientos administrativos simplificados, reconocimiento público o acceso prioritario a los fondos de la Unión, para los empleadores que apliquen planes de igualdad de género y mejores prácticas en materia de transparencia salarial;


	41.
	Destaca la importancia de garantizar una remuneración justa en los sectores en los que predominan las mujeres, manteniendo al mismo tiempo la autonomía de los interlocutores sociales a la hora de fijar los salarios y respetando las tradiciones nacionales de negociación colectiva;


	42.
	Subraya que el trabajo formal con condiciones laborales de buena calidad, en particular en los sectores en los que predominan las mujeres, puede reforzar las bases impositivas y garantizar que las trabajadoras sean reconocidas y protegidas por la ley; observa que abordar la economía informal mediante reformas específicas, como la simplificación de la administración de los requisitos fiscales y el apoyo al emprendimiento, puede contribuir a garantizar la igualdad de condiciones para las mujeres en el mercado laboral; pide, por tanto, a los Estados miembros que simplifiquen el acceso a la economía formal, promuevan medidas para luchar contra la economía sumergida y formalicen contratos de trabajo para proteger a los trabajadores de sectores informales, como el trabajo doméstico, los cuidados personales, la agricultura y los empleos estacionales, con el fin de luchar contra el trabajo no declarado, reforzar la competencia leal y garantizar que las mujeres puedan contribuir a los sistemas de protección social y acceder a la formación y a otros derechos y protecciones laborales; pide a la Comisión y a los Estados miembros que intensifiquen su labor de lucha contra la pobreza de los ocupados, que afecta negativamente al nivel de vida de las mujeres, en particular las trabajadoras informales, que a menudo carecen de salarios adecuados y de acceso a la seguridad social;


	43.
	Reconoce el impacto financiero a largo plazo que los períodos prolongados de cuidados no remunerados pueden tener para las mujeres; pide a los Estados miembros que garanticen unos sistemas sólidos de protección social que tengan en cuenta las cuestiones de género, también para quienes interrumpen su carrera profesional para cuidar a personas dependientes; hace hincapié en la importancia de unas adecuadas pensiones mínimas y créditos por cuidados para derechos de pensión a nivel nacional para quienes interrumpen su carrera profesional para cuidar a personas dependientes, al tiempo que reconoce que los sistemas de pensiones son competencia nacional; destaca la necesidad de garantizar una protección y un apoyo a la renta adecuados para los cuidadores no profesionales y de garantizar la inclusión de los trabajadores a tiempo parcial en el segundo pilar de las pensiones; destaca la necesidad de integrar los indicadores de la brecha de género en materia de pensiones en el cuadro de indicadores sociales de la Unión y de incorporar medidas para luchar contra los riesgos en materia de pensiones relacionados con el género en las recomendaciones específicas por país a partir del ciclo del Semestre Europeo de 2026; anima a los Estados miembros a que estudien soluciones responsables desde el punto de vista fiscal y orientadas al trabajo que apoyen la vuelta de los cuidadores al mercado laboral, faciliten información sobre el acceso a los planes de pensiones públicos y privados y refuercen los sistemas de apoyo basados en la familia y la comunidad; pide a la Comisión que, en cooperación con los Estados miembros, haga especial hincapié en el empoderamiento económico de los pensionistas y que evalúe la posible propuesta de normas mínimas de la Unión para los créditos por cuidados que permitirían contabilizar los años de cuidados a efectos de los derechos de pensión; pide a los Estados miembros que velen por que la aplicación de la Recomendación del Consejo sobre la renta mínima (32) tenga en cuenta las cuestiones de género y apoye las necesidades de las mujeres que viven en la pobreza, a fin de ofrecerles libertad financiera, independencia y oportunidades;


	44.
	Reconoce el papel que puede desempeñar la inscripción automática en los regímenes profesionales de jubilación a la hora de fomentar una mayor participación de las mujeres en el ahorro para la jubilación, lo que ayuda a mitigar la brecha de género en materia de pensiones y a apoyar la seguridad financiera a largo plazo; señala que la Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación apoya el uso de cuadros de indicadores de pensiones, herramientas de seguimiento para supervisar eficazmente las brechas salariales y de pensiones entre hombres y mujeres y políticas y prácticas de remuneración neutras desde el punto de vista del género en las pensiones de jubilación; pide a los Estados miembros que promuevan un acceso no discriminatorio a los regímenes de pensiones complementarios y profesionales para todos los trabajadores, también los trabajadores a tiempo parcial;


	45.
	Pide a la Comisión y a los Estados miembros que protejan de la discriminación y la explotación a las mujeres migrantes de terceros países que, a menudo, trabajan en empleos poco cualificados, precarios y mal remunerados en sectores como la asistencia domiciliaria, la limpieza y la restauración (33); destaca que garantizar unos salarios justos, la protección de la legislación laboral y unas cotizaciones a la seguridad social adecuadas es esencial para colmar la brecha salarial y de pensiones entre hombres y mujeres;


	46.
	Pide a la Comisión que desarrolle campañas de sensibilización y educación a escala de la Unión sobre la transparencia salarial, la igualdad de trato y los instrumentos de la Unión disponibles para promover la igualdad en el empleo; hace hincapié en que los trabajadores y los empleadores informados son fundamentales para aplicar eficazmente la legislación vigente;


	47.
	Pide a los Estados miembros que reconozcan que los cuidados proporcionados por los abuelos, en los casos en los que estos cuidan regularmente de sus nietos para que los progenitores puedan incorporarse, permanecer o regresar al trabajo, pueden dar derecho a créditos por cuidados, con criterios claros de admisibilidad y verificación;


	48.
	Destaca la importancia de eliminar obstáculos prácticos en los lugares de trabajo, también mediante la accesibilidad digital, la adaptación razonable y modalidades de trabajo flexibles; anima a los Estados miembros a que ofrezcan incentivos específicos a los empleadores que inviertan en accesibilidad, desarrollo de capacidades y contratación inclusiva, evitando al mismo tiempo cargas administrativas adicionales, con el fin de promover tanto la igualdad como la competitividad, en consonancia con los principios de la economía social de mercado;


	49.
	Destaca el papel clave del diálogo social y la participación de los interlocutores sociales en el diseño, la aplicación y el seguimiento de las estrategias en materia de igualdad y remuneración para ayudar en la erradicación de la brecha salarial de género; anima a los interlocutores sociales a que incluyan medidas para promover la igualdad de oportunidades y luchar contra el acoso, la desigualdad salarial y los sesgos de género en los convenios colectivos, y a que amplíen la cobertura de la negociación colectiva a los trabajadores atípicos, especialmente en los sectores en los que predominan las mujeres y en los sectores mal remunerados, de conformidad con el artículo 152 del TFUE; pide a la Comisión y a los Estados miembros que impliquen de manera significativa a los interlocutores sociales en el desarrollo de nuevas políticas para colmar la brecha salarial de género en la próxima estrategia para la igualdad de género y que sigan apoyando a los interlocutores sociales;


	50.
	Pide a los Estados miembros que apoyen el desarrollo institucional a escala local, regional y nacional para supervisar la aplicación y el progreso de las estrategias nacionales en materia de igualdad de género; subraya, asimismo, la importancia de involucrar y escuchar activamente a las mujeres de un gran número de sectores y ámbitos laborales en la formulación, aplicación y evaluación de las políticas destinadas a reducir la brecha salarial entre hombres y mujeres, así como de investigar aspectos que puedan afectar a los ingresos de las mujeres y a su participación en el mercado laboral, pero sobre los que faltan datos, como la salud mental, la menopausia o la menstruación; anima encarecidamente a los Estados miembros a que aborden las cuestiones profesionales relacionadas con la endometritis y la menopausia, como el abandono prematuro de las mujeres del mercado de trabajo;


	51.
	Reitera la necesidad de integrar la perspectiva de género en las políticas nacionales y de la Unión, como el empleo, la salud, la discapacidad, las pensiones y el deporte y en la toma de decisiones políticas, garantizando que los objetivos de igualdad se incorporen en todas las fases de la formulación de políticas y la ejecución del presupuesto; pide que se fortalezca la perspectiva de género en el próximo marco financiero plurianual y que los recursos de la Unión contribuyan a colmar las brechas de género en materia de salarios y pensiones, a reforzar las infraestructuras asistenciales y a apoyar servicios de salud mental sensibles a las cuestiones de género; recuerda que la integración de los objetivos de igualdad en la financiación de la Unión mejora la eficacia y la transparencia de la inversión pública; destaca, a este respecto, el posible papel de los mecanismos de financiación de la Unión, como el Fondo Social Europeo Plus, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el programa Ciudadanos, Igualdad, Derechos y Valores y Horizonte Europa, a la hora de prestar apoyo financiero a los objetivos relacionados con el género;


	52.
	Pide que se mejoren la recopilación, la comparabilidad y la publicación de datos desglosados por género sobre las brechas de género en materia de salarios y pensiones en todos los sectores, a fin de supervisar mejor los avances en la eliminación de la brecha salarial de género, haciendo pleno uso de los sistemas de notificación y las herramientas digitales existentes para evitar un aumento de los costes administrativos para las empresas; destaca que unos datos fiables y armonizados son esenciales para diseñar políticas basadas en datos contrastados y supervisar los avances hacia la eliminación de las brechas de género; destaca el papel clave del Instituto Europeo de la Igualdad de Género (EIGE) y Eurostat a la hora de apoyar la recopilación de datos comparables y de alta calidad en toda la Unión para fundamentar políticas específicas; pide a Eurostat que complemente el indicador oficial de la brecha salarial de género con un indicador normalizado de la brecha temporal de género;


	53.
	Pide la rápida transposición y aplicación de la Directiva sobre transparencia retributiva y de la Directiva sobre el equilibrio de género en los consejos de administración de las empresas, que diez Estados miembros aún no han transpuesto, e insta a la Comisión a que garantice la aplicación rigurosa de ambas Directivas; anima a las pymes y a otras empresas no cotizadas a que tengan en cuenta las mejores prácticas establecidas en materia de equilibrio de género en los puestos directivos; pide a la Comisión que vele por que la Directiva sobre transparencia retributiva, como acto legislativo clave de la Unión para abordar la brecha salarial entre hombres y mujeres, no se incluya en ningún futuro paquete de simplificación «ómnibus» y que eviten duplicaciones o solapamientos en relación con nuevos actos legislativos y no legislativos que aborden la brecha salarial de género;


	54.
	Insta a la Comisión y a los Estados miembros a que garanticen una aplicación rigurosa y, cuando sea posible, el refuerzo de la legislación vigente nacional y de la Unión para garantizar la igualdad en el desarrollo profesional, especialmente después de la baja por maternidad; subraya que los trabajadores deben estar protegidos frente a cualquier forma de desventaja, incluida la degradación, la prolongación del período de prueba o los cambios adversos en las condiciones de trabajo atribuibles al disfrute de los permisos de maternidad;


	55.
	Hace hincapié en que la carga administrativa para las microempresas y las pymes podría afectar negativamente al emprendimiento de las mujeres, que es crucial para la independencia financiera de las mujeres y la igualdad de género;


	56.
	Pide a los Estados miembros que garanticen que las normas de transparencia salarial y los mecanismos de denuncia sean accesibles tanto digital como físicamente para los trabajadores con discapacidad, y que se comprueben los métodos de evaluación del empleo para evitar sesgos contra las mujeres, especialmente en los puestos de trabajo en los que predominan las mujeres y entre las mujeres con discapacidad;

°

° °


	57.
	Encarga a su presidenta que transmita la presente Resolución al Consejo y a la Comisión.
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Resolución del Parlamento Europeo, de 11 de marzo de 2026, sobre el Semestre Europeo para la coordinación de políticas económicas: prioridades sociales y en materia de empleo – Informe anual 2026 (2025/2183(INI))
(C/2026/4011)

El Parlamento Europeo,

	—
	Visto el artículo 3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,


	—
	Vistos los artículos 9, 121, 148 y 149 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE),


	—
	Vistos el pilar europeo de derechos sociales, proclamado y firmado por el Consejo, el Parlamento y la Comisión el 17 de noviembre de 2017, y su plan de acción, adoptado en 2021, en particular los objetivos principales propuestos para 2030 en materia de empleo, capacidades y reducción de la pobreza,


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2024/1263 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2024, relativo a la coordinación eficaz de las políticas económicas y a la supervisión presupuestaria multilateral y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.o 1466/97 del Consejo (1), en particular sus artículos 3, 4, 13 y 27,


	—
	Visto el informe de la Comisión titulado «Employment and Social Developments in Europe 2025» (Evolución social y del empleo en Europa 2025), publicado en septiembre de 2025,


	—
	Visto el informe de la Comisión titulado «Labour Market and Wage Development in Europe» (Mercado de trabajo y desarrollo de los salarios en Europa), publicado en octubre de 2025,


	—
	Vista la propuesta de la Comisión, de 25 de noviembre de 2025, de informe conjunto sobre el empleo de la Comisión y del Consejo (COM(2025)0958),


	—
	Vista la Recomendación de la Comisión, de 25 de noviembre de 2025, de Recomendación del Consejo sobre la política económica de la zona del euro (COM(2025)0957),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 25 de noviembre de 2025, titulada «Informe sobre el Mecanismo de Alerta 2026» (COM(2025)0956),


	—
	Vista la Recomendación de la Comisión, de 25 de noviembre de 2025, de Recomendación del Consejo sobre el capital humano en la Unión Europea (COM(2025)0959),


	—
	Vistas las aportaciones de los interlocutores sociales europeos al Semestre Europeo 2026 y al paquete de otoño en particular,


	—
	Visto el informe de Mario Draghi titulado «The future of European competitiveness» (El futuro de la competitividad europea) (en lo sucesivo, «informe Draghi»), publicado en septiembre de 2024,


	—
	Visto el informe de Enrico Letta sobre el futuro del mercado único titulado «Much more than a market» (Mucho más que un mercado) (en lo sucesivo, «informe Letta»), publicado en abril de 2024,


	—
	Visto el informe del Grupo de alto nivel sobre el futuro de la protección social y del estado del bienestar en la UE, publicado en enero de 2023,


	—
	Visto el artículo 55 de su Reglamento interno,


	—
	Visto el informe de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales (A10-0033/2026),


	A.
	Considerando que el objetivo de empleo de la Unión de que al menos el 78 % de las personas de entre 20 y 64 años de edad tengan empleo de aquí a 2030 está en vías de alcanzarse; que, en octubre de 2025, la tasa de desempleo en la Unión se situaba en el 6 %, con una oscilación entre el 2,6 % y el 10,6 % entre los Estados miembros, mientras que el desempleo juvenil se mantenía elevado al 13,2 %; que los niveles de desempleo y las condiciones de trabajo precarias siguen siendo persistentemente elevados para los jóvenes, las mujeres, los trabajadores de más edad, los nacionales de terceros países con cualificaciones bajas y medias, las personas con discapacidad, la población gitana y otras minorías étnicas, y que todos ellos se enfrentan a obstáculos estructurales al empleo; que, en el caso de las personas con discapacidad, el desempleo se sitúa en el 15,1 %; que el aumento de los niveles de empleo en la Unión debe ir acompañado de un empleo de calidad, salarios dignos, aumentos salariales y mejoras de la productividad;


	B.
	Considerando que el Semestre Europeo sigue siendo un instrumento central para coordinar las políticas económicas, fiscales, sociales y de empleo en toda la Unión, y debe aspirar a integrar de manera más sistemática la justicia social, la sostenibilidad medioambiental y la equidad intergeneracional en la gobernanza macroeconómica, centrándose en el pilar europeo de derechos sociales y respetando el principio de subsidiariedad; que se han realizado esfuerzos para equilibrar mejor el seguimiento de los objetivos económicos y sociales en el proceso del Semestre Europeo con el desarrollo del cuadro de indicadores sociales y la reciente integración del marco de convergencia social en el proceso; que el paquete de otoño de 2026 se presentó sin un Estudio Prospectivo Anual sobre el Crecimiento Sostenible que estableciera una estrategia global y equilibrada respecto a los objetivos en materia de economía, sociedad, empleo y medio ambiente de la Unión, y que afianzara el Semestre Europeo en una visión amplia del crecimiento sostenible para la Unión; que la Unión debe mantener su compromiso con la competitividad, la sostenibilidad y la justicia social, sin permitir que se persiga un objetivo a costa de los demás;


	C.
	Considerando que 93,3 millones de personas, que representan el 21 % de la población de la Unión, se encontraban en riesgo de pobreza o exclusión social en 2024, lo que pone de manifiesto que se han logrado avances limitados en la consecución del objetivo de lucha contra la pobreza en el marco del pilar europeo de derechos sociales para 2030, y que la tendencia en más de la mitad de los Estados miembros ha ido en la dirección equivocada; que los riesgos de pobreza son mucho mayores para las mujeres, los niños, las personas mayores, las personas con discapacidad, la comunidad LGBTI+, las personas poco cualificadas, los nacionales de terceros países, la población gitana, los hogares monoparentales y las personas que viven en zonas despobladas, y que persisten discrepancias significativas entre los Estados miembros y dentro de ellos, también entre las zonas rurales y urbanas; que esta divergencia entre el aumento de los ingresos medios y los niveles de pobreza persistentes pone de relieve desafíos estructurales en la distribución de la renta, los mercados laborales y el diseño y la cobertura de los sistemas de protección social; que más de 40 millones de personas en la Unión, lo que corresponde a alrededor del 9,2 % de la población, sufrieron pobreza energética en 2024, lo que dio lugar a privaciones materiales; que la cobertura insuficiente y la inadecuación de los regímenes de renta mínima, las prestaciones por desempleo y las prestaciones familiares y por hijos, así como los obstáculos para acceder a servicios públicos de calidad como los de sanidad, educación, asistencia y vivienda, contribuyen a la persistencia de la pobreza y la exclusión social, en particular entre los grupos más desfavorecidos; que, sin un cambio de enfoque en la lucha contra la pobreza a escala nacional y de la Unión, no será posible invertir la tendencia; que una estrategia ambiciosa de la Unión de lucha contra la pobreza será esencial para responder al fenómeno multidimensional de la pobreza;


	D.
	Considerando que uno de cada cuatro niños sigue estando en riesgo de pobreza o exclusión social en la Unión Europea, lo que corresponde a un nivel superior al de la población en su conjunto; que no se han realizado avances suficientes hacia el objetivo de reducir en 5 millones de aquí a 2030 el número de niños en riesgo de pobreza o exclusión social, y que el porcentaje de niños en riesgo de pobreza o exclusión social ha aumentado cada año entre 2019 y 2023 y se mantiene persistentemente elevado; que, según la propuesta de la Comisión de un informe conjunto sobre el empleo de 2026, en 2024 alrededor de 19,5 millones de niños (24,2 %) se encontraban en riesgo de pobreza o exclusión social en la Unión; que las políticas y servicios preventivos de apoyo a la infancia y la familia, en consonancia con la Garantía Infantil Europea, son esenciales para abordar las condiciones socioeconómicas que pueden dar lugar a la separación familiar y a la institucionalización de menores; que un instrumento de financiación específico para la Garantía Infantil Europea, así como las sinergias con otros fondos nacionales y de la Unión, son de suma importancia, tanto en el marco financiero plurianual actual como en el próximo; que, según la Comisión, la Unión necesita invertir más de 11 000 000 000 EUR adicionales al año para cumplir los objetivos de Barcelona de 2030 en materia de educación infantil y atención a la infancia (2); que los niños que más pueden beneficiarse de la asistencia a la educación infantil y atención a la infancia, como los procedentes de entornos desfavorecidos, tienden a participar menos y siguen enfrentándose a obstáculos de acceso;


	E.
	Considerando que todavía hay al menos 1,4 millones de personas con discapacidad y casi 300 000 niños que viven en instituciones en la Unión; que los residentes en instituciones están aislados de la comunidad en general y no tienen un control suficiente sobre sus vidas y las decisiones que les afectan; que, a pesar de que la Unión lleva mucho tiempo comprometida con el proceso de desinstitucionalización, siguen siendo necesarios esfuerzos tanto a escala europea como nacional para que los grupos vulnerables puedan vivir de manera independiente en un entorno familiar o comunitario;


	F.
	Considerando que uno de cada doce trabajadores (8,2 %) de la Unión experimentaron pobreza de los ocupados en 2024, lo que socavó la cohesión social y puso de relieve que el empleo no ofrece por sí mismo una protección plena contra la pobreza ni se traduce en una mejora de las condiciones de vida, debido al aumento del coste de la vida y a la disminución del poder adquisitivo; que los recientes aumentos de los salarios mínimos legales, a menudo superiores al 20 % entre 2022 y 2025 y superiores al 40 % en varios Estados miembros, han contribuido a proteger el poder adquisitivo de los trabajadores con salarios bajos y han apoyado el crecimiento salarial en sectores peor retribuidos; que, a pesar de que los salarios reales han superado los niveles anteriores a la pandemia en la mayoría de los Estados miembros, varias grandes economías aún no han vuelto a estos niveles;


	G.
	Considerando que el cambio climático ha exacerbado las desigualdades y ha afectado especialmente a los grupos más vulnerables, que tienden a estar más expuestos a los peligros medioambientales, como los que se derivan de las altas temperaturas, lo que da lugar a niveles más bajos de calidad del empleo, pérdida de productividad y una mayor inseguridad laboral; que la transición hacia la neutralidad climática debe ser socialmente justa e inclusiva para todos, y que, si se apoya con las políticas de empleo y educación adecuadas, se prevé que cree entre 1 y 2,5 millones de puestos de trabajo adicionales de aquí a 2030; que unos sistemas de protección social sólidos y adecuadamente financiados, así como unas políticas de creación de empleo de calidad, constituyen un requisito previo para garantizar una transición equitativa y justa hacia la neutralidad climática y la transformación digital;


	H.
	Considerando que la Unión se enfrenta a una persistente escasez de mano de obra y de capacidades en varios sectores, impulsada por diferentes factores, como el cambio demográfico y tecnológico, la inadecuación de las capacidades, la calidad del empleo y la falta de atractivo de los servicios públicos de calidad y de inversión en ellos, que se ha identificado como un obstáculo clave para el crecimiento y la competitividad de la Unión; que las limitadas perspectivas profesionales y las precarias condiciones de trabajo de los jóvenes en algunas partes de la Unión contribuyen a la fuga de talentos entre las regiones de la Unión y terceros países, lo que agrava aún más esta escasez; que la propuesta de la Comisión de un informe conjunto sobre el empleo de 2026 destaca que abordar las deficiencias estructurales del mercado laboral mediante una mejor calidad del empleo contribuye a aumentar la productividad, los resultados económicos, la justicia social y la cohesión; que la mejora de los derechos de los trabajadores, la negociación colectiva, las políticas activas del mercado laboral, el acceso a la protección social y las oportunidades de desarrollo de capacidades para todos, incluidos los nacionales de terceros países, así como las medidas de activación específicas para los 51 millones de personas en edad de trabajar que actualmente no forman parte de la población activa, contribuirían a reforzar la participación, la inclusividad y la competitividad; que, de aquí a 2050, se espera que la población activa de la Unión se reduzca en hasta 18,8 millones de personas, lo que sugiere que la migración laboral legal puede ayudar a responder a la evolución de las necesidades del mercado laboral;


	I.
	Considerando que, en 2022, la tasa de participación de adultos en el aprendizaje se situaba en el 39,5 %, lo que señala que hace falta un mayor esfuerzo en la mayoría de los Estados miembros para alcanzar el objetivo de que el 60 % de los adultos tomen parte en actividades académicas y de formación profesional de aquí a 2030; que el enfoque integrado de la coordinación de las políticas dentro del Semestre Europeo proporciona el marco para orientar la inversión necesaria en los sistemas de desarrollo del capital humano, educativos y formativos; que son necesarios esfuerzos adicionales sustanciales para garantizar la provisión de políticas de formación de calidad y el acceso a estas, en particular para los trabajadores en ocupaciones de escasa cualificación, con el fin de promover el aprendizaje permanente y reforzar la competitividad, la resiliencia y la inclusividad de la población activa de la Unión; que puede que el gasto público por sí solo no permita abordar la magnitud de las necesidades de mejora de las capacidades y reciclaje profesional, habida cuenta de los retos transformadores a los que se enfrenta la Unión; que, en 2022, la puntuación media de las capacidades básicas entre los jóvenes de 15 años en el Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos (PISA) disminuyó en comparación con 2018, y que el bajo rendimiento afecta de manera desproporcionada a los alumnos desfavorecidos, lo que pone de relieve la necesidad de reformas e inversiones sostenidas en educación y formación para apoyar a las generaciones futuras y su transición de la educación al mercado laboral;


	J.
	Considerando que se han calculado unas necesidades suplementarias de inversión en infraestructura social de 192 000 000 000EUR al año, en particular en vivienda asequible, sanidad y cuidados de larga duración, educación y formación a lo largo de toda la vida (3); que debe valorarse el rendimiento económico de las inversiones sociales, en particular el gasto público en niños y jóvenes, que no solo mejoran el nivel de vida y reducen la pobreza, sino que también son motores clave del crecimiento económico sostenible e integrador, el aumento de la productividad y una mayores tasas de empleo; que la falta de inversión en educación e investigación debilita las perspectivas de crecimiento a largo plazo; que, en el caso de la infancia, las inversiones sociales son una inversión en el futuro, que conduce a mejores perspectivas educativas y laborales, lo que a su vez impulsa los indicadores económicos; que es necesario seguir trabajando en la medición tanto del déficit de inversión social posterior a la recuperación en la Unión como de la inversión en servicios sociales y cobertura y sus beneficios económicos; que el desarrollo de indicadores comunes de datos sobre el gasto y la cobertura de los servicios sociales, como el índice europeo de servicios sociales, reforzaría las recomendaciones basadas en datos contrastados y el seguimiento eficaz de su aplicación en el marco del Semestre Europeo;


	K.
	Considerando que tanto las presiones sobre el coste de la vivienda como el elevado precio de la energía imponen notables cargas a los hogares, si bien la política de vivienda ha tenido habitualmente poca presencia en las recomendaciones específicas por país, a pesar de su importancia macroeconómica y su papel esencial en la seguridad de los ingresos, la inclusión social y la resiliencia respecto al coste de la vida; que la inversión en servicios sociales y el aumento de la oferta de vivienda, incluida la vivienda social y asequible, así como en eficiencia energética y renovación de edificios y la lucha contra la escasez de capacidades, son fundamentales para reducir la pobreza, incluida la pobreza energética, y mejorar la asequibilidad;


	L.
	Considerando que la brecha salarial de género en la Unión se sitúa actualmente en el 12 %, debido al porcentaje desproporcionado de responsabilidades domésticas y de cuidado de los hijos asumidas por las mujeres y a la persistente infravaloración de las profesiones dominadas por mujeres, entre otros factores; que las mujeres se enfrentan a un mayor riesgo de pobreza, en particular en la vejez, y que la brecha de género en materia de pensiones alcanza actualmente el 25 % (4);


	1.
	Hace hincapié en la ventaja competitiva de invertir en el modelo social de la Unión; pide que las recomendaciones del Grupo de alto nivel sobre el futuro de la protección social y del estado del bienestar en la UE, así como las de los informes Letta y Draghi, se integren en el proceso del Semestre Europeo con el fin de proteger y reforzar la economía social de mercado de la Unión; destaca la necesidad de un enfoque equilibrado que apoye tanto los derechos sociales, los servicios públicos y las estructuras y la cobertura de la negociación colectiva como la competitividad; celebra la integración del pilar europeo de derechos sociales en el marco de gobernanza económica y pide a los Estados miembros que aprovechen esta oportunidad para ampliar el período de ajuste al objeto de invertir en las prioridades de dicho pilar; pide que el marco de gobernanza integrado tenga reflejo en los procesos internos de las instituciones de la Unión, participando para ello sus organismos económicos y sociales en la misma medida;


	2.
	Insta a la Comisión y a los Estados miembros a que apliquen plenamente el pilar europeo de derechos sociales; destaca que el Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales actualizado debe traducir los compromisos políticos en medidas concretas y ambiciosas, respaldadas por objetivos claros y mensurables e indicadores de seguimiento sólidos, con el fin de abordar eficazmente la pobreza y la exclusión social y apoyar a los trabajadores en la gestión de las transiciones ecológica y digital, en particular en lo que respecta a las capacidades, la educación y formación profesionales y el aprendizaje permanente; pide que los objetivos del Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales se integren en la parte central del Semestre Europeo convirtiéndolos en índices de referencia en las evaluaciones del Semestre Europeo; observa que la propuesta de la Comisión de un informe conjunto sobre el empleo de 2026 se centra en gran medida en la escasez de capacidades y mano de obra y no ofrece una evaluación exhaustiva de la aplicación de los veinte principios del pilar europeo de derechos sociales, tal como exige el Reglamento (UE) 2024/1263; pide a la Comisión que vele por que todos los principios del pilar europeo de derechos sociales se aborden en futuros ciclos para garantizar una visión precisa y completa de la situación social en la Unión;


	3.
	Acoge con satisfacción la voluntad de la Comisión de erradicar la pobreza de aquí a 2050, su Plan Europeo de Vivienda Asequible y su intención de proponer una Ley de Empleo de Calidad; acoge con satisfacción, además, la primera estrategia de la UE de lucha contra la pobreza y el refuerzo de la Garantía Infantil Europea; hace hincapié en la necesidad de que haya coherencia entre el Semestre Europeo, el seguimiento del Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales y estos próximos instrumentos, empleando para ello objetivos mensurables y las correspondientes recomendaciones específicas por país;


	4.
	Recuerda que la presidenta de la Comisión, Ursula von der Leyen, se comprometió en 2019 a garantizar que todos los niños de Europa en riesgo de pobreza o exclusión social tengan acceso a los derechos más básicos, como la asistencia sanitaria y la educación, compromiso al que siguió la adopción, en 2021, de la Recomendación (UE) 2021/1004 del Consejo, de 14 de junio de 2021, por la que se establece una Garantía Infantil Europea (5); destaca que los objetivos de la Garantía Infantil Europea no pueden alcanzarse sin un presupuesto específico ambicioso tanto a escala de la Unión como nacional; reitera, en este contexto, su llamamiento a favor de un presupuesto específico sustancial de al menos 20 000 000 000 EUR para la Garantía Infantil Europea; subraya la urgente necesidad de que se asigne este presupuesto específico en el próximo marco financiero plurianual con el fin de responder al creciente reto de la pobreza infantil y la exclusión social;


	5.
	Destaca la importancia de erradicar la pobreza infantil y la exclusión social para romper los ciclos intergeneracionales; acoge con satisfacción la inclusión de una evaluación de la aplicación de la Garantía Infantil en todos los informes por país del paquete de primavera de 2025 y anima a seguir supervisando los avances en el marco del Semestre Europeo; lamenta, no obstante, la falta de seguimiento de estas conclusiones, y que en solo dos recomendaciones específicas por país en 2025 se pedían medidas para abordar la pobreza infantil; considera que las recomendaciones específicas por país deberían reflejar el cumplimiento presupuestario por parte de los Estados miembros de los requisitos de asignación mínima para abordar la pobreza infantil establecidos en el Reglamento del FSE+ (6);


	6.
	Reitera su llamamiento en favor de un aumento de la financiación de la Garantía Infantil Europea, con un presupuesto sustancial específico, y de que los Estados miembros destinen al menos el 5 % de sus fondos asignados del FSE+ a la lucha contra la pobreza infantil y la promoción del bienestar de los niños, destinando al menos el 10 % a los Estados miembros con niveles de pobreza infantil superiores a la media de la Unión;


	7.
	Manifiesta su preocupación por el nivel de desempleo juvenil, que sigue siendo más del doble que la tasa general de desempleo de la Unión; destaca que, para los jóvenes, es esencial complementar las medidas de activación del empleo con un apoyo sostenido, incluido el acceso a servicios sociales integrados, a la vivienda y a la asistencia en materia de salud mental a fin de garantizar su continua participación en la educación o el empleo; hace hincapié en la necesidad de que los Estados miembros inviertan en la Garantía Juvenil reforzada con el fin de garantizar un apoyo oportuno y de calidad a todos los jóvenes menores de treinta años que ni estudian, ni trabajan, ni reciben formación; insta a los Estados miembros a que fomenten el uso de la Garantía Juvenil como herramienta para apoyar a las personas que dejan de estar tuteladas y prevenir el «precipicio de los cuidados», también mediante el acceso a la orientación profesional;


	8.
	Pide a la Comisión y a los Estados miembros que, en el marco del Semestre Europeo, promuevan períodos de prácticas de alta calidad y equitativamente remunerados y eviten su uso indebido como sustituto del empleo regular; pide que la futura Directiva sobre la mejora de las condiciones de trabajo de los trabajadores en prácticas (7) sea ambiciosa y exhaustiva, garantizando la plena protección de los derechos de los trabajadores en prácticas, incluida la posibilidad de poner fin al período de prácticas sin perjuicios en caso de violación de los derechos fundamentales, y pide la rápida conclusión de las negociaciones;


	9.
	Considera que es necesario actuar a escala de la Unión y de los Estados miembros para prevenir y abordar los niveles persistentemente elevados de pobreza y exclusión social, y acoge con satisfacción el anuncio de la primera estrategia de la UE de lucha contra la pobreza a este respecto; cree que la estrategia debe proporcionar un enfoque global para abordar las causas profundas y los aspectos multidimensionales de la pobreza y la exclusión social, con acciones concretas, una asignación presupuestaria sólida, objetivos claros, hitos y medidas estructurales, y garantizar al mismo tiempo una aplicación y un seguimiento sólidos; pide a los Estados miembros que apliquen la Directiva sobre unos salarios mínimos adecuados (8) para luchar contra la pobreza de los ocupados e incentivar el trabajo; pide que la estrategia de la UE de lucha contra la pobreza se centre en la lucha contra la pobreza infantil para romper el ciclo de la pobreza; insta a los Estados miembros a que apliquen plenamente la Recomendación del Consejo sobre una renta mínima adecuada (9);


	10.
	Recuerda la importancia de mejorar el acceso de las personas que trabajan por cuenta propia a la protección social y pide a la Comisión que utilice el proceso del Semestre Europeo para hacer un seguimiento de la aplicación nacional de la Recomendación del Consejo relativa al acceso a la protección social para los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia (10), incluidas las recomendaciones específicas por país; recuerda, habida cuenta de que la proporción de profesionales autónomos en los sectores cultural y creativo es más del doble que la de la población general, la necesidad de medidas específicas para el sector; acoge con satisfacción, en este contexto, el anuncio de una Carta de los Artistas de la UE encaminada a poner de relieve los principales fundamentos y compromisos para procurar unas condiciones de trabajo justas en este sector, pero insta a la Comisión a que adelante su publicación hasta 2026, ya que se trata de cuestiones a largo plazo;


	11.
	Lamenta que los objetivos del marco estratégico de la UE para la igualdad, la inclusión y la participación de los gitanos no se persigan de manera más activa en los Estados miembros y no estén recibiendo una atención más sostenida en el proceso del Semestre Europeo, en particular en las recomendaciones específicas por país; hace hincapié en el objetivo del marco estratégico de reducir a la mitad la brecha de empleo entre la población gitana y la población en general y de garantizar que al menos el 60 % de dicha población tengan un trabajo remunerado de aquí a 2030; insta a los Estados miembros a que adopten un enfoque integrado y centrado en la igualdad y a que garanticen que las políticas y los servicios públicos lleguen eficazmente a todos los gitanos, incluidos los que se encuentran en zonas rurales y remotas;


	12.
	Recuerda con preocupación la persistente brecha de empleo entre personas con y sin discapacidad, que es de alrededor del 24 % y, por otra parte, el objetivo de la Unión de pasar de los cuidados institucionales a los cuidados basados en la comunidad o la familia para todas las personas de que se trate; pide a la Comisión que aborde la brecha de empleo entre personas con y sin discapacidad a través del Semestre Europeo, también en las recomendaciones específicas por país, y que actualice la Estrategia de la Unión sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad para 2021-2030 en consonancia con la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, con nuevas iniciativas emblemáticas, incluida una garantía europea de empleo y capacidades para las personas con discapacidad; reitera su llamamiento a la Comisión para que presente un plan de acción sobre la desinstitucionalización que abarque a todos los grupos que siguen viviendo en instituciones, incluidos los niños, las personas con discapacidad, las personas con problemas de salud mental y las personas sin hogar; subraya que los avances en materia de desinstitucionalización deben ser objeto de seguimiento en el marco del Semestre Europeo, y pide a los Estados miembros que hagan pleno uso del FSE+ y de otros fondos nacionales y de la Unión para finalizar este proceso, desarrollar servicios basados en la comunidad e invertir en prevención;


	13.
	Acoge con satisfacción la inclusión permanente del marco de convergencia social en el Semestre Europeo; destaca su importancia, junto con el cuadro de indicadores sociales, a la hora de detectar riesgos y hacer un seguimiento de los avances en materia de convergencia social al alza, reducir las desigualdades, reforzar los sistemas de protección social y promover condiciones de trabajo dignas y medidas de apoyo para garantizar la equidad en la transición; pide a la Comisión que siga desarrollando herramientas innovadoras de análisis cuantitativo y cualitativo en el contexto de este nuevo marco para hacer un uso óptimo de él en los futuros ciclos del Semestre Europeo; pide a la Comisión que analice los riesgos para la convergencia social al alza destacados en su informe conjunto sobre el empleo de 2025, incluidos los resultados en materia de empleo de los grupos infrarrepresentados, el abandono escolar prematuro y el aprendizaje de adultos, y la pobreza, en la segunda fase del análisis, y que debata con los Estados miembros de que se trate las medidas adoptadas o previstas para hacer frente a estos riesgos; señala que abordar los retos señalados en el informe conjunto sobre el empleo contribuirá a lograr una convergencia social al alza;


	14.
	Pide a la Comisión que mejore y actualice el cuadro de indicadores sociales, asegurándose de que refleje los factores impulsores y las repercusiones de la desigualdad, incluida la igualdad de oportunidades, el empleo de calidad, la distribución de la riqueza, el acceso a los servicios públicos y sociales, unas pensiones adecuadas, la vivienda y el sinhogarismo, la salud mental, la discriminación y las repercusiones sociales de la degradación ambiental y el cambio climático; pide a la Comisión que trate la pobreza de los ocupados como una señal de advertencia en el cuadro de indicadores sociales y que proponga recomendaciones específicas por país cuando persistan tales tendencias; subraya la necesidad de abordar los retos señalados como «críticos» o «en observación» en el cuadro de indicadores, como el abandono escolar prematuro, el sobrecoste de la vivienda, el impacto de las transferencias sociales, la brecha de empleo entre personas con y sin discapacidad, las necesidades de cuidados médicos no satisfechas declaradas, la atención a la infancia, las capacidades digitales básicas y la pobreza infantil; pide la inclusión de un índice de progreso social y del índice de igualdad de género para medir mejor la desigualdad, el acceso a las oportunidades y el bienestar utilizando datos desagregados; destaca la necesidad de disponer de datos y metodologías oportunos, armonizados y transparentes para mejorar la elaboración de políticas basadas en datos contrastados y las inversiones sociales específicas, así como para adaptar el cuadro de indicadores sociales a los veinte principios del pilar europeo de derechos sociales;


	15.
	Recuerda que el indicador de riesgo de pobreza o exclusión social no refleja suficientemente las causas profundas de la pobreza y las desigualdades complejas, en particular la inclusión de las personas que viven fuera de los hogares particulares, los aspectos cualitativos de la pobreza y las experiencias vividas de marginación, teniendo en cuenta al mismo tiempo que la pobreza va más allá de la insuficiencia de ingresos o la privación material; pide al Comité de Protección Social que colabore con las partes interesadas pertinentes en la renovación de la medida estadística sobre el riesgo de pobreza o exclusión social con el fin de ampliarla hacia una visión más sólida, desagregada y multidimensional de la pobreza y la exclusión social;


	16.
	Recuerda que la inversión social puede tener un impacto positivo en el crecimiento económico, la productividad y la competitividad, al tiempo que contribuye a la sostenibilidad presupuestaria y promueve la cohesión social al alza, las condiciones de vida y de trabajo y la inclusión de los grupos vulnerables; pide a la Comisión y a los Estados miembros que consideren la inversión social como fundamento del crecimiento sostenible y se centren en inversiones que hayan demostrado su eficacia en cuanto a crecimiento, productividad, calidad del empleo y aumento de la participación en el mercado laboral; pide a los Estados miembros que hagan un uso pleno y específico del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia hasta el 31 de diciembre de 2026 para abordar los retos señalados en las recomendaciones específicas por país; pide a la Comisión que proporcione orientaciones sobre el aprovechamiento de la inversión privada y las asociaciones público-privadas para colmar las lagunas en materia de infraestructuras sociales; acoge con satisfacción la puesta en marcha del Centro de Conocimientos sobre Inversión Social para mejorar el aprendizaje mutuo y la asistencia técnica, seguir mejorando la oportunidad y la disponibilidad de los indicadores sociales, reducir los retrasos en la evaluación de las tendencias de la pobreza y la desigualdad y mejorar el acceso de los Estados miembros a los datos para la evaluación de las políticas y la evaluación de impacto;


	17.
	Recuerda que la economía social es un componente clave de la inversión social, que desempeña un papel único en el desarrollo de soluciones inclusivas e innovadoras a nivel local, contribuyendo a la creación de empleo de calidad, a la prestación de servicios sociales y de proximidad asequibles y accesibles, y a las transiciones ecológica y digital; observa que el apoyo público a la economía social es fuerte, ya que el 88 % de los encuestados del Eurobarómetro apoyan estrategias y legislación para promoverla; pide a la Comisión y a los Estados miembros que refuercen sus condiciones marco facilitando el acceso a la financiación, ofreciendo oportunidades de desarrollo de capacidades y garantizando su visibilidad, y que reflejen los objetivos del plan de acción para la economía social en el Semestre Europeo, también mediante recomendaciones específicas por país y el uso específico de los fondos de la Unión;


	18.
	Hace hincapié en que el Plan Europeo de Vivienda Asequible de la Comisión debe integrarse mejor en el Semestre Europeo, prestando mayor atención a las recomendaciones específicas por país sobre vivienda asequible, digna y sostenible, en particular para los grupos de renta baja y media, las personas con discapacidad y las personas mayores; pide que se refuerce el seguimiento de los avances de los Estados miembros a la hora de garantizar el acceso a una vivienda adecuada, segura y no segregada para las comunidades gitanas que sufren pobreza extrema; recuerda a los signatarios de la Declaración de Lisboa sobre la Plataforma Europea para Combatir el Sinhogarismo el objetivo de erradicar el sinhogarismo de aquí a 2030; pide a los Estados miembros que combinen medidas que aumenten la oferta, reduzcan los costes de construcción y aborden la escasez de mano de obra en el sector de la construcción y la vivienda con un apoyo a la demanda que permita a las personas, en particular a los hogares en situaciones vulnerables, acceder a una vivienda asequible, digna y sostenible; subraya que las estrategias de inversión y los planes presupuestarios estructurales nacionales a medio plazo deben apoyar la vivienda social y asequible, la prevención y la reducción del sinhogarismo y la renovación de edificios para reducir la pobreza energética y mejorar las condiciones de la vivienda, en particular para los hogares vulnerables; recuerda que el Fondo Social para el Clima proporcionará financiación a los Estados miembros a partir de 2026 para apoyar a los hogares y las microempresas vulnerables;


	19.
	Hace hincapié en que la inversión en una educación y un aprendizaje permanente accesibles y de alta calidad es una inversión social estratégica esencial para la cohesión, la inclusión y la preparación de la mano de obra para las transiciones ecológica y digital y las necesidades de la Unión relacionadas con la defensa, también mediante la educación y formación profesionales y la formación de aprendices; acoge con satisfacción la propuesta de Recomendación del Consejo sobre el capital humano en la Unión Europea y la atención que presta a abordar la escasez de capacidades, el uso de información estratégica sobre capacidades para el diseño de estrategias en esta materia y el desarrollo de un amplio conjunto de capacidades básicas, como las de alfabetización digital y en materia de ciudadanía y de IA, para preparar a las personas para la vida moderna; reconoce que una inversión insuficiente en capital humano dificulta la innovación, la competitividad y la capacidad de las personas para desarrollar todo su potencial;


	20.
	Subraya la necesidad de que las iniciativas de la Unión en materia de escasez de capacidades presten un mayor apoyo a unos sistemas de educación y formación integrales e inclusivos, también mediante políticas activas del mercado de trabajo, cuentas de aprendizaje individuales y microcredenciales, y el refuerzo de los procedimientos para la validación del aprendizaje no formal e informal; destaca, además, la importancia de mejorar y facilitar una movilidad laboral justa dentro de la Unión y del papel de la migración legal y el reconocimiento de las cualificaciones extranjeras para abordar la escasez de capacidades; expresa su preocupación por el hecho de que la participación de los adultos en actividades de formación siga estando muy por debajo del objetivo del 60 % en la mayoría de los Estados miembros, en particular entre los trabajadores poco cualificados, los trabajadores de más edad, los nacionales de terceros países y las personas con discapacidad; pide a la Comisión que presente soluciones concretas a la escasez de capacidades y que aborde los retos persistentes en el próximo paquete de movilidad laboral justa, garantizando que la próxima iniciativa de portabilidad de las capacidades aborde los obstáculos actuales al reconocimiento de capacidades;


	21.
	Cree firmemente que un derecho individual de los trabajadores a la formación en horario laboral que aborde los principales obstáculos a la continuación de la formación puede garantizar un reciclaje o perfeccionamiento profesionales de calidad, la formación de los trabajadores y el apoyo a la planificación de la carrera, con el fin de asegurar una oferta previsible y estable de trabajadores cualificados a los empleadores; destaca la necesidad de abordar el obstáculo de los costes garantizando que la formación sea gratuita para los trabajadores, con el apoyo de financiación, incentivos fiscales y asociaciones; subraya que las instituciones nacionales y los interlocutores sociales son responsables de la formación de los trabajadores y pone de relieve su papel esencial en la aplicación del derecho a la formación; pide, a este respecto, a los Estados miembros que prioricen y promuevan programas de formación desarrollados conjuntamente por los trabajadores y sus empleadores, garantizando que el perfeccionamiento y el reciclaje profesionales respondan a la demanda real del mercado y contribuyan a la progresión profesional; pide a la Comisión que estudie y publique orientaciones sobre la manera en que las asociaciones público-privadas entre los Estados miembros y las empresas pueden financiar la formación, el reciclaje y el perfeccionamiento profesionales de los trabajadores, en particular el derecho individual a la formación de los trabajadores;


	22.
	Subraya que la equidad intergeneracional debe convertirse en un componente estructural del Semestre Europeo; pide a la Comisión que, como parte de su estrategia de equidad intergeneracional, integre indicadores sobre el bienestar de los jóvenes y las personas mayores, el acceso a empleos de calidad, la asequibilidad y la disponibilidad de vivienda, la accesibilidad física, la adecuación de la renta mínima y las pensiones, el acceso a servicios de salud mental de calidad y a una educación y unas capacidades de alta calidad en el marco de evaluación del Semestre Europeo, y que evalúe los efectos distributivos y a largo plazo de las recomendaciones presupuestarias y de reforma; pide a la Comisión que evalúe las repercusiones económicas, ambientales y sociales a largo plazo de las recomendaciones políticas, incluida la falta de inversión, en las generaciones futuras; destaca la necesidad de integrar mejor los efectos de la transformación demográfica y el aumento de la longevidad en el Semestre Europeo; subraya que el cambio demográfico requiere políticas para aumentar la participación de la población activa; destaca la necesidad de medidas que apoyen el envejecimiento activo y garanticen la sostenibilidad a largo plazo de los sistemas de pensiones y asistenciales; considera que las recomendaciones específicas por país deben promover pensiones que garanticen una vida digna, el bienestar, el acceso a una asistencia sanitaria de calidad y asequible y la prevención para todos;


	23.
	Subraya que, en el marco del Semestre Europeo, el gasto en defensa debe planificarse de manera coordinada, eficiente, transparente y europea para maximizar los beneficios sociales; hace hincapié en que la inversión relacionada con la seguridad debe contemplar la resiliencia de la sociedad, incluidas las infraestructuras con elevados beneficios civiles, la protección social, la educación cívica, la resiliencia democrática y la protección contra la desinformación, reconociendo que la estabilidad social y la confianza democrática son componentes importantes de la arquitectura de seguridad de Europa y deben reflejarse en el análisis de las necesidades de reforma e inversión a largo plazo realizado en el marco del Semestre;


	24.
	Subraya que las recomendaciones del Semestre Europeo en 2026 serán cruciales para configurar el próximo marco financiero plurianual; considera que las reformas e inversiones deben seleccionarse por su eficiencia y eficacia a la hora de abordar las recomendaciones específicas por país pertinentes; advierte de que, para que la financiación de la Unión esté vinculada a las orientaciones del Semestre, estas deben ser socialmente equilibradas y estar plenamente en consonancia con el pilar europeo de derechos sociales, y los agentes regionales y locales deben desempeñar un papel importante en el desembolso de los fondos; observa con preocupación, a este respecto, la propuesta de gasto social de la Comisión, que corre el riesgo de diluir la atención prestada a los objetivos sociales y de empleo, y pide un FSE+ independiente y reforzado con concentraciones temáticas;


	25.
	Considera que el modelo social de la Unión forma parte integrante de su competitividad y que la necesaria simplificación de la carga administrativa para las empresas debe preservar y garantizar los derechos sociales; hace hincapié en que la calidad del empleo y la competitividad no relacionada con los costes, como la vinculada a la calidad de los productos y servicios, también puede contribuir a la productividad y el aumento de los salarios; subraya la importancia de proporcionar una mayor claridad, proporcionalidad y seguridad jurídica, en particular a las pequeñas y medianas empresas y los profesionales autónomos, y hace hincapié en que estos enfoques deben respetar la diversidad de modelos del mercado de trabajo en los Estados miembros, a la vez que apoyan la actividad económica sostenible y la creación de empleo de calidad;


	26.
	Apoya un proceso del Semestre Europeo más democrático, en el que el Parlamento participe activamente en el establecimiento de las prioridades de política económica y social y la adopción de decisiones de gobernanza económica; insiste en que la formulación, el control y el seguimiento de las reformas nacionales deben contar sistemáticamente con los interlocutores sociales, las organizaciones de la sociedad civil y los agentes regionales y locales, con el tiempo y la transparencia adecuados; insta a la Comisión y a los Estados miembros a que garanticen su participación adecuada en todas las fases del análisis, también en el marco de la convergencia social, con el fin de reforzar la apropiación y garantizar que los derechos sociales de la Unión sean una realidad sobre el terreno; hace hincapié en que el respeto del principio de subsidiariedad y de las competencias nacionales sigue siendo fundamental para el Semestre Europeo; recuerda la necesidad de que la Comisión vele por que el Semestre Europeo y el marco de gobernanza económica de la Unión evalúen los efectos de las reformas recomendadas en la igualdad de género y la integración de las mujeres en el mercado de trabajo, y promueva la inversión en servicios públicos e infraestructuras asistenciales de calidad;


	27.
	Llama la atención sobre la falta de una metodología transparente para la formulación de las recomendaciones específicas por país y de claridad sobre los criterios utilizados para su selección; advierte de que esto socava la rendición de cuentas y corre el riesgo de dar un trato desigual a los Estados miembros; pide a la Comisión que garantice la plena transparencia de los procedimientos y la toma de decisiones interna, incluidas las direcciones generales implicadas, y refuerce la rendición de cuentas y el intercambio de información con el Parlamento; expresa su preocupación por el hecho de que el cumplimiento de las recomendaciones específicas por país siga siendo persistentemente bajo; pide a los Estados miembros que aborden mejor las recomendaciones en los ámbitos del empleo y las políticas sociales; pide a la Comisión que refuerce su diálogo con los Estados miembros sobre la aplicación de las recomendaciones existentes y las orientaciones para las políticas de empleo, incluido el seguimiento dado a las acciones políticas actuales y previstas;


	28.
	Encarga a su presidenta que transmita la presente Resolución al Consejo y a la Comisión.
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III. SENTENCIAS Y AUTOS  DEL TJUE
1. Documento 62025CA0216

Asunto C-216/25, GSP Offshore: Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Décima) de 11 de junio de 2026 (petición de decisión prejudicial planteada por la Curtea de Apel Constanţa – Rumanía) – ZN / GSP Offshore SRL (Procedimiento prejudicial – Política social – Transmisión de empresas – Mantenimiento de los derechos de los trabajadores – Directiva 2001/23/CE – Artículo 3, apartado 1 – Transferencia al cesionario de las obligaciones que resultan de un contrato de trabajo existente en la fecha de la transmisión de la empresa – Facultad de que los Estados miembros establezcan la responsabilidad solidaria de cedente y cesionario – Artículo 8 – Aplicación de disposiciones nacionales más favorables para los trabajadores – Transferencia de la obligación de pagar derechos salariales no abonados por el cedente – Posibilidad de aplicar una disposición nacional que supedita la transferencia de una obligación al consentimiento del acreedor)
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	C/2026/3974
	3.8.2026


Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Décima) de 11 de junio de 2026 (petición de decisión prejudicial planteada por la Curtea de Apel Constanţa – Rumanía) – ZN / GSP Offshore SRL
(Asunto C-216/25,  (1) GSP Offshore)
(Procedimiento prejudicial - Política social - Transmisión de empresas - Mantenimiento de los derechos de los trabajadores - Directiva 2001/23/CE - Artículo 3, apartado 1 - Transferencia al cesionario de las obligaciones que resultan de un contrato de trabajo existente en la fecha de la transmisión de la empresa - Facultad de que los Estados miembros establezcan la responsabilidad solidaria de cedente y cesionario - Artículo 8 - Aplicación de disposiciones nacionales más favorables para los trabajadores - Transferencia de la obligación de pagar derechos salariales no abonados por el cedente - Posibilidad de aplicar una disposición nacional que supedita la transferencia de una obligación al consentimiento del acreedor)

(C/2026/3974)

Lengua de procedimiento: rumano

Órgano jurisdiccional remitente
Curtea de Apel Constanța

Partes en el procedimiento principal
Parte demandante: ZN

Parte demandada: GSP Offshore SRL

Fallo
	1)
	El artículo 3, apartado 1, de la Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de transmisión de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad,

debe interpretarse en el sentido de que

se opone a que, en el marco de una transmisión de empresa, a los efectos de dicha Directiva, y en relación con el pago de derechos salariales no abonados por el cedente, se aplique una disposición nacional que supedita la transferencia de una obligación entre dos deudores al consentimiento del acreedor, de modo que la transferencia al cesionario de las obligaciones del cedente relativas al pago de esos derechos salariales esté supeditada al consentimiento del trabajador afectado, y ello con independencia de que dicha disposición nacional presente un carácter general o especial.


	2)
	El artículo 8 de la Directiva 2001/23

debe interpretarse en el sentido de que

se opone a que, en el marco de una transmisión de empresa, a los efectos de dicha Directiva, y en relación con el pago de derechos salariales no abonados por el cedente, se aplique una disposición nacional que supedita la transferencia de una obligación entre dos deudores al consentimiento del acreedor, de modo que la transferencia al cesionario de las obligaciones del cedente relativas al pago de esos derechos salariales esté supeditada al consentimiento del trabajador afectado.




(1)  DO C, C/2025/3496.

2. Documento 62024CA0484

Asunto C-484/24, NTH Haustechnik: Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 18 de junio de 2026 (petición de decisión prejudicial planteada por el Landesarbeitsgericht Niedersachsen – Alemania) – NTH Haustechnik GmbH / EM [Procedimiento prejudicial – Protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales – Reglamento (UE) 2016/679 – Artículo 5, apartado 1, letra e) – Limitación del plazo de conservación – Artículo 6, apartado 1, párrafo primero, letra e) – Licitud, en relación con un contrato laboral, del tratamiento de dichos datos en el marco de un procedimiento judicial – Artículo 17, apartado 3, letra e) – Inexistencia de la obligación de suprimir esos datos cuando el tratamiento sea necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones – Datos obtenidos por el empresario para demostrar un incumplimiento grave de sus obligaciones por parte del empleado – Utilización de pruebas obtenidas ilegalmente]

ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/4149/oj
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	C/2026/4149
	10.8.2026


Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 18 de junio de 2026 (petición de decisión prejudicial planteada por el Landesarbeitsgericht Niedersachsen – Alemania) – NTH Haustechnik GmbH / EM
(Asunto C-484/24,  (1) NTH Haustechnik)
(Procedimiento prejudicial - Protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales - Reglamento (UE) 2016/679 - Artículo 5, apartado 1, letra e) - Limitación del plazo de conservación - Artículo 6, apartado 1, párrafo primero, letra e) - Licitud, en relación con un contrato laboral, del tratamiento de dichos datos en el marco de un procedimiento judicial - Artículo 17, apartado 3, letra e) - Inexistencia de la obligación de suprimir esos datos cuando el tratamiento sea necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones - Datos obtenidos por el empresario para demostrar un incumplimiento grave de sus obligaciones por parte del empleado - Utilización de pruebas obtenidas ilegalmente)

(C/2026/4149)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente
Landesarbeitsgericht Niedersachsen

Partes en el procedimiento principal
Demandante: NTH Haustechnik GmbH

Demandada: EM

Fallo
	1)
	El artículo 6, apartados 1, párrafo primero, letra c), y 3, del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), en relación con los artículos 8, apartado 2, y 52 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,

debe interpretarse en el sentido de que

no se opone a una normativa nacional que, por lo que respecta al tratamiento de datos personales efectuado en el examen de los hechos y en la práctica de la prueba por un órgano jurisdiccional, se limita a establecer que corresponde a las partes presentar elementos de hecho detallados y veraces y a obligar al órgano jurisdiccional a tomarlos íntegramente en consideración, en su caso, antes de apreciarlos, sin indicar las circunstancias y las condiciones en las que el órgano jurisdiccional puede utilizar los hechos alegados y las pruebas aportadas por las partes en los que se contienen datos personales, siempre que exista una jurisprudencia nacional clara, precisa y de aplicación previsible que establezca ella misma las circunstancias y las condiciones en las que el órgano jurisdiccional puede utilizar los hechos alegados y las pruebas aportadas por las partes en los que se contienen datos personales, que esa jurisprudencia cumpla un objetivo de interés público y que sea proporcionada a este.


	2)
	El artículo 17, apartado 3, letra e), del Reglamento 2016/679

debe interpretarse en el sentido de que

esta disposición no establece una condición alternativa de licitud que pueda cumplir un tratamiento para ser conforme con el artículo 5, apartado 1, letra a), de dicho Reglamento y que se distinga de las enumeradas en el artículo 6, apartado 1, párrafo primero, de ese Reglamento.


	3)
	El artículo 5, apartado 1, letra c), del Reglamento 2016/679, en relación con el artículo 52, apartado 1, segunda frase, de la Carta de los Derechos Fundamentales,

debe interpretarse en el sentido de que

el principio de «minimización de datos» no exige al órgano jurisdiccional que, en cada tratamiento de datos personales que lleve a cabo, vele por que se respete el principio de proporcionalidad, asegurándose de que los datos que se tratan en ese caso permiten alcanzar el objetivo perseguido por dicho tratamiento, y para ello son estrictamente necesarios, y de que la gravedad de la injerencia en los derechos fundamentales que conlleva la consideración de esos datos a efectos de realizar el tratamiento guarda relación con el interés que presenta, para ese órgano jurisdiccional, el recurso a esos datos para realizar el mencionado tratamiento, siempre que se cumplan las condiciones previstas en el artículo 5, apartado 1, letra c), del Reglamento 2016/679.


	4)
	Los artículos 7 y 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales, el artículo 5, apartado 1, del Reglamento 2016/679, el artículo 6, apartado 1, párrafo primero, letra c), de este Reglamento, en relación con su apartado 3, y el principio de «minimización de datos»

deben interpretarse en el sentido de que

no se oponen a que un juez nacional utilice pruebas que contienen datos personales obtenidos vulnerando el derecho a la protección de la vida privada y el derecho a la protección de los datos personales por la parte que se las transmitió, cuando dicha parte no tiene un interés legítimo en ese tratamiento que vaya más allá del mero interés probatorio de los hechos alegados. En cambio, antes de divulgar esos datos a las demás partes o a terceros, el órgano jurisdiccional debe comprobar que esos datos se limitan a lo necesario en relación con los fines para los que se realiza la divulgación y, en su caso, debe adoptar determinadas medidas para minimizar el menoscabo al derecho a la protección de los datos personales que puede conllevar tal divulgación.


	5)
	El artículo 13, apartados 1 y 2, del Reglamento 2016/679

debe interpretarse en el sentido de que

no se opone a que un órgano jurisdiccional nacional utilice, en el ejercicio de su función judicial, datos obtenidos por una parte o un tercero que incumplió las obligaciones de información que les incumben en virtud de dicha disposición.


	6)
	El Reglamento 2016/679

debe interpretarse en el sentido de que

un órgano jurisdiccional está obligado, en el ejercicio de su función judicial, a velar por el cumplimiento de ese Reglamento cuando trata datos personales relativos a terceros al procedimiento. El Derecho de la Unión no exige que una de las partes en dicho procedimiento pueda invocar que tales datos fueron recogidos o conservados ilícitamente, en el sentido del citado Reglamento, por la otra parte, vulnerando los derechos que ese Reglamento confiere a esos terceros.




(1)  DO C, C/2024/6402.
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ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/4150/oj
	Diario Oficial
de la Unión Europea
	ES

Serie C




	
	C/2026/4150
	10.8.2026


Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta) de 18 de junio de 2026 (petición de decisión prejudicial planteada por el Consiglio di Stato – Italia) – BG / Ministero della Difesa
[Asunto C-522/24,  (1) Ministero della Difesa (Obligación de vacunación de los militares)]
(Procedimiento prejudicial - Política social - Igualdad de trato en el empleo y la ocupación - Directiva 2000/78/CE - Artículo 1 - Objeto - Artículo 2, apartado 2, letras a) y b) - Prohibición de discriminación por motivos de convicciones - Normativa nacional que obliga a los militares a vacunarse contra el virus SARS-CoV-2 - Diferencia de trato basada en la pertenencia a una categoría profesional - Concepto de «convicciones»)

(C/2026/4150)

Lengua de procedimiento: italiano

Órgano jurisdiccional remitente
Consiglio di Stato

Partes en el procedimiento principal
Demandante: BG

Demandada: Ministero della Difesa

con intervención de: Presidenza del Consiglio dei Ministri

Fallo
	1)
	El artículo 2, apartado 2, letra a), de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación,

debe interpretarse en el sentido de que

no se opone a una normativa nacional que establece la vacunación obligatoria del personal militar como requisito para poder ejercer su actividad profesional, mientras que el personal civil que ejerce sus funciones en el mismo entorno y en un contexto sanitario análogo no está sujeto a tal obligación, puesto que tal diferencia de trato no está comprendida en el ámbito de aplicación de ese artículo 2, apartado 2, letra a).


	2)
	El artículo 2, apartado 2, letra b), de la Directiva 2000/78

debe interpretarse en el sentido de que

no se opone, por motivos de discriminación indirecta por razón de convicciones, a una normativa nacional que impone, como requisito para poder ejercer su actividad profesional, la vacunación obligatoria a un militar que, a diferencia, en particular, de los demás militares que ejercen sus funciones en el mismo entorno, cuestiona tal vacunación, cuando los motivos de ese cuestionamiento constituyen opiniones en materia de salud pública que no están cubiertas por el concepto de «convicciones», en el sentido de esa Directiva, de modo que tal diferencia de trato no está comprendida en el ámbito de aplicación de ese artículo 2, apartado 2, letra b).




(1)  DO C, C/2024/6080.

4. Documento 62024CA0880

Asunto C-880/24 P: Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Novena) de 18 de junio de 2026 – VK / Comisión (Recurso de casación – Función pública – Agente temporal – Estatuto de los Funcionarios de la Unión Europea – Artículo 77 – Artículo 11, apartado 2, del anexo VIII – Artículo 5, apartado 1, párrafo sexto, de las disposiciones generales de aplicación de los artículos 11 y 12 del anexo VIII del Estatuto, relativos a la transferencia de los derechos a pensión – Pensión de jubilación – Derechos de pensión adquiridos antes de la incorporación al servicio de la Unión Europea – Plazo para la presentación de una solicitud de transferencia al régimen de pensiones de las instituciones de la Unión – Denegación de la solicitud de transferencia presentada fuera de plazo – Circunstancias excepcionales – Pandemia de COVID-19)

ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/4155/oj
	Diario Oficial
de la Unión Europea
	ES
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	C/2026/4155
	10.8.2026


Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Novena) de 18 de junio de 2026 – VK / Comisión
(Asunto C-880/24 P)  ( 1 )
(Recurso de casación - Función pública - Agente temporal - Estatuto de los Funcionarios de la Unión Europea - Artículo 77 - Artículo 11, apartado 2, del anexo VIII - Artículo 5, apartado 1, párrafo sexto, de las disposiciones generales de aplicación de los artículos 11 y 12 del anexo VIII del Estatuto, relativos a la transferencia de los derechos a pensión - Pensión de jubilación - Derechos de pensión adquiridos antes de la incorporación al servicio de la Unión Europea - Plazo para la presentación de una solicitud de transferencia al régimen de pensiones de las instituciones de la Unión - Denegación de la solicitud de transferencia presentada fuera de plazo - Circunstancias excepcionales - Pandemia de COVID-19)

(C/2026/4155)

Idioma de procedimiento: italiano

Partes
Recurrente: VK (representante: M. Velardo, abogada)

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea (representantes: C. Biz y L. Hohenecker, agentes)

Fallo
	1)
	Desestimar el recurso de casación.


	2)
	Condenar a VK a cargar, además de con sus propias costas, con las costas en que haya incurrido la Comisión Europea.




( 1 )   DO C, C/2025/2352.
5. Documento 62025CA0409

Asunto C-409/25 P: Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Décima) de 2 de julio de 2026 – CL / Comisión (Recurso de casación – Función Pública – Funcionarios – Procedimiento de invalidez – Comisión de invalidez – Negativa a reconocer el origen profesional de la invalidez – Reclamación – Presentación de documentos médicos después de la fecha de las conclusiones de la comisión de invalidez – Improcedencia – Regularidad del procedimiento – Obligación de motivación)

ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/4471/oj
	Diario Oficial
de la Unión Europea
	ES

Serie C




	
	C/2026/4471
	31.8.2026


Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Décima) de 2 de julio de 2026 – CL / Comisión
(Asunto C-409/25 P)  (1)
(Recurso de casación - Función Pública - Funcionarios - Procedimiento de invalidez - Comisión de invalidez - Negativa a reconocer el origen profesional de la invalidez - Reclamación - Presentación de documentos médicos después de la fecha de las conclusiones de la comisión de invalidez - Improcedencia - Regularidad del procedimiento - Obligación de motivación)

(C/2026/4471)

Lengua de procedimiento: francés

Partes
Demandante: CL (representante: N. Flandin, abogada)

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea (representantes: J.-F. Brakeland y K. Talabér-Ritz, agentes)

Fallo
	1)
	Desestimar el recurso de casación.


	2)
	CL cargará, además de con sus propias costas, con las de la Comisión Europea.




(1)  DO C, C/2025/4741.

6. Documento 62025TB0192

Asunto T-192/25: Auto del Tribunal General de 9 de julio de 2026 – AW/Parlamento (Función pública – Funcionarios – Seguridad social – Artículo 73 del Estatuto de los Funcionarios – Seguro de accidentes y enfermedades profesionales – Denegación del reembolso de gastos médicos – Plazo para recurrir – Extemporaneidad – Inadmisibilidad)

ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/4495/oj
	Diario Oficial
de la Unión Europea
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	C/2026/4495
	31.8.2026


Auto del Tribunal General de 9 de julio de 2026 – AW/Parlamento
(Asunto T-192/25)  (1)
(Función pública - Funcionarios - Seguridad social - Artículo 73 del Estatuto de los Funcionarios - Seguro de accidentes y enfermedades profesionales - Denegación del reembolso de gastos médicos - Plazo para recurrir - Extemporaneidad - Inadmisibilidad)

(C/2026/4495)

Lengua de procedimiento: portugués

Partes
Demandante: AW (representante: J. Martins, abogado)

Demandada: Parlamento Europeo (representantes: M. Mão Cheia Carreira y A. Krachler, agentes)

Objeto
Mediante su recurso, basado en el artículo 270 TFUE, el demandante solicita la anulación de la Decisión de 21 de marzo de 2024, mediante la que la jefa de la Unidad de Pensiones y Seguros Sociales del Parlamento Europeo aceptó parcialmente la reapertura de un expediente relativo a un accidente, y de la Decisión del Secretario General del Parlamento de 9 de diciembre de 2024, mediante la que este desestimó la solicitud del demandante presentada el 22 de julio de 2024, calificada como «reclamación».

Fallo
	1)
	Declarar la inadmisibilidad del recurso.


	2)
	Condenar en costas a AW.




(1)   DO C, C/2025/3063 de 10.6.2025.

7. Documento 62026TB0236

Asunto T-236/26 R: Auto del Presidente del Tribunal General de 13 de julio de 2026 – RY/BEI (Procedimiento sobre medidas provisionales – Función pública – Personal del BEI – Decisión del BEI por la que se deniega la solicitud de la demandante de teletrabajar a tiempo completo desde París y se le proponen ajustes razonables – Artículo 5 de la Directiva 2000/78/CE – Solicitud de suspensión de la ejecución y de medidas provisionales – Fumus boni juris – Urgencia – Ponderación de los intereses)

ELI: http://data.europa.eu/eli/C/2026/4498/oj
	C/2026/4498
	31.8.2026


Auto del Presidente del Tribunal General de 13 de julio de 2026 – RY/BEI
(Asunto T-236/26 R)
(Procedimiento sobre medidas provisionales - Función pública - Personal del BEI - Decisión del BEI por la que se deniega la solicitud de la demandante de teletrabajar a tiempo completo desde París y se le proponen ajustes razonables - Artículo 5 de la Directiva 2000/78/CE - Solicitud de suspensión de la ejecución y de medidas provisionales - Fumus boni juris - Urgencia - Ponderación de los intereses)

(C/2026/4498)

Lengua de procedimiento: francés

Partes
Demandante: RY (representante: L. Levi, abogada)

Demandada: Banco Europeo de Inversiones (representantes: A. Geppert-Luciani, P. Hecker y C. Pierre, agentes)

Objeto
Mediante su demanda basada, en los artículos 278 TFUE y 279 TFUE, la demandante solicita, por una parte, la suspensión de la ejecución de la decisión del Banco Europeo de Inversiones (BEI) de 5 de marzo de 2026 por la que se deniega su solicitud de teletrabajar a tiempo completo desde París (Francia) y se le proponen ajustes razonables a partir del 1 de mayo de 2026 y, por otra parte, con carácter principal, la adopción de medidas provisionales consistentes en mantener la organización anterior que le permite ejercer sus funciones en un 100 % desde París, hasta que se resuelva el recurso en cuanto al fondo y, con carácter subsidiario, que se ordene la realización de una evaluación médica independiente, con el fin de permitir una apreciación informada de su situación.

Fallo
	1)
	Suspender la ejecución de la decisión del Banco Europeo de Inversiones (BEI) de 5 de marzo de 2026 por la que se deniega la solicitud de teletrabajar a tiempo completo desde París (Francia) presentada por RY y se le proponen ajustes razonables aplicables a partir del 1 de mayo de 2026.


	2)
	Revocar el auto de 15 de abril de 2026, RY/BEI (T-236/26 R).


	3)
	Reservar la decisión sobre las costas.


IV. NORMAS LABORALES Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL
1. Orden TES/804/2026, de 23 de julio, por la que se aprueba la Política de Seguridad de la Información y de los Servicios en el ámbito de la administración digital del Ministerio de Trabajo y Economía Social y se crea el Comité de Seguridad de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones del departamento (BOE 1-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16757
2. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se regula la tramitación del procedimiento de reconocimiento de las prestaciones por desempleo reguladas en el Real Decreto-ley 20/2026, de 29 de julio, por el que se establecen medidas urgentes de protección laboral y social frente a los incendios forestales (BOE 1-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16822
3. Resolución de 29 de julio de 2026, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se publica el Acuerdo de encomienda de gestión a la Universidad Nacional de Educación a Distancia, para realizar actuaciones referidas a las entidades y centros de formación que se integren en el Registro Estatal de Entidades de Formación del Sistema Nacional de Empleo para impartir, en la modalidad de teleformación, especialidades formativas incluidas en el catálogo de especialidades formativas en el ámbito competencial del Servicio Público de Empleo Estatal y de las Comunidades Autónomas que se adhieran al mismo(BOE 5-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17062
4. Resolución de 30 de julio de 2026, conjunta de las Subsecretarías de Trabajo y Economía Social y de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, por la que se aprueba la actualización de las Cartas de Servicios de las Consejerías de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social (BOE 10-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17489
5. Resolución de 5 de agosto de 2026, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Secretaría de Estado de Migraciones y la Sociedade Espanhola de Beneficencia de Río de Janeiro, sobre la prestación de asistencia médica subvencionada a los emigrantes españoles residentes en la región de Río de Janeiro que carezcan de recursos suficientes (BOE 12-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17619
6. Resolución de 5 de agosto de 2026, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Acuerdo de encomienda de gestión de la Subsecretaría a la Dirección General de Atención Humanitaria y del Sistema de Acogida de Protección Internacional del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, para la notificación de los actos de trámite y de las resoluciones de protección internacional derivadas de los Reglamentos (UE) 2024/1348 y (UE) 2024/1351 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, dictados en el marco del procedimiento fronterizo de asilo (BOE 12-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17614
7. Resolución de 13 de agosto de 2026, de la Dirección General de Transporte por Carretera y Ferrocarril, por la que se exceptúa temporalmente el cumplimiento de las normas de tiempos de conducción y descanso en los transportes de viajeros (BOE 15-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17811
TEXTO ORIGINAL

El Reglamento (CE) n.º 561/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de marzo de 2006 relativo a la armonización de determinadas disposiciones en materia social en el sector de los transportes por carretera y por el que se modifican los Reglamentos (CEE) n.º 3821/85 y (CE) n.º 2135/98 del Consejo y se deroga el Reglamento (CEE) n.º 3820/85 del Consejo, establece normas sobre el tiempo de conducción, las pausas y los períodos de descanso para los conductores dedicados al transporte por carretera de mercancías y viajeros, con el fin de armonizar las condiciones de competencia entre modos de transporte terrestre, especialmente en lo que se refiere al sector de la carretera, y de mejorar las condiciones de trabajo y la seguridad vial. El Reglamento tiene también como objetivo mejorar las prácticas de control y de aplicación en los Estados miembros, así como mejorar las prácticas laborales en el sector del transporte por carretera.

El Capítulo II del reglamento regula en sus artículos 6 a 9 los tiempos de conducción, pausas y periodos de descanso de los conductores que realizan los transportes de mercancías y viajeros incluidos en su aplicación.

El artículo 14.2, prevé que, en caso de urgencia, los Estados miembros puedan establecer excepciones temporales de lo dispuesto en los artículos 6 a 9, por un plazo máximo de treinta días, lo que se debe comunicar inmediatamente a la Comisión.

Este artículo está diseñado para permitir a los Estados miembros hacer frente a situaciones que presentan unas circunstancias excepcionales y repentinas que son inevitables y que no pueden preverse, en las que inesperadamente se hace imposible aplicar las disposiciones del Reglamento en su totalidad por un corto periodo de tiempo.

El día 22 de julio de 2026, se produjo un incendio forestal en el término municipal de Burgohondo (Ávila), llegando a convertirse en uno de los mayores incendios forestales registrados en España. Desde ese mismo momento se activaron los servicios de extinción de incendios forestales y los correspondientes órganos de coordinación de emergencias de la Junta de Castilla y León, con la incorporación progresiva de medios estatales y autonómicos, colaborando todas las Administraciones al efecto. La rápida propagación del incendio, agravada por las condiciones meteorológicas adversas y por la afección a numerosos núcleos de población, obligó a incrementar progresivamente los medios materiales y personales destinados a la protección de las personas y bienes amenazados por el fuego.

Asimismo, el miércoles 29 de julio de 2026 se declaró un incendio en el municipio de Fermoselle (Zamora) llegando a las inmediaciones de varias poblaciones cuyos vecinos tuvieron que ser desalojados o realojados, para lo cual la Junta de Castilla y León requirió la ayuda de varias entidades operadoras del transporte de viajeros, paliando de ese modo los efectos de los incendios producidos en la provincia de Zamora.

A fin de mitigar los efectos que se pueden derivar de lo anterior, es necesario establecer una serie de excepciones temporales.

Se considera que esta situación constituye un caso urgente de los mencionados en el apartado 2, del artículo 14 del Reglamento CE n.º 561/2006 y, en virtud de la potestad otorgada a los Estados Miembros por este mismo artículo,.
8. Resolución de 29 de agosto de 2026, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se corrigen errores en la de 23 de junio de 2026, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, de 15 de junio de 2026, por el que se afirma un mapa global de los servicios y prestaciones de los sistemas públicos de servicios sociales en España, se identifica el listado del conjunto de servicios y prestaciones mínimo común y sus características básicas, y se establece el mecanismo de trabajo para el seguimiento, actualización y revisión de ambos, en el marco de los objetivos comunes de modernizar y reforzar la red pública de sistemas de servicios sociales (BOE 31-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-18362
V. CONVENIOS COLECTIVOS
1. Resolución de 17 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Horse Powertrain Spain, SL (BOE 4-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16990
2. Resolución de 22 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acta de la Comisión Paritaria, en relación a las tablas salariales de 2025 y 2026, del VIII Convenio colectivo estatal para las empresas de gestión y mediación inmobiliaria (BOE 5-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17058
3. Resolución de 22 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo Marco del sector de distribución comercial de alimentación (BOE 5-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17059
4. Resolución de 22 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el V Convenio colectivo de Euro Depot España, SAU (BOE 5-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17060
5. Resolución de 22 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el XXIV Convenio colectivo de Contratas Ferroviarias (BOE 5-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17061
6. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Fujitsu Technology Solutions, S.A.U (BOE 6-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17164
7. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del V Convenio colectivo estatal de reforma juvenil y protección de menores (BOE 10-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17490
8. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de modificación del XXIII Convenio colectivo de ámbito estatal para las industrias extractivas, industrias del vidrio, industrias cerámicas y para las del comercio exclusivista de los mismos materiales (BOE 10-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17491
9. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional relativa al III Convenio colectivo de ámbito estatal del sector de Contact Center(BOE 10-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17492
FUNDAMENTOS DE DERECHO

Cuarto.

Contra esta sentencia, sin perjuicio de su ejecutividad, cabe recurso ordinario de casación conforme el artículo 206.1 LRJS.

En virtud de lo expuesto y vistos los preceptos legales citados y demás de general aplicación

FALLAMOS

Estimamos las demandas presentadas por UGT, CC. OO., CIG y USO, a las que se adhirieron los sindicatos CIG, CSIF y STC, frente a la asociación patronal CEX, no compareciendo los sindicatos ELA y LAB, con intervención del Ministerio Fiscal, y declaramos la ilegalidad del párrafo 30.1 b) del III Convenio Colectivo estatal de Contact Center que dice «que serán disfrutados dentro de los diez días naturales, contados a partir del primer día laborable para la persona trabajadora en que se produzca el hecho causante, inclusive», condenando a la antecitada asociación patronal a estar y pasar por tal declaración.

Notifíquese la presente sentencia a las partes advirtiéndoles que, contra la misma cabe recurso de Casación ante el Tribunal Supremo, que podrá prepararse ante esta Sala de lo Social de la Audiencia Nacional en el plazo de cinco días hábiles desde la notificación, pudiendo hacerlo mediante manifestación de la parte o de su abogado, graduado social o representante al serle notificada, o mediante escrito presentado en esta Sala dentro del plazo arriba señalado.

Al tiempo de preparar ante la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional el Recurso de Casación, el recurrente, si no goza del beneficio de Justicia Gratuita, deberá acreditar haber hecho el depósito de 600 euros previsto en artículo 229.1.b de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, y, en el caso de haber sido condenado en sentencia al pago de alguna cantidad, haber consignado la cantidad objeto de condena de conformidad con el artículo 230 del mismo texto legal, todo ello en la cuenta corriente que la Sala tiene abierta en el Banco de Santander Sucursal de la Calle Barquillo 49, si es por transferencia con el (IBAN ES55) n.º 0049 3569 92 0005001274 haciendo constar en las observaciones el n.º 2419 0000 67 0177 26; si es en efectivo en la cuenta n.º 2419 0000 67 0177 26, pudiéndose sustituir la consignación en metálico por el aseguramiento mediante aval bancario, en el que conste la responsabilidad solidaria del avalista.

Así por nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

10. Resolución de 4 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Vocento.Medios, SAU (BOE 13-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17707
11. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Renault España, SA (BOE 14-8-2026), páginas 114312 a 114511 (200 págs.).  Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17751
12. Resolución de 6 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acta con los Acuerdos sobre las tablas salariales del año 2026 del VII Convenio colectivo de Síntax Logística, SA (BOE 15-8-2026). Ver texto completo. https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17817
13. Resolución de 6 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el VIII Convenio colectivo de Recuperación de Materiales Diversos, SA (BOE 15-8-2026).Ver texto completo. https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17818
14. Resolución de 6 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Grupo Empresarial El Jamón, SL (BOE 15-8-2026). Ver texto completo. https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-17819
15. Resolución de 12 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el III Convenio colectivo de tripulantes de cabina de pasajeros de EasyJet Airline Spain, Sucursal en España (BOE 22-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-18028
16. Resolución de 30 de julio de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Imerys Diatomita Alicante, SA (BOE 25-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-18141
17. Resolución de 12 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el XIV Convenio colectivo de Aceites del Sur-Coosur, SA (BOE 25-8-2026). Ver texto completo:. https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-18142
18. Resolución de 12 de agosto de 2026, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional relativa al III Convenio colectivo de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, SA (BOE 27-8-2026). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-18255
FALLAMOS

Estimamos la demanda interpuesta por el Sindicato Libre de Correos y Telecomunicaciones, a la que se adhirieron los sindicatos UGT, CGT y CSIF, frente a la empresa Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, SA, SME, siendo citados como partes interesadas el sindicato CC. OO., con intervención del Ministerio Fiscal, y declaramos la nulidad del párrafo tercero de la letra c del artículo 74 del III Convenio colectivo de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos que establece «no se entenderá como asistencia efectiva las ausencias por enfermedad o accidente no laboral y ausencias injustificadas», condenando a la empresa estar y pasar por tal declaración.

Notifíquese la presente sentencia a las partes advirtiéndoles que, contra la misma cabe recurso de Casación ante el Tribunal Supremo, que podrá prepararse ante esta Sala de lo Social de la Audiencia Nacional en el plazo de cinco días hábiles desde la notificación, pudiendo hacerlo mediante manifestación de la parte o de su abogado, graduado social o representante al serle notificada, o mediante escrito presentado en esta Sala dentro del plazo arriba señalado.

Al tiempo de preparar ante la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional el Recurso de Casación, el recurrente, si no goza del beneficio de Justicia Gratuita, deberá acreditar haber hecho el depósito de 600 euros previsto en artículo 229.1.b) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, y, en el caso de haber sido condenado en sentencia al pago de alguna cantidad, haber consignado la cantidad objeto de condena de conformidad con el artículo 230 del mismo texto legal; todo ello en la cuenta corriente que la Sala tiene abierta en el Banco de Santander Sucursal de la Calle Barquillo 49, si es por transferencia con el (IBAN ES55) n.º 0049 3569 92 0005001274 haciendo constar en las observaciones el n.º 2419 0000 67 0157 26; si es en efectivo en la cuenta n.º 2419 0000 67 0157 26, pudiéndose sustituir la consignación en metálico por el aseguramiento mediante aval bancario, en el que conste la responsabilidad solidaria del avalista.

VI. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
1. Pleno. Sentencia 55/2026, de 8 de julio de 2026. Cuestión de inconstitucionalidad 9849-2024. Planteada por un juzgado de lo contencioso-administrativo de Mérida (Badajoz) en relación con el artículo 3 del Decreto-ley 2/2018, de 11 de diciembre, de medidas urgentes para el restablecimiento de los derechos del personal al servicio de la administración de la Junta de Extremadura en las situaciones de incapacidad temporal, y por el que se extienden las mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social a las situaciones de maternidad, paternidad, riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia. Prohibición de discriminación por razón de sexo y de nacimiento: inadmisión de la cuestión de inconstitucionalidad por inadecuada formulación del juicio de aplicabilidad.

*Publicada en el BOE» núm. 188, de 3 de agosto de 2026, páginas 109053 a 109060 (8 págs.)

**Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2026-16930
***Ponente: Magistrado Excmo. don César Tolosa Tribiño.
FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autoridad que le confiere la Constitución de la Nación española, ha decidido inadmitir la cuestión de inconstitucionalidad núm. 9849-2024, promovida por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Mérida.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a ocho de julio de dos mil veintiséis.–Cándido Conde-Pumpido Tourón.–Inmaculada Montalbán Huertas.–Ricardo Enríquez Sancho.–María Luisa Balaguer Callejón.–Ramón Sáez Valcárcel.–Enrique Arnaldo Alcubilla.–Concepción Espejel Jorquera.–María Luisa Segoviano Astaburuaga.–César Tolosa Tribiño.–Juan Carlos Campo Moreno.–Laura Díez Bueso.–José María Macías Castaño.–Firmado y rubricado.
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